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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Medio Ambiente, señor Pablo Badenier Martínez.
Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros Marín; el Embajador de Chile ante la OEA, señor Juan Pablo Lira Bianchi, y el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 99ª, ordinaria, en 27 de enero; 100ª, extraordinaria, en 28 de enero; 101ª y 102ª, en 1 y 2 de marzo, respectivamente, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (boletín N° 9.835-13).



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de País Sede entre el Gobierno de la República de Chile y el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, suscrito en Santiago, Chile, el 13 de abril de 2015 (boletín N° 10.323-10).



Con los siete últimos hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que aplica la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (boletín N° 6.829-01).



2) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07).



3) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12).



4) Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín N° 9.601-25).



5) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (boletín N° 9.151-21).



6) Proyecto que modifica la Ley de Servicios de Gas y otras disposiciones legales que indica (boletín N° 9.890-08).



7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de este” (boletín N° 9.897-10).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para regular la situación del trabajador dependiente que se desempeña como voluntario del Cuerpo de Bomberos (boletín N° 9.720-13).



Con el segundo señala que aprobó las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas, incorporando la obligación de los concesionarios de asegurar el tránsito libre y fluido de los vehículos de emergencia (boletines Nos 9.311-09, 9.313-09 y 9.318-15, refundidos).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el tercero indica que aprobó el proyecto de ley que establece el 22 de abril de cada año como día de las caletoninas y los caletoninos (boletín N° 10.056-08), en los mismos términos que en que lo hizo el Senado.



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.


Con los dos últimos indica que aprobó los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que establece el día de la Cultura Chinchorro (boletín N° 10.289-24) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



2) Proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (boletín N° 9.892-07) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 102 A a 102 M de la ley N° 19.968.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 206 del Código Civil.


-Inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.216 y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798.


--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro (s) de Justicia y Derechos Humanos:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la construcción del edificio que albergará al Servicio Médico Legal en la provincia de Arauco.



Del señor Ministro (s) del Trabajo y Previsión Social:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los incentivos que existen para el empleo de personas jóvenes y recién egresadas de sus estudios.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Orpis, relativa a estudios sobre la profundidad del nuevo frente de atraque del puerto de Iquique.



Atiende consultas, formuladas en nombre del Senador señor Matta, acerca de los siguientes asuntos:



-Si está considerada en la cartera de proyectos del Ministerio la ejecución y proyección de caleteras en la Ruta 5 Sur en el sector comprendido entre la entrada a la comuna de Villa Alegre y paso nivel de Putagán.



-Posibilidad de intervenir el río Achibueno con la finalidad de encauzarlo en el sector comprendido entre los kilómetros 15 y 18 de la ruta L-32 Linares-Palmilla-Puente Sifón.



Contesta sendas solicitudes de información, expedidas en nombre del Senador señor Navarro, acerca de diversas materias relacionadas con esa Secretaría de Estado.



Atiende solicitudes de información, formalizadas en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, sobre los siguientes asuntos:



-Estado en que se encuentra la licitación realizada por la Dirección de Aeropuertos de la Región del Biobío del proyecto denominado “Construcción subestación eléctrica Aeropuerto Carriel Sur” y su cronograma de trabajo.



-Ponderar la procedencia de actos de fiscalización del proyecto de agua potable rural denominado “Cambrales”, que se desarrolla en la comuna de Yumbel, que adolecería de una serie de deficiencias.



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor De Urresti, antecedentes relativos a la situación que afecta a los vecinos que integran el comité de Agua Potable Rural (APR) del sector Tres Espinos, de la comuna de Valdivia.



Atiende solicitudes de información, efectuadas en nombre del Senador señor García, acerca de los siguientes temas:



-Estado de los proyectos de mejoramiento de la calle 3 Poniente, entre 1 Norte y Los Conquistadores (puente Pfeiffer), y de mejoramiento de la calle El Regadío, entre 1 Norte y Los Conquistadores (puente Zanahoria), ambos de la localidad de Labranza, de la comuna de Temuco.



-Avance del proyecto de mejoramiento de calle Unión Norte, entre R. Ortega y Barros Arana, comuna de Temuco.



Da respuesta a consultas, formuladas en nombre del Senador señor Espina, relacionadas con las siguientes materias:



-Grave deterioro que sufren las calles céntricas de la comuna de Lautaro.



-Falta de pavimento de un tramo de alrededor de 100 metros en la calle Condell en la comuna de Victoria.



-Posibilidad de ensanchar el camino de acceso de la Reducción Novoa de la comuna de Perquenco.



Atiende consultas, formuladas en nombre de la Senadora señora Von Baer, relativas a los siguientes asuntos:



-Posibilidad de construir una pasarela peatonal sobre la Ruta 5 en el sector de Ralicura, en la comuna de Río Bueno.



-Estado de avance y el cronograma del proyecto de agua potable rural del sector de Pucura, en la comuna de Panguipulli.



-Retiro del sistema de evaluación ambiental del proyecto de “Conservación tramo 2, ruta T-720, sector Parque Nacional Alerce Costero, que unirá las comunas de La Unión y Corral”.



-Estado de avance del proyecto de asfaltado y cronograma de trabajo del camino entre Itropulli y San Pedro, en la Región de Los Ríos.



-Avance y fecha de entrega del proyecto de mejoramiento y construcción Ruta Corral-Valdivia, código BIP 30106302-0.



De la señora Ministra de Salud:



Remite antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor Tuma, acerca de la inversión en infraestructura en salud para el año 2016 en la Región de La Araucanía.



Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Senador señor Lagos, relativa a los proyectos de construcción de los hospitales de San Antonio y Casablanca.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Remite, en formato digital y en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Navarro, copia de la licitación y de las boletas de garantía relativas a la construcción de los corredores del transporte público en Concepción y Hualpén, en la Región del Biobío.



Del señor Ministro (s) de Agricultura:



Responde petición de información, efectuada en nombre del Senador señor Matta, acerca de la situación que afecta al sector agrícola por el precio que se paga a los productores nacionales de trigo y el costo de importación de dicho cereal.



Del señor Ministro (s) de Minería:



Absuelve consulta, planteada por el Senador señor Navarro, sobre las exportaciones de cobre realizadas por las empresas mineras, de acuerdo con las partidas que señala.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales:


Contesta peticiones de información, efectuadas en nombre de la Senadora señora Von Baer, sobre los siguientes asuntos:



-Petición de comodato comprometida por la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Los Ríos con la Agrupación de Adulto Mayor de Coñaripe, en la comuna de Panguipulli.



-Posibilidad de regularizar y sanear las propiedades fiscales que ocupan en la actualidad, bajo concesión de uso gratuito, cinco Cuerpos de Bomberos de la Región de Los Ríos, cuyos cuarteles se ubican en Choshuenco, Corral, Lago Ranco, Máfil y Mehuín.



Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, relativas a la denuncia efectuada por el Consejo de Comunidades y Asociaciones Indígenas del Futa Trawun Lof de La Unión, respecto de una intervención en el humedal Las Vegas de Trumao, en la comuna de La Unión.



De la señora Subsecretaria (s) de Educación:



Da respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de la implementación del proyecto de reposición de la escuela Mireya Zuleta Astudillo, de la comuna de Huasco.


Responde petición de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca del costo de las pérdidas ocasionadas por el incendio que afectó con fecha 23 de noviembre de 2015 a dos bodegas del liceo Industrial Metodista de la comuna de Coronel.



De la señora Subsecretaria de Educación Parvularia:



Absuelve consultas, planteadas por el Senador señor Prokurica, acerca de los motivos por los cuales el liceo Federico Varela, de Chañaral, quedó fuera de la nómina final para la implementación del Plan de Equipamiento Técnico Profesional 3.0, pese a que en un inicio había obtenido dicho proyecto.



Del señor Subsecretario (s) del Medio Ambiente:



Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Espina, sobre las dificultades de acceso de los habitantes de Lautaro a las riberas del río Cautín.



Da respuesta a consultas, formuladas en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de los siguientes asuntos:


-Denuncia efectuada por el Consejo de Comunidades y Asociaciones Indígenas del Futa Trawun Lof de La Unión, respecto de una intervención en el humedal Las Vegas de Trumao, en la comuna de La Unión.


-Posibilidad de decretar como área protegida oficial al “Humedal de Trumao”, ubicado en el sector de La Unión, en virtud de los componentes socioculturales y de biodiversidad presentes en el lugar.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras:



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, acerca del impacto esperado para el mercado inmobiliario por la aplicación del impuesto al valor agregado (IVA), a contar del 1 de enero de 2016, a la venta de las viviendas nuevas y la decisión de la banca de aumentar el pie requerido de 10 por ciento a 20 por ciento del valor de la propiedad para la obtención de un crédito hipotecario para su financiamiento.



Del señor Superintendente (t y p) de Pensiones:



Remite informe sobre funcionamiento de la Comisión Ergonómica Nacional y Comisión de Apelaciones, en cumplimiento de la glosa 04 del capítulo relativo a la Superintendencia de Pensiones de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2016.



Del señor Director del Trabajo:



Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre de la Senadora señora Muñoz, respecto de la situación de una persona que se desempeñó como director de la Corporación Nacional del Cobre (CODELCO), hasta el año 2015.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería:



Responde petición de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al número de informes que el Ministerio a su cargo ha requerido al Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN), en los últimos diez años, en el contexto de la elaboración de planes reguladores comunales e intercomunales.



Del señor Director Nacional de INDAP:



Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Senador señor Matta, respecto de la evaluación de los programas permanentes de gestión de riesgos, especialmente los que se realizan por medio de esa entidad, que permitan entregar soluciones estructurales a los pequeños productores agrícolas frente a la ocurrencia de riesgos de la naturaleza.



Del señor Director Ejecutivo (s) del Servicio de Salud Ambiental:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al impacto ambiental que ocasionarían las termoeléctricas Bocamina I y Bocamina II, ubicadas en la comuna de Coronel.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Ossandón, acerca del impacto ambiental que provocaría la construcción de las líneas de alta tensión que pasarán por la localidad de Las Hortensias, en la comuna de Cunco.



Del señor Director Regional (s) del Servicio de Salud Ambiental de Magallanes y la Antártica Chilena:


Remite información, solicitada en nombre de la Senadora señora Goic, relativa a evaluación de impacto ambiental del proyecto “Incorporación de tronadura como método complementario en la extracción mecánica de material estéril en Mina Invierno”, de Mina Invierno S.A.



De la señora Directora del Servicio de Salud de Chiloé:



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de los lugares y procedimientos autorizados para la disposición final, inertización o eliminación de los residuos médico-patológicos provenientes de clínicas, hospitales o morgues, señalando los costos que ello implica al sistema público de salud.



Del señor Jefe de Gabinete de la Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Espina, relativa al accidente vehicular ocurrido el día 9 de enero del año en curso cerca de la ruta R-68, que une a la comuna de Angol con la comuna de Los Sauces, Región de La Araucanía.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (boletín N° 10.161-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar integrantes del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a los señores Arturo Enrique Navarro Ceardi y Sebastián Gray Avins (boletín N° S 1.852-05) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión Especial encargada de conocer las iniciativas relativas a Probidad y Transparencia, recaído en el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín N° 10.264-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.
Mociones



Cuatro del Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes proyectos de ley:



1) El que establece la obligación de los centros de salud de informar acerca de las normas contenidas en las leyes Nos 19.650 y 20.394, relativas a la atención de urgencia (boletín N° 10.555-11) (Véase en los Anexos, documento 7).



2) El que modifica el Código Sanitario a fin de establecer la obligación de donar los alimentos no comercializables a las instituciones que indica (boletín N° 10.556-11) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasan a la Comisión de Salud.



3) El que modifica el artículo 18 de la ley N° 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras, estableciendo una nueva causal de caducidad de ellas (boletín N° 10.557-08) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



4) El que establece la obligación de certificación por la autoridad competente de las empresas que ofrecen servicios domésticos de asesoras del hogar o de cuidadoras y de los trabajadores que ofrecen dichos servicios (boletín N° 10.558-13) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para que ingresen junto al Secretario General de la OEA, señor Luis Almagro, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, y el Embajador de Chile ante la OEA, señor Juan Pablo Lira.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Asimismo, el señor Ministro del Medio Ambiente solicita autorización para que ingrese al Hemiciclo el asesor de dicha Cartera señor David Bortnick.



--Se autoriza.

RECIBIMIENTO A SECRETARIO GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS, SEÑOR LUIS ALMAGRO LEMES

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Excelentísimo señor Secretario General de la Organización de Estados Americanos, don Luis Almagro Lemes; señora Vicepresidenta del Senado, Senadora Adriana Muñoz; señoras Senadoras y señores Senadores; señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, don Edgardo Riveros; señor Embajador de Chile ante la OEA, don Juan Pablo Lira; señor Embajador don Eduardo Vío; señor Edecán del Secretario General de la OEA, don Patricio Pradel, señoras y señores:



El Senado de la República se honra en recibir en el día de hoy a un hombre público ejemplar, a un paradigma en la promoción de los valores humanistas, las libertades públicas, la efectiva integración social y el sistema político democrático en el contexto internacional.



El desempeño público de Luis Almagro, Secretario General de la Organización de Estados Americanos, se resume en una simbiosis que resulta extremadamente difícil de alcanzar para un dirigente político.



Representa, a la vez, al hombre equilibrado, generador de consensos y articulador del diálogo; pero también al decidido, ferviente y valiente defensor de los principios democráticos y de los derechos humanos.



Para Chile es un especial honor recibir a Luis Almagro, que, como todos sabemos, es el sucesor de nuestro compatriota José Miguel Insulza, quien por largos años estuvo al frente de la OEA, lo que constituyó un honor muy grande para nuestro país, pues jugó un rol político relevante en muchas áreas, especialmente en el manejo de crisis tan complejas como la acaecida en Honduras en 2009.



Diplomático, Ministro de Estado, Senador y hoy la más alta autoridad política hemisférica, Luis Almagro constituye un faro que los políticos debemos seguir para orientarnos en un entorno caracterizado por el desprestigio de lo público.



Su búsqueda de los acuerdos sustantivos y de la eficacia institucional no ha sido obstáculo para pronunciarse sin rodeos ni concesiones frente a las amenazas contra la dignidad humana y los atropellos autoritarios en nuestro continente.



Al respecto, permítanme hacer una reseña textual de la conocida carta que le enviara el año pasado a la máxima autoridad responsable del proceso electoral en Venezuela: “Si la Secretaría General de la OEA fuera indiferente a los pedidos de la oposición de los países sobre una observación electoral, estaríamos faltando gravemente a nuestro trabajo, que es el de respaldar el buen funcionamiento de un proceso electoral para todos los partidos políticos involucrados.”.



En los acápites finales de dicha misiva, Luis Almagro es meridianamente claro en sus conceptos: “Frente a la más mínima duda sobre el funcionamiento de la democracia, nuestro deber es dar garantías para todos y no desviar la vista ni hacer oídos sordos a la realidad que tenemos ante nosotros”.



Luis Almagro ha potenciado un proceso extremadamente necesario de fortalecimiento institucional y político de la Organización de Estados Americanos, sobre la base de fortalecer su rol de defensora efectiva de la democracia, de los derechos humanos, del desarrollo integral y de la seguridad multidimensional, tanto a escala macrosocial como microsocial.



Los pronunciamientos del Secretario General de la OEA no constituyen mera retórica diplomática inocua, sino que se han transformado en sólidos llamados políticos a la acción y en una convocatoria moral a los Estados que incumplen sus compromisos con los instrumentos internacionales sobre derechos políticos, económicos y sociales y con el Derecho Internacional Humanitario.



El fortalecimiento institucional de la OEA constituye en estos días uno de los grandes desafíos de nuestro hemisferio.



Con la sabia y valerosa conducción de Luis Almagro, se ha seguido fortaleciendo el camino hacia la conformación de una organización política panamericana ágil y eficiente, que busca definir una agenda común que contribuya a promover el desarrollo equitativo del continente y la seguridad hemisférica.



Estas aspiraciones se resumen en la siguiente idea expresada por Luis Almagro a la hora de asumir su actual cargo: “Queremos una OEA que contribuya a potenciar nuestro hemisferio en el ámbito global, mostrando que las Américas son, en realidad, parte de la solución a los problemas globales, desde el cambio climático hasta la intolerancia religiosa o la crisis alimentaria”.



La gestión de Luis Almagro al frente de la OEA no se restringe a un ámbito meramente retórico -ya lo decíamos antes-, sino también a perfilar un organismo político moderno, prestador de servicios de calidad en ámbitos tan relevantes como la gobernabilidad, la justicia, la lucha contra la corrupción, la ética en las políticas públicas, los sistemas electorales y la seguridad pública.



En razón de ello, destacamos los trabajos iniciados tendientes a concretar iniciativas multilaterales relevantes y de largo aliento, como la escuela de gobierno para funcionarios públicos y miembros de la sociedad civil; el sistema regional de prevención de conflictos; el sistema panamericano de educación; la seguridad ciudadana en las Américas y la gestión de desastres en Centroamérica y el Caribe.



Al recibir en este Hemiciclo al señor Luis Almagro, Secretario General de la OEA, no puedo dejar de resaltar que distintas editoriales de los medios de prensa más influyentes de América, de diversas sensibilidades políticas, han realizado comentarios favorables a su gestión, al valiente papel que le cupo al Secretario General en la elección parlamentaria de Venezuela el 6 de diciembre pasado,...

El señor NAVARRO.- ¡Protesto, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-... que coincide con los proyectos de acuerdo aprobados por la Sala del Senado;...

El señor NAVARRO.- ¡Protesto, señor Presidente, por sus palabras!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-... a su intervención en la crisis electoral de Haití; en el escándalo de corrupción en Guatemala; en los acontecimientos ocurridos en El Salvador y República Dominicana, y en la disputa fronteriza entre Colombia y Venezuela. Todo ello le ha valido un prestigio indiscutido a su conducción y a la organización.



Además, se destaca el hecho de que se haya pronunciado con claridad frente a las violaciones a los derechos humanos, apoyando el sistema democrático cuando y donde quiera que estas ocurran, y sin sutilezas diplomáticas.



El día de hoy la Organización de Estados Americanos suscribe un Acuerdo Marco de Cooperación con el Senado de Chile, el cual ya firmé. Ello hará posible el inicio de un proceso de perfeccionamiento de nuestro capital humano, de modernización institucional y de constante adaptación de nuestra tecnología informática al servicio de la función de representación.



Más que meras acciones protocolares, esta visita permite que se avance en acciones concretas de mejoramiento de la acción legislativa, permitiendo una cercanía mayor entre el Parlamento y la ciudadanía.



Señor Secretario General, estimado amigo Luis Almagro, constituye para nosotros un motivo de orgullo y una distinción recibirlo hoy en el Senado de la República de Chile, en la confianza de que usted perseverará en la defensa de la razón y el derecho, de acuerdo a los principios establecidos en la Carta Democrática, en todos los países de nuestra América.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación, ofrezco la palabra al Excelentísimo Secretario General de la Organización de Estados Americanos, señor Luis Almagro Lemes.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ALMAGRO (Secretario General de la Organización de Estados Americanos).- Señor Presidente, es tiempo de acción; es tiempo de dar solución a cada derecho civil y político en el continente y a las desigualdades que existen en materia de acceso a derechos; de asumir la responsabilidad de resolver, de superar nuestros límites reales y artificiales para hacer aquello que sabemos necesario, imprescindible en nuestros caminos al desarrollo y al bienestar de nuestra gente. 



Para solucionar nuestros problemas debemos aceptarlos como tales: cuando nuestras democracias funcionan mal, la pobreza que tenemos y por qué la tenemos.



Señoras Senadoras, señores Senadores, poseemos una visión común, y ha sido expresada tantas veces. Está en nuestra Carta, la Carta Democrática; en las Convenciones Interamericanas sobre Derechos Humanos y de lucha contra la corrupción.



La OEA es reconocida como el foro político hemisférico. Y lo seguirá siendo solo si trabajamos con valentía esos enormes consensos, que todos están dispuestos a aplaudir mientras no se muevan del papel, pero que a veces ponen incómodos y mal a muchos cuando los queremos usar para modificar nuestras pobres realidades en materia de democracia, de derechos humanos, de desarrollo o de seguridad.



No somos jueces. Queremos construir, pero con compromiso respecto de los principios que forman parte de nuestros consensos en el ámbito de la democracia y de los derechos humanos.



Si diluimos nuestra responsabilidad y nuestras obligaciones en estos asuntos, ocurre algo extremadamente peligroso: el mal ejemplo y la posibilidad de extensión de las malas prácticas.



Parte de esos problemas surgen como resultado natural de las condiciones y características de las historias de nuestros Estados y de las relaciones entre ellos.


Nos ha costado revertir las páginas más oscuras de nuestra historia. El conjunto de naciones del hemisferio ha tenido dificultades para impulsar la acción de nuestras diferencias.



La participación igualitaria de todos los países de las Américas trabaja nuestras responsabilidades como sociedad de naciones. Y esas no pueden ser soslayadas: deben servir como impulso para la acción.



Los principios esenciales que defendemos, en especial los de democracia, de derechos humanos, de seguridad y de desarrollo; los problemas principales que debemos atacar: la desigualdad, la pobreza, la violencia; los valores éticos y morales que contenemos y expresamos no significan nada si no hacemos al respecto lo que se denomina el “imperativo categórico de Kant” (lo hablamos con el Senador Patricio Walker), esto es, hacer el deber ser, no la estética de la política, sino la ética de la política.



Los valores éticos y morales que contenemos y expresamos no significan nada si no estamos a la vanguardia en la lucha por la democracia, entendida, no como ejercicio electoral, sino como el ejercicio pleno de derechos civiles y políticos en cada día, ante cada problema, ante cada tema de nuestra ciudadanía; si no luchamos diariamente y sin tregua contra la corrupción; si no aceptamos las provocaciones del futuro para nuestro desarrollo y no resolvemos las enormes desigualdades en el acceso a derechos que tiene este continente; si no aceptamos que las mayores eficiencias en este continente han estado dadas para la creación de crimen organizado, que eso nos cuesta miles y miles de muertes cada año y que necesitamos soluciones al respecto.



No significan nada si no hacemos nuestra a Berta Cáceres y su lucha por la igualdad de los millones de indígenas de nuestro continente, si no entendemos que su asesinato es la muerte de todos nosotros, porque esta misma pretende que su lucha termine, pretende esconder tanta miseria, tanto asesinato, tanta violación de derechos humanos.



No significan nada si no hacemos nuestra la situación humanitaria hoy del pueblo de Venezuela,…



--(Aplauso en la Sala).


… desprovisto de alimentos y medicinas, de ese pueblo golpeado por la falta de diálogo de su sistema político y la falta de equilibrio…

El señor NAVARRO.- ¡Protesto, señor Presidente! ¡Es una ofensa injusta hacia Venezuela!

El señor ALMAGRO (Secretario General de la Organización de Estados Americanos).-… entre los poderes del Estado consciente de que lo que falta son soluciones concretas y reales.



No significan nada si no entendemos que los derechos de cada migrante son nuestros propios derechos, que las murallas nunca han significado la fortaleza de ningún imperio, sino una muestra clara de debilidad; si no hacemos nuestra la paz en Colombia y asumimos la responsabilidad de la justicia, la reinserción de los combatientes y la reparación de las víctimas.



No significan nada si no hacemos nuestra la prisión de cada preso político en el continente, de cada uno, sea estudiante o sea político con nombre y apellido, con reputación y que ha andado por los caminos de la gestión. Eso definitivamente significa la criminalización de la protesta y la intimidación de la disidencia. La prisión de cada preso político significa la prisión de nuestros propios derechos políticos.



No significan nada si no hacemos nuestra la condición de la mujer, quien es la que sufre fundamentalmente la violencia y la injusticia del continente, el desempleo y la pobreza del continente; la de las personas con capacidades diferentes; la de los afrodescendientes; la de las personas LGBTI.



No significan nada si no asumimos la pobreza de millones en este continente, la desnutrición infantil, respecto de lo cual debemos hacer y hacer para resolver sus necesidades: es decir, derecho al trabajo, a la vivienda, a la dignidad, a la educación, a la felicidad de hombres y de mujeres concretos.



Somos pobres cuando no se respetan, cuando no respetamos esos derechos.


Por ello, la construcción de políticas que prescindan de valores tendrá un déficit ético que las deslegitimará.



Si nuestros mensajes son equivocados o contradictorios con los principios y valores que decimos defender, entonces, estamos erosionándolos y generando prácticas lesivas a la dignidad humana.



Desde nuestra posición política debemos romper la lógica de hablar en abstracto de esta organización y de los derechos que ella defiende; debemos lidiar con problemas reales. Si no lo hacemos con hechos, estaríamos esquivando estos temas, esos problemas relacionados con la vida de las personas: sería casi como decirles que no nos importan.



La democracia evoluciona en la medida que la ciudadanía participe y juegue un papel protagónico a la hora de tomar decisiones que afecten su futuro. Es un sistema que se construye día a día, con participación ciudadana y no solo cada cuatro o cinco años a la hora de votar.



Es cierta esa fase de la operación democrática vinculada a procesos electorales más limpios, más transparentes, menos cuestionados. Pero, al mismo tiempo, debemos contribuir para que la desconfianza ciudadana sobre la labor de los elegidos baje y la realidad (o su percepción) de demandas insatisfechas sea solucionada, que se disminuyan las brechas entre lo que la ciudadanía aspira y lo que el sistema entrega como resultados tangibles.



Debemos tener en cuenta especialmente el trabajo de Chile. Este Estado miembro del Sistema Interamericano conoce de primera mano el fenómeno que se ha instalado en otras naciones del hemisferio, relativo a la brecha entre un alto nivel de institucionalidad democrática y la percepción de desencanto de dicho sistema por parte de la ciudadanía. 



Chile cuenta con un sólido Estado de Derecho y envidiables niveles de institucionalidad y estabilidad político-democrática. Casi todos los estudios colocan a este país en los índices más altos de las democracias del continente. Pero, a su vez, Chile debe resolver temas tales como que fue, de acuerdo a Latinobarómetro, la segunda nación con el nivel más alto de desafección ciudadana con partidos políticos en 2015. Además, la participación electoral decrece sistemáticamente desde 1993.



El sistema político, y principalmente el Congreso Nacional, ha atendido buena parte de las demandas ciudadanas.


Se logró la aprobación de importantes reformas, como la tributaria, la del sistema educativo, las relativas a materias político-electorales. 



Pero debemos seguir trabajando en el continente para lograr impulsos tendientes a resolver todo en esa línea de problemas.



La presencia e incidencia de la sociedad civil construye el cambio en democracia. El alejamiento de ella nos llevará a la repetición de los errores más graves del pasado. 



En la construcción del desarrollo no podemos hablar de derechos y de derechos humanos como si fueran entelequias abstractas, pues los derechos forman parte concreta de la vida de la gente. 



Los principios nos guían; los fundamentos de la justicia social son los mismos de toda la vida:



-Libertad: porque sin libertad no podemos ejercitar la consciencia de las causas que implican que no estamos sujetos, ni dominados, ni oprimidos. Sin la palabra “libertad” no existen otras palabras.


-Vivienda digna; trabajo; acceso a la educación; salud; seguridad, en fin.


Debemos llevar adelante todos esos trabajos desde la Organización de Estados Americanos.


No solo tenemos la visión, sino también los cuatro pilares que le dan sustento: democracia, derechos humanos, seguridad multidimensional y desarrollo integral; y el principio integrador de estos pilares: equidad y justicia social.



Debemos trabajar, pues, para el desarrollo que se juega en la dimensión humana. Y es allí donde ha de resolver su propia dialéctica histórica, la del sistema que brinda a cada persona las garantías de conservar y recuperar sus derechos políticos, económicos, sociales y culturales, y que especialmente sea justo en cuanto a las obligaciones y responsabilidades en libertad.



Una mayor libertad -como sabemos- implica mayor responsabilidad, especialmente en la dimensión social, y más aún, en la lógica de la participación política, algo que es patrimonio de casi todos por ahora. Mi instrumento de base de participación política hoy es igual que el de todos: un teléfono celular me permite hacer un video viral o subir un tuit de denuncia acerca de una situación.



Cada persona en su dimensión individual y colectiva debe recibir, tener y gozar de aquellos derechos que son fundamentales para asegurar el bienestar de todos, trascender la parte instrumental y transformar la solución de problemas individuales en soluciones colectivas. Una sociedad no puede resolver individualmente los problemas de todos.



La primera dimensión de la Organización de Estados Americanos tiene que ver con los trabajos que realiza junto con los países a nivel nacional.



Se trata de la OEA como una institución que acerca su servicio en beneficio de las naciones. Es un trabajo que efectúa -muchas veces desconocido por la opinión pública- en materia de políticas públicas, sea en áreas de justicia, de drogas y estupefacientes, de seguridad cibernética, de transparencia institucional, de normativa de calidad y estándares para procesos electorales.



Son contribuciones que los países demandan y estiman valiosas: las misiones de observación electoral, pasando por la contribución al proceso de paz en Colombia, la facilitación del acceso a la justicia en zonas remotas de Centroamérica o la facilitación del diálogo en situaciones de conflicto.



La OEA potencia ese tipo de servicios sobre la base de fortalezas técnicas que posee, sin necesidad de añadir innecesarios mandatos. Definitivamente, hoy ya tenemos condiciones técnicas para hacer aportes sustanciales. 



Eso es lo que ustedes han visto en Honduras, lo que han visto en Colombia, lo que han visto en Haití.



La segunda dimensión es la OEA como foro político hemisférico.



Creo que hoy existen condiciones para procesar un diálogo hemisférico constructivo en áreas de interés común y en las que hay divisiones, buscar las mayores circunstancias para abrir puertas cuando estas aún permanecen cerradas.



Como Secretario General mi compromiso con todos es para avanzar, para llevar adelante esta gestión basada en democracia y derechos humanos, valores que están por encima de tiendas políticas.



Por eso, valoro y respeto especialmente el contacto directo que tengo hoy con el Senado de Chile, como lo he tenido con otros Parlamentos y Senados de la Región.



Porque ustedes encarnan Gobierno y Oposición; son los que llevan la práctica política del día a día.



Hemos dicho al comenzar la gestión que la democracia y los derechos humanos son valores que están por encima de las tiendas políticas, porque a la hora de perderlos somos todos quienes los perdemos, es la sociedad entera la que pierde.



He señalado que me importa tanto el derecho a decir mi verdad como el derecho de mi opositor a decir la suya. Y ello es así, porque soy gobierno, pero también oposición. 



Como Secretario de la OEA soy gobierno y soy oposición.



Debo ser el más acérrimo defensor de derechos; debo ser el más pobre en términos económicos; debo ser el que sufre la desigualdad desde abajo; debo ser la voz del que no tiene voz, o la de aquel cuya voz no es escuchada, o la de quien es el más discriminado; debo ser el que sufre la falta de protección de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales o culturales. 



La estructura de la Secretaría General de la OEA no puede estar sin instrumentos esenciales a la hora de promover la igualdad, la equidad y la defensa de derechos. Y la voz del Secretario General debe oírse en cada caso respecto de esos temas.



Abogamos, en materia de derechos, por una agenda amplia que se asiente en la imperiosa necesidad de que todos tengamos las mismas oportunidades, independientemente de nuestro origen social, raza, sexo, orientación sexual, edad, discapacidad o capacidad diferente.



Esta es una agenda incompleta hoy en nuestro hemisferio, donde quienes impulsan prejuicios, racismo y otras formas de discriminación no se resignan al siglo XXI, a estos tiempos.



Hemos insistido en más derechos para más gente: es el camino que nos lleva a ensanchar las oportunidades en las Américas.



La OEA puede, entonces, convertirse en una usina generadora de bienes públicos hemisféricos en materia de seguridad ciudadana, escuela de gobierno, prevención de conflictos sociales, sistema panamericano de educación, prevención y gestión de desastres naturales, interconectividad en el Caribe.



Esas iniciativas, que se hallan todas en proceso de diseño e instrumentación, son las que deben darle a la Organización de Estados Americanos los futuros años de gestión.



Debemos tener una OEA ágil, que facilite la resolución de problemas en términos hemisféricos.



Debemos medir nuestros resultados, debemos medir lo que hacemos sobre la base de hechos concretos. Lo que no sea factible de medir difícilmente lo podemos gestionar. Hay que avanzar en ese camino.



Quiero agradecerles a todos la atención dispensada hoy.



¡Muchas gracias!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le damos las gracias al señor Secretario General de la OEA.



Por último, quiero informarle que el pasado 2 de marzo nuestra Corporación aprobó por unanimidad un proyecto de acuerdo que en la parte resolutiva señala: “El Senado ha acordado lo siguiente: Manifestar al señor Secretario General de la Organización de Estados Americanos, don Luis Almagro Lemes, el más pleno respaldo a su gestión, en especial en la defensa de los derechos humanos y la democracia en la Región”.



Le hago entrega, entonces, de una copia de este proyecto de acuerdo.



--El señor Secretario General de la OEA recibe de manos del señor Presidente del Senado el documento a que se hace referencia. 


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- De esta manera, el Senado de la República ha recibido y escuchado al Secretario General de la OEA, don Luis Almagro, a quien le agradecemos el gesto con el que hoy día nos honra y nos distingue.



Los miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores ya tuvieron oportunidad de conversar con él. Así lo hicieron varios señores Senadores.



Le agradecemos muchísimo su visita y esperamos que el Convenio que firmamos lo podamos implementar de la mejor manera.



¡Muchas gracias!



Se suspende la sesión por cinco minutos.

)----------(


--Se suspendió a las 16:52.



--Se reanudó a las 16:56.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra la Senadora señora Goic. 

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE DOÑA MAGALY CARRIEL GARRIDO Y OTRAS SEIS VÍCTIMAS DE FEMICIDIO EN 2016

La señora GOIC.- Señor Presidente, hoy se conmemora el Día Internacional de la Mujer.



Agradecemos los saludos que hemos recibido -nos alegramos por ello- de nuestros colegas, de nuestros amigos, de nuestros equipos de trabajo, quienes destacan los logros que nosotras hemos alcanzado y la lucha de tantas mujeres que han abierto caminos para muchas de quienes estamos en el Parlamento o en otros lugares.



Sin embargo, también es un día de contrastes, pues, paralelamente con dicha conmemoración, hay noticias que nos duelen, que -yo diría- nos desgarran.



Es el caso de Magaly Carriel Garrido, de Talcahuano, quien se ha convertido en la séptima víctima de femicidio durante este año, sumándose a una larga lista ante la cual, como país, solo podemos sentir vergüenza.



¡Magaly Carriel estaba postrada, y fue degollada por su marido!



Considero que eso grafica una situación sobre la cual hoy día debemos adquirir un compromiso.



Entonces, señor Presidente, le pido que recabe la unanimidad de la Sala para, por un lado, guardar un minuto de silencio como gesto hacia Magaly Carriel, simbolizando en ella a todas las mujeres que han perecido a manos de sus maridos, de sus parejas, de quienes deberían haberlas protegido; y por otro, dar cuenta del compromiso transversal de todos para no descansar, para no bajar la guardia, para no dejar caer los brazos frente a la lucha encaminada a terminar con los flagelos de la violencia de género y de la violencia intrafamiliar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito a la Sala guardar un minuto de silencio para, en la persona de doña Magaly Carriel Garrido, recordar a las siete víctimas de femicidio habidas durante este año.



Ruego a Sus Señorías y a las demás personas presentes en el Hemiciclo y en las tribunas ponerse de pie.



--La Sala guarda un minuto de silencio.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en el primer lugar de la tabla de esta sesión ordinaria el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores De Urresti, García, Guillier, Larraín y Patricio Walker, que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín Nº 10.264-07).



2.- Retirar de la tabla de la sesión ordinaria que se celebrará esta semana el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores García, Allamand, Espina, Ossandón y Prokurica, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 13 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el fin de que las iniciativas queden a disposición de los parlamentarios desde el momento de su ingreso a la Cámara correspondiente (boletín Nº 9.374-07).



3.- Tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el sistema de relaciones laborales introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (boletín Nº 9.835-13) en las siguientes sesiones extraordinarias:



-Miércoles 9 de marzo, de 11 a 14 y de 15:30 a 22, y



-Jueves 10, de 9:30 a 14 y de 15 hasta su total despacho.



Naturalmente, la última sesión se llevaría a cabo de ser necesario.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, la discusión particular de la reforma laboral comenzará mañana, en sesiones de 11 a 14 y de 15:30 a 22. El jueves se parte a las 9:30 y se termina a las 14. Y, de ser necesario, se proseguiría a las 15, hasta el total despacho del proyecto.



En eso consiste el acuerdo unánime de los Comités. 



Por lo tanto, es importante que Sus Señorías se programen, porque es muy probable que tengamos sesión el jueves, en la forma indicada.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, hace algunos momentos la Comisión de Economía recibió a representantes de proveedores de la industria salmonera, la cual está pasando por una situación extraordinariamente difícil debido a una crisis sanitaria.



Falta un conjunto de normas desde el punto de vista de la regulación de dicha industria. Pero también es necesario atender las demandas de los proveedores, quienes no reciben sus pagos dentro de los 210 días siguientes a la prestación de los servicios respectivos.



Creemos que la materia compete no solo a la mencionada Comisión, sino también a la de Pesca y a la de Medio Ambiente. 



En tal virtud, acordamos por unanimidad solicitar a la Sala que determine que dichas Comisiones funcionen unidas para abordar la materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, ¿no podrían actuar unidas solo dos Comisiones, para que el accionar fuera más eficaz?

El señor TUMA.- Si la Sala lo determina de esa manera, que funcionen unidas las Comisiones de Pesca y de Economía.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las citaciones se cursarán oportunamente.

El señor TUMA.- Todavía no se han resuelto las fechas.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, le solicito recabar la autorización necesaria, por un lado, para que en el primer informe se discuta en general y particular el proyecto que crea una asignación destinada a incentivar el desempeño con dedicación exclusiva de profesionales de los servicios de salud, que se halla en la Comisión de Salud; y por otro, para que la iniciativa pase inmediatamente a la Comisión de Hacienda tras su revisión por la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta a propósito de los acuerdos de Comités.



¿El asunto signado con el número 2 en la tabla de hoy (busca que los proyectos de ley queden a disposición de los parlamentarios desde el momento en que ingresan a la Oficina de Partes de la respectiva Cámara) se retiró del Orden del Día para someterlo a un análisis de constitucionalidad?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No, señor Senador.



Le explicaré inmediatamente lo que sucedió.



El Ejecutivo pidió tiempo para formarse opinión sobre el particular; se sometió la solicitud a la consideración de los Comités, y estos solo acordaron poner en tabla dicha iniciativa en las próximas sesiones ordinarias.

El señor GARCÍA.- Muchas gracias, señor Presidente.

V. ORDEN DEL DÍA

ENMIENDA DE LEY N° 18.918 Y OTRAS NORMATIVAS EN MATERIA DE PROBIDAD Y TRANSPARENCIA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia, con informe de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.264-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores De Urresti, García, Guillier, Larraín y Patricio Walker):



En primer trámite: sesión 45ª y 46ª, empalmadas, en 19 de agosto de 2015 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 103ª, en 8 de marzo de 2016. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay una solicitud para abrir la votación de la idea de legislar. Porque la iniciativa debe volver a la Comisión para el debate en particular.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.



Antes de que se abra la votación y de que intervenga el señor Presidente de la Comisión de Probidad y Transparencia, tiene la palabra el señor Secretario General para hacer la relación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto, que se inició en moción de los Senadores señores De Urresti, García, Guillier, Larraín y Patricio Walker, modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo concerniente a probidad y transparencia.



El Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”.



Los principales objetivos que se persiguen son:



-Elevar los estándares de probidad y transparencia en el ejercicio de la función parlamentaria.



-Especificar las conductas que constituyen infracción a dichos principios, las sanciones aplicables y el procedimiento que deberá tramitarse ante las Comisiones de Ética y Transparencia de cada Cámara.



-Crear una Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria, como entidad de apoyo común para las dos Comisiones mencionadas, que adicionalmente podrá actuar como órgano de primera instancia, reservando la apelación a cada Comisión de Ética.



-Establecer con carácter permanente una Comisión Bicameral de Transparencia.



La Sala del Senado, en sesión de 5 de enero de 2016, autorizó a la Comisión Especial de Probidad y Transparencia para discutir este proyecto en general y en particular en el primer informe.



No obstante dicha autorización, la Comisión Especial, dadas la importancia y trascendencia de las enmiendas que se introducen a la ley N° 18.918, acordó discutirlo solo en general, con el propósito de permitir, de aprobarse la idea de legislar, la formulación de indicaciones a su respecto.



La Comisión Especial de Probidad y Transparencia aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores García, Guillier, Harboe, Pérez Varela e Ignacio Walker.



Cabe hacer presente que los artículos 1° y 4° permanentes son de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 20 a 32 del primer informe.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, señor Secretario.


En votación la idea de legislar.


--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Probidad y Transparencia, Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, me es muy grato, en nombre de los miembros de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia (órgano creado por la Cámara Alta para ocuparse en la Agenda -valga la redundancia- de Probidad y Transparencia), Senadores Felipe Harboe, Alejandro Guillier, Víctor Pérez, José García y quien habla, transmitir que a lo largo del último año de funcionamiento de aquella hemos actuado básicamente por unanimidad, procurando y encontrando un consenso amplio, en sentido transversal, entre Gobierno y Oposición.



En consecuencia, esa es quizá la mayor fuente de legitimidad de este proyecto, que por cierto también se despachó unánimemente, y de las otras cinco iniciativas que hemos aprobado como Senado en los últimos ocho meses.



Quiero decir con ello que, atendiendo a la cuenta pública del Presidente de la Cámara Alta, Senador Patricio Walker, estamos cumpliendo el cien por ciento del compromiso que suscribimos con el país, que consistió en despachar entre septiembre y marzo seis proyectos de ley.



A saber:



-Reforma constitucional sobre autonomía del Servicio Electoral (aprobada y despachada).



-Reforma de la Carta en materia de pérdida del escaño ante una infracción grave a la ley concerniente a gasto electoral.



-Iniciativa de ley sobre probidad en la función pública.



-Proyecto relativo a partidos políticos, una de las más grandes transformaciones que estos hayan experimentado en la historia de Chile.



-Iniciativa sobre financiamiento de las campañas y de los partidos (también por primera vez en la historia de nuestro país).



-Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (el que está votando ahora la Sala del Senado). Y debe subrayarse que en este caso se trata de una moción.



La Agenda de Probidad y Transparencia, que asumimos ante el país con una lógica de Estado, comprende más o menos dieciocho proyectos de ley.



Para el semestre septiembre marzo -repito-, en el Senado nos propusimos despachar seis.



Con la aprobación unánime que la Comisión Especial de Probidad y Transparencia dio a la idea de legislar sobre la iniciativa que en este instante ocupa a la Sala -imagino que esta hará lo mismo- estamos cumpliendo -reitero- el cien por ciento del compromiso que contrajimos con nuestro país en esta materia. 



Por supuesto, continuaremos analizando los demás proyectos de ley, todos los cuales son muy significativos.



Señor Presidente, el sustento principal de la iniciativa en debate es elevar los estándares de probidad y transparencia en el ejercicio de la función parlamentaria.



Ese es el corazón de este proyecto, que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



El Grupo Bicameral de Transparencia y las Comisiones de Ética y Transparencia tanto del Senado cuanto de la Cámara de Diputados han impulsado una serie de medidas destinadas a fomentar la difusión de buenas prácticas en lo concerniente a probidad y transparencia.



Por eso, los partidos y los parlamentarios (es decir, todos nosotros) estamos dejándonos -por qué no decirlo-, con humildad, interpelar ante el cuestionamiento existente hoy día respecto de la política. Y ese dejarse interpelar significa hacer la pega -perdón por este término-, arremangarse, legislar, crear una nueva institucionalidad en materia de probidad y transparencia.



Eso es lo que está haciendo la Cámara de Diputados. Eso es lo que está haciendo el Senado. Eso es lo que está haciendo el Ejecutivo.



Por lo tanto, aquí hay una tarea de Estado. ¿Apuntando a qué? A tratar de recuperar la confianza y la credibilidad, que están resentidas, que se hallan deterioradas.



Porque hay una crisis de confianza y de credibilidad en el centro de la crisis de la política. Y nosotros, que somos parte de aquella crisis, debemos procurar revertirla estableciendo instituciones que con el tiempo nos permitan avanzar en una dirección más virtuosa después de un año que ha sido particularmente crítico en esta materia.



No necesitamos ver encuestas, pues todos nosotros tenemos circunscripciones, con regiones y comunas, donde podemos constatar a diario la realidad existente en esos ámbitos.



Señor Presidente, en una muy apretada síntesis, ¿en qué consiste este proyecto?



Seré telegráfico para señalar las ideas propuestas (y con esto termino).



Primero, precisar el impedimento que afecta a los parlamentarios para promover y votar determinados asuntos (la cuestión de los conflictos de interés ha estado en el centro de toda nuestra acción parlamentaria).



Segundo, prohibir en forma expresa el uso de información privilegiada.



Tercero, reforzar el deber de asistencia y sancionar el incumplimiento injustificado de dicha obligación (hoy no existe sanción).



Cuarto, considerar como Senadores que no están en ejercicio para los efectos del cómputo de los quorums y mayorías especiales a los que se hallen impedidos para votar un asunto (como vemos, son modificaciones muy de fondo en cada una de las materias).



Quinto, fijar parámetros objetivos para la rendición anual de cuentas institucional (este año vimos las primeras cuentas rendidas en la materia tanto por el Presidente del Senado cuanto por el de la Cámara de Diputados).



Sexto, prohibir expresamente la contratación de familiares y personas jurídicas relacionadas con los parlamentarios o con funcionarios directivos del Congreso Nacional.



Séptimo, establecer nuevas reglas sobre publicidad del trabajo de Comisiones (aspecto central de la Agenda de Probidad y Transparencia).



Octavo, profundizar la separación tajante entre la función parlamentaria y el ejercicio del lobby o gestión de intereses particulares; construir, por lo tanto, una muralla china entre lo público y lo privado (insisto en que en el trasfondo de estas medidas siempre están los reales o potenciales conflictos de interés).


Noveno, incrementar las materias propias del Congreso Nacional comprendidas dentro de la obligación de transparencia activa.



Décimo, robustecer las Comisiones de Ética y Transparencia.



Undécimo, crear la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria, como un órgano común, conjunto, del Senado y de la Cámara de Diputados.



Esta es una de las mayores innovaciones institucionales.



Duodécimo, establecer, con carácter permanente, el Grupo o Comisión Bicameral de Transparencia.



Lo anterior, en apretada síntesis, procura interpretar a los cinco miembros de la Comisión Especial, la cual aprobó por unanimidad -insisto-, como ha sido la tónica durante toda la tramitación de estos proyectos, la iniciativa en examen, que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Nos atrevemos a solicitar que el plazo para presentar indicaciones venza el 30 de marzo próximo, porque, evidentemente, hay maneras de mejorar el texto en cada uno de los doce puntos que he mencionado sucintamente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para fijar dicho término en caso de acogerse la idea de legislar?



Acordado.

)------------------(

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Es una cuestión de procedimiento, Su Señoría? Estamos en votación.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- El proyecto que establece nuevos sistemas de transmisión de energía eléctrica ha sido calificado de “suma” urgencia. En la Comisión de Minería tenemos invitados para mañana, entre ellos el señor Ministro, y, con el acuerdo de Comités, nos veríamos impedidos de tramitar el asunto, que es de mucha importancia.



Le solicito a la Mesa recabar, si es posible, el asentimiento unánime para poder trabajar en paralelo con la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ello se hará una vez que termine la votación.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Dejo planteado el punto.

)-------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, tal como lo decía el Senador señor Ignacio Walker, Presidente de la Comisión Especial, la iniciativa se enmarca dentro de un conjunto de normas que hemos ido aprobando respecto del financiamiento de la política y de los partidos, de la regulación de las campañas, de la cesación en el cargo de quienes sean elegidos popularmente, como también de la elevación del Servicio Electoral a rango constitucional. Ello, para que existan dos pilares -a mi juicio, fundamentales- en toda esta actividad, que son la transparencia, por un lado, y la capacidad de fiscalización, por el otro.



Como las disposiciones legales reguladoras de la acción del Congreso no pueden quedar fuera de tales criterios, la moción de algunos colegas avanza en esos dos conceptos y en ver cómo es posible fiscalizar y sancionar adecuadamente, para que en la manera de tramitar los asuntos, de asumir los conflictos de interés, se solucionen los problemas susceptibles de generarse en cuanto a probidad y transparencia. Es tremendamente importante poder resolver la idea en general, porque la discusión en verdad se centrará en cómo se supera en particular cada una de estas situaciones.



Por ejemplo, uno de los debates más relevantes que hemos sostenido al interior de la Comisión, para el efecto de su concreción en normas específicas, es el de la exclusividad en el ejercicio del cargo. ¿Qué significa que un Senador o un Diputado se dediquen exclusivamente al servicio de su función pública y, por lo tanto, no lleven a cabo ninguna otra actividad? ¿Cuáles serán las excepciones? ¿La labor docente? ¿Qué pasa si la persona escribe libros?



Espero que mis Honorables colegas puedan presentar indicaciones al respecto hasta el 30 de marzo, las que serán fundamentales.



¿Cuáles debieran ser las reglas comunes en el aparato del Estado a las que debiéramos ceñirnos? Porque, de repente, existen algunas muy especiales para nosotros. Creo que podríamos añadirnos, para citar un caso, a las referentes a los ministros de Estado. Con relación a ellos, en efecto, juzgo extraordinariamente atinentes a Diputados o a Senadores un conjunto de normas en cuanto a ingreso, a incompatibilidades, a inhabilidades, más aún cuando la Carta dispone que la dieta equivale a la remuneración del titular de una Cartera. Me parece, entonces, que una regulación de todo nuestro estatuto jurídico que sea similar al de los ministros puede ser un interesante camino por seguir.



Tal como lo decía el Senador señor Ignacio Walker, cabe recordar los conflictos de interés.



En seguida se halla el establecimiento de los temas de las Comisiones de Ética. Indudablemente, estos órganos pueden resultar frustrantes para sus miembros y para quienes se encuentran en el Hemiciclo cuando, frente a hechos que de una u otra manera provocan gran expectación pública, no pueden llegar a una mayor resolución que un determinado informe a la Sala.



Asimismo, se crea una Dirección de Ética, con profesionales especializados que pueden formarla y que constituye un sustento sólido para poder resolver los aspectos en que incurramos Diputados o Senadores.



La integración de estas entidades, sus atribuciones, la forma de resolver y cómo se puede sancionar a un parlamentario que incurra en una transgresión a la probidad, a la ética, sin duda tienen que ser expresión de esta legislación.



Estimo que llevamos a cabo, entonces, un avance importante. Y si aprobamos la iniciativa en general hoy día, podemos iniciar un trabajo muy específico que hará posible contar antes del 21 de mayo próximo con un Estatuto del Congreso, con un Estatuto de Senadores y Diputados, que verdaderamente le garantice a la ciudadanía una acción transparente de los parlamentarios y que serán fiscalizables, lo que de alguna manera permite un manejo correcto de la actividad pública y legislativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, lo que el proyecto hace es reforzar determinados principios y acciones insertos en el desempeño de nuestro cargo.



Cabe reiterar nuestro apego a la probidad y la transparencia.



Se regula también, entre otras materias, la dedicación exclusiva a nuestra labor. Es algo que se puede consignar con claridad; pero, obviamente, es posible que podamos desarrollar algunas actividades absolutamente compatibles con el ejercicio de la función que desempeñamos.



Durante la discusión en la Comisión Especial, alguien dijo que uno de nosotros no podría escribir un libro, por ejemplo, porque ello sería ajeno a dicha obligación. Evidentemente, eso parece absurdo, y, por la misma razón, es necesario regular este tipo de aspectos.



Por supuesto que el articulado asimismo se refiere en detalle a la declaración de intereses y patrimonio, de tal manera que el punto se ordene y no haya ninguna duda respecto de la información que estamos obligados a proporcionar. 



Se contempla la prohibición de votar en asuntos en que nosotros o nuestros familiares tengamos un interés directo.



Es necesario guardar reserva sobre todas aquellas materias de las cuales nos imponemos y que no deben ser de conocimiento público, para asegurar la defensa de los intereses superiores del país.



Desde luego, se contempla la obligación de asistencia a las sesiones de Sala y de Comisión, y de justificarnos cuando no asistimos. En caso de omitirse esto último, se aplicarán las sanciones que establezca el reglamento.



Igualmente se contempla el acceso del público a la información que se origine en nuestros debates.



Es preciso mencionar la regulación de las Comisiones de Ética y Transparencia y de sus procedimientos. Se crea una Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria, que permitirá dictar normas a las cuales tenemos que atenernos. Para ello, también se establece una Comisión Bicameral de Transparencia.



Se impone la obligación de establecer un reglamento sobre las audiencias públicas. Hoy día, estas funcionan porque uno de nosotros decide invitar a un especialista o una institución determinados para que entreguen su opinión acerca de un proyecto, pero no contamos con ningún sistema que a cualquier ciudadano o entidad interesados les permita hacerlo, lo que ignoramos. Por eso, estimamos de la mayor importancia disponer de un procedimiento expedito para tal efecto, de tal manera que quien lo desee pueda efectuar un aporte.



En definitiva, como lo han dicho quienes me han antecedido en el uso de la palabra, por intermedio del proyecto de ley buscamos que la ciudadanía se sienta más cercana, más interpretada y más protegida por las acciones que lleva adelante el Congreso Nacional, de tal manera que nuestros debates asimismo se hagan cargo de sus preocupaciones.



Se trata de acercar el Congreso Nacional a la gente, y la gente, a dicha institución, que resulta fundamental, vital, en democracia.



En virtud de todo ello, por supuesto que voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me parece muy bien que se discuta sobre el tema, pero realmente estoy preocupado, porque, por muchos que sean nuestros esfuerzos, creo que la valorización por la opinión pública es bastante limitada.



Ojalá que los parlamentarios, en la legislación que se elabore, por lo menos seamos considerados ciudadanos ordinarios, comunes y corrientes, mas no de segunda categoría. Porque nos estamos poniendo tales limitaciones y exigencias que aparecemos como tratando de justificar conductas que realizamos permanentemente. Pido que todos nos dediquemos de poner mucha atención a lo que queremos llegar a ser.



Antiguamente no había normas. En cuanto a las correspondientes a la ética, es propio de la conducta de cualquier persona no infringir las disposiciones legales ni cometer acciones en contra de los valores morales.



Voy a leer nada más que una cosa en el texto, que quiero que resolvamos bien. El inciso segundo del artículo 11 E, con relación a los conflictos de interés de los miembros de las ramas del Congreso, expresa:



“Sin embargo, no podrán promover ni votar ningún asunto en el que tenga un interés directo, o lo tenga su cónyuge, conviviente civil, pareja de hecho o pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive”.



Eso significa que tengo que saber cuáles son todos los intereses comprometidos de mis primos hermanos. ¿Y si uno de ellos vive en el extranjero o en un lugar diferente del mío, y he perdido contacto con su persona durante muchos años?



Por mi parte, sería preciso que los contara, pero creo que son, más o menos, 35. ¡Cómo voy a saber de un interés directo de alguno en un tipo de negocio o actividad!



Entonces, lo único que le pido al Senado es que seamos conscientes y estrictos con nosotros mismos, sin autoflagelarnos, pero, al mismo tiempo, que recibamos el trato de ciudadanos normales, no de segunda clase.



En los últimos días he leído en los diarios declaraciones de autoridades de la Cámara de Diputados, especialmente, que me dejaron con una verdadera inquietud. Se hizo referencia a vacaciones en los términos del contrato de trabajo. Si este último se considerara, según esa interpretación, de acuerdo con el Código del ramo, pediría que al menos nos reconociesen los derechos de cualquier ciudadano que lo celebrara y se respetase el horario, a fin de desempeñarnos nada más que ocho horas diarias; que nos dieran los ocho días de descanso irrenunciables de las asesoras del hogar, etcétera.



¿Vamos a llegar a esa exageración?



Por un lado, cabe que seamos estrictos con nosotros mismos, pero, al mismo tiempo, sin prescindir de mucha dignidad para quienes somos parlamentarios.



--(Aplausos en la Sala).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le solicito a Su Señoría que me reemplace en la testera para poder hacer uso de la palabra. 



¿Habría acuerdo de la Sala para ello?



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Zaldívar, en calidad de Presidente accidental.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, quiero partir expresando que encuentro toda la razón en cuanto a lo último que se acaba de manifestar.



A diferencia de lo expuesto el fin de semana por algunas personas, acá no estamos haciendo anuncios ni emitiendo documentos declarativos. Es preciso puntualizar que el Senado de la República no ha aprobado acciones efectistas, sino medidas serias para fortalecer la probidad y la transparencia.



Tal como lo dije ayer en los noticieros, no vamos a caer en el juego infantil al que algunos quieren llevarnos, tratando de competir con relación a quien adopta más providencias que llamen la atención. No estamos para eso ni para chacotas, sino para proceder con seriedad. Y eso es lo que ha hecho el Congreso en el último año.



Deseo destacar que esta Corporación tomó la decisión unánime de crear la Comisión de Probidad y Transparencia. En ocho meses -lo decía su Presidente, el Senador señor Ignacio Walker- se aprobaron seis proyectos de ley. ¡Y no a matacaballo!



La iniciativa sobre el financiamiento de las campañas dio lugar a dieciocho sesiones -todas ellas transmitidas por televisión-, celebradas con responsabilidad y profundidad.



Por lo tanto, esa es la forma que tiene esta rama del Congreso Nacional de reaccionar ante la crisis de confianza, sobre la base de criterios acogidos por unanimidad, fundados y sin efectismos.



Y quiero consignarlo, porque nos corresponde actuar con seriedad, no para una cuña más, una cuña menos, en la televisión, lo que no sirve absolutamente de nada.



Se trata de un trabajo colectivo. Como lo consignó el señor Presidente del órgano técnico, los proyectos fueron sancionados por unanimidad. Les rindo un homenaje a sus miembros. Está bien, cumplieron con su deber, pero lo hicieron en forma acertada. Los Honorables señores Pérez Varela, García, Ignacio Walker, Harboe y Guillier realizaron una labor muy buena.



Por otra parte, la Comisión de Gobierno, presidida por el Senador señor Espina, aprobó una iniciativa que ha pasado un poco desapercibida, pero que es tan importante: la relativa a la probidad en la función pública, que obliga a declarar intereses y patrimonio a prácticamente todas la autoridades -se me va el tiempo-; a enajenar determinados activos, e incorpora el fideicomiso ciego. 



Bueno, no me voy a referir a todos los proyectos.



El que ahora estamos aprobando en general, porque hay que presentar algunas indicaciones para mejorarlo -y ojalá que el próximo Presidente del Senado pueda anunciar en su cuenta pública su despacho en particular-, tiene el mérito de proponer medidas serias, bien estudiadas, no para salir del momento. 



Por ejemplo, el fortalecimiento de la Comisión de Ética, porque ella hoy día no tiene la capacidad para decirle a un Senador: “Señor, usted tiene que inhabilitarse en este proyecto de ley, pues hemos analizado su declaración de intereses y las materias que él trata”.



La idea es que dicho organismo cuente con profesionales, funcionarios con expertise, para que lo apoyen en el cumplimiento de sus obligaciones. 



También están las materias relativas al uso de información privilegiada; a la precisión de impedimentos para, cuando hay conflictos de intereses, poder votar determinados asuntos; a la obligación de asistencia. 



En cuanto a la última medida, por supuesto que si alguien viaja con la Presidenta de la República o en una misión oficial, o si hay una ausencia justificada, ahí, obviamente, no habrá multa. Pero cuando son inasistencias injustificadas -hemos tenidos casos-, es legítimo sancionar el incumplimiento. En el sector público existen los permisos sin goce de sueldo; en el área privada a uno no le pagan cuando no asiste a trabajar sin causa justificada. 



En la lógica del Senador Zaldívar, la igualdad, ni menos ni más. Porque también merece respeto la dignidad de la función parlamentaria. 



Además, está el tema de la fijación del contenido de las rendiciones de cuentas. Porque, seamos francos, por la crisis que estamos viviendo, ¿saben cuándo se promulgó la reforma constitucional que obliga al Congreso Nacional a realizar una cuenta pública, para ponernos a la par con la Presidenta de la República y los miembros de la Corte Suprema, que ya tienen esa obligación? El mismo día que el Parlamento hizo su cuenta pública. Esa es la verdad. 



En el futuro queremos que se sepa cuál va a ser el contenido de esas cuentas, para que la gente pueda comparar peras con peras y manzanas con manzanas. 



No dispongo de más tiempo para seguir hablando de todas las materias, como las referentes a la transparencia y a otras, que son muy serias y han sido bastante estudiadas. 



Nosotros recogimos la legislación del Reino Unido, por ejemplo, en lo relativo a la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, que allá fue un éxito. Ellos vivieron una crisis política en la década del noventa. Los políticos estaban desprestigiados, pero la gente después sintió que reaccionaron. 



El beneficio no se va a ver en las encuestas realizadas en el corto plazo. Todos sabemos que eso es imposible, porque las noticias surgen día a día producto de las situaciones que se están viviendo. 



Pero no importa que el efecto positivo de reconocimiento no se dé en el corto plazo. Igual hay que hacer este esfuerzo, por lo que decía el Secretario General de la OEA: “deber ser: imperativo categórico kantiano”. Es bueno para Chile, para sus instituciones. Ellas hacen la diferencia. 



¿Por qué fracasan los países? Porque no tienen buenas instituciones. ¿Y qué otra cosa nos expresó dicho personero? Que Chile tiene instituciones sólidas, que están reaccionando seriamente ante la crisis de confianza. 



Eso es lo que estamos haciendo. 



Por último, quiero reiterar mis agradecimientos a todos los integrantes de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, incluido su Presidente, el señor Ignacio Walker, porque han hecho un trabajo serio. Y me alegro mucho de que hoy día la Sala esté aprobando este proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Montes. 

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero valorar este proyecto. Por lo que alcancé a revisar, creo que ha habido un trabajo bastante riguroso y completo, y que se ha llevado a cabo en un tiempo relativamente breve. 



Asimismo, deseo destacar que esta Comisión Especial -también llamada “Comisión Walker”- está llegando al final de su cometido después de haber aprobado varios proyectos y de dar cumplimiento a la meta propuesta. 



El Partido Socialista no tuvo ningún representante en dicho organismo, porque permitió la entrada del Senador Guillier. Él lo solicitó así y nosotros estuvimos dispuestos a ello, pero entendimos que era por este período. Ya veremos lo que ocurrirá en el futuro. 



Ahora, en cuanto al proyecto que nos ocupa, quiero hacer tres reflexiones. 



La primera se refiere -ya lo señaló el Senador Zaldívar- a lo que hizo la Cámara de Diputados estos días, que encuentro bastante complejo y mal enfocado, porque hace aparecer como irregular, como algo malo, como privilegios cuestiones que son propias de la actividad de las distintas instituciones. 



Por ejemplo, acerca del hecho de que se coma acá, cabe preguntarse cuántas instituciones privadas y públicas entregan alimentación a los que trabajan en ellas, como parte de sus actividades. ¿Por qué se hace aparecer ante la opinión pública que las comidas en esta institución son algo irregular? 



Y también se presenta el pasaporte diplomático como un tremendo privilegio. ¿A alguien le ha servido alguna vez tal documento para algo? No tiene ninguna funcionalidad. Solo dice: “Pasaporte Diplomático”, nada más.

El señor PROKURICA.- ¡Sirve para que a uno lo revisen más…!

El señor MONTES.- Sí, en algunos casos los revisan más, ¡sobre todo cuando son de algunas localidades...!



Respecto al tema de las vacaciones, se dice “quince días”. Es decir, tres semanas: cinco, cinco y cinco. Además, no se considera a algunos que ya son mayores, que tienen días adicionales por el tiempo que llevan trabajando, lo cual significa un mes entero. 



Me parece que tratar de presentar esto como algo irregular solo hace daño a la institución. Distinto sería presentar el asunto como parte de un saneamiento, no como un hecho mediático en el momento en que se cambian los integrantes de la Mesa de la Corporación. Eso es dañino. 



Por tanto, le pediría al Presidente saliente -y también al entrante- actuar con mucha ponderación al respecto, porque no cuesta nada presentarnos como haciendo algo irregular, cuando no lo es. 



Todo es perfectible, yo lo entiendo. Pero no se puede considerar irregular lo obrado hasta ahora.



Esa es mi primera reflexión. 



La segunda se refiere a lo que manifestó el Senador Ignacio Walker sobre la desconfianza. A mi juicio, tal materia la tocó bastante bien en su entrevista del día domingo el colega Lagos Weber. 



Hay que tener cuidado con la desconfianza. 



Rosanvallon dice en su libro sobre el tema que la política vive en los tiempos de la desconfianza, porque algo ha ocurrido en el mundo, con el desarrollo de la economía, de las instituciones, que ha configurado diferentes cuadros en distintos escenarios. No se trata de algo a nivel nacional no más. 



Entonces, si partimos de la base de que hay que superar este problema antes que otras cosas nos equivocamos: debemos construir la confianza a partir de las desconfianzas. 



La desconfianza lleva presente muchos años. Se agudizó por algunos casos de faltas a la probidad, pero ya existía. Yo viví cuatro años en México, donde ya era evidente desde hace mucho tiempo. Y la podemos ver en Argentina, Brasil, Ecuador, Colombia, España. 



Por lo tanto, tratemos de ubicarnos en el marco general, para remontar la situación. 



De otro lado, creo que, como señaló el Senador Lagos Weber en su entrevista, hay que combinar muy bien lo referente a la probidad con la incapacidad de la institución para resolver ciertos problemas, porque ese es también un factor muy importante en la desconfianza.



Y quiero nombrar solo dos. 



A nosotros nos preguntan a diario en todos lados por qué tratamos tan mal a los adultos mayores. Es cierto, no tenemos solución, y es responsabilidad institucional. O por qué no hacemos nada respecto a los adolescentes infractores. 



Dejamos que ocurran esos problemas. Pasan los años y no nos perdonan. 



Esa es mi segunda reflexión, porque el problema es un poquito más complejo que pensar que la desconfianza se resuelve solamente con la implementación de ciertas medidas. 



Por último, creo que, si vamos a trabajar más este tema, hay varias cosas a las que darles vuelta y transparentar. 



Es muy importante pensar en la manera de transparentar los ingresos y gastos que cada parlamentario destina a su quehacer. 



Yo veo de repente a un parlamentario de acá gastar harta plata. Le pregunto de dónde la saca y me contesta que endeudándose. Y es verdad que se endeuda…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador. 



Dispone de un minuto adicional para concluir su intervención.

El señor MONTES.-… Está más endeudado que todos nosotros. 



Por eso, es bueno transparentar los ingresos y gastos que destinamos a esta función. A todos nos ayudaría. Porque el asunto se puede cruzar con lo relativo a la probidad. 



En cuanto a las asesorías, hay que pensar muy bien en la línea que se desea. Un Senador del frente me dijo hace muchos años que le gustaba muy poco la manera en que lo asesoraban y quería que hubiese una asesoría institucional más potente, más fuerte, porque de lo contrario se podía pasar a depender de grupos económicos, de instituciones, etcétera. Y eso también afecta la probidad. 



Entonces, si tenemos una biblioteca con varios miles de millones de presupuesto, debemos buscar la forma de que nos brinde más ayuda para legislar mejor. 



Lo anterior también tiene que ver con este proyecto, y, a lo mejor, algo podemos insinuar en el trámite que resta. 



Quiero felicitar a quienes han trabajado en esto, y espero que en la discusión particular, a la que se destinarán pocos días, logremos incorporar otros factores.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero informar a la Sala que mañana se va a celebrar un convenio con el BID para realizar un seminario. Ya lo hablamos con quien probablemente será el próximo Presidente del Senado. Y nos solicitaron que Chile comparta la evolución, en estos últimos años, de su legislación en materia de probidad y transparencia.



El evento se realizará el 4 de julio.



A propósito de esto, ofrezco la palabra a uno de los autores de la reforma constitucional que establece la obligación de rendir cuenta en el Senado, el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lamentablemente, no he podido participar en todo este debate.



El proyecto que nos ocupa, como oí en la intervención del Presidente del Senado, fue trabajado largamente por un grupo que él encabezó, junto al Presidente de la Cámara de Diputados, y en el cual también me tocó participar. El grupo recogió muchos de los aportes, trabajos y desarrollos que han venido realizando las Comisiones de Ética y Transparencia de ambas Corporaciones, así como también de la Comisión Bicameral de Transparencia.



El Senador Montes dijo estar preocupado de que esto se discutiera como a última hora, al final de un período y al inicio de otro. Sin embargo, este es un proceso que viene desarrollándose hace mucho tiempo y que responde a las necesidades de actualizar nuestra normativa en este campo. 



Probablemente, el problema inquieta no solo al Congreso, sino también al Gobierno, ante los hechos por todos conocidos, los cuales han exigido un nuevo marco normativo en el ámbito de la ética y la probidad pública; en el ámbito de la transparencia y del acceso a la información; en el ámbito de la rendición de cuentas, en fin, con miras a combatir irregularidades, actos de corrupción, que pueden o no haberse cometido en este último tiempo (aparentemente hay hechos que así lo acreditan).



Por ello, nos pareció útil que nosotros también hiciéramos nuestro aporte, de manera de no quedar solo en manos de lo que el Ejecutivo pudiera decidir en esta materia.



Y este proyecto refleja eso. Tiene que ver con la necesidad de nuestro Congreso de cambiar sus normas. De hecho, las Comisiones de Ética originalmente tenían funciones muy limitadas, y actuaban prácticamente para evitar problemas de comportamiento, de conducta en la relación cotidiana de los Senadores o de los Diputados. No estaban realmente incorporados los temas de fondo en materia de probidad y mucho menos de transparencia. Fue después de la reforma constitucional y de la ley orgánica que se agregó la transparencia como un principio y un derecho en nuestra legislación.



Y, desde siempre, el reglamento de la Comisión de Ética no ha permitido su funcionamiento adecuado.



Se suman a ello, en el último tiempo, las nuevas funciones que le entregan tanto la Ley del Lobby, como también -una vez que se promulgue- la ley que establece la declaración de patrimonio e intereses.



En ese sentido, este proyecto tiene cuatro aspectos que subrayo como esenciales.



El primero es el Título II, “Normas Básicas de Probidad y Transparencia”, donde se expresa con qué criterios actuará la Comisión de Ética y Transparencia del Senado; cómo ayudará a los propios Senadores a tener un comportamiento ético y estar a la altura de las exigencias sociales contemporáneas y ciudadanas.



Hay un listado de propuestas concretas que serán más o menos fieles o adecuadas, y que responden a la necesidad de contar con criterios para que nosotros mismos, como parlamentarios, tengamos claridad en cómo debemos actuar.



El segundo aspecto: se modifican normas más concretas que dicen relación con la Comisión de Ética y que le permiten elaborar criterios que puedan constituir una especie de código de buenas prácticas parlamentarias o de conducta y, al mismo tiempo, absolver las consultas que presenten, de oficio, los parlamentarios.



Es muy habitual que un Senador se nos acerque y nos pregunte: “¿Puedo votar en este proyecto de ley? ¿Tengo conflicto de interés? Yo creo que no, pero a lo mejor estoy equivocado”. Y nosotros no tenemos facultad para ayudar a un Senador o Senadora a tomar una decisión.



Esta norma, con los criterios que se establecen, le va a permitir a la Comisión de Ética y Transparencia mayor efectividad, en particular respecto de las sanciones que toma -que son muy genéricas y, a lo mejor, todavía insuficientes-, al agregar la multa como un elemento adicional.



En tercer lugar, se crea la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria.



Necesitamos un organismo, como existe en muchos congresos en el mundo, que nos permita, con un equipo de trabajo, llevar este proceso de forma más eficaz.



Habrá un director, quien…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene un minuto adicional, señor Senador.

El señor LARRAÍN.-… estará acompañado de especialistas en la materia, designados por cada Cámara, y que asesorará a ambas Comisiones de Ética y Transparencia.



Desde luego, van a tener procedimientos comunes.



En estos días he observado que la Cámara de Diputados está planteando una serie de normas que, a mi juicio, deberían ser adoptadas en forma común por el Congreso Nacional. No me parece que una Corporación pueda poseer un tipo de reglamento distinto al de la otra.



Esta Dirección tiene como propósito esa finalidad. Y pienso que ayudará enormemente a mejorar nuestro desempeño; a darle mayor ejecutividad y respaldo.



Finalmente, la Comisión Bicameral de Transparencia, que ha sido un acierto de esta Sala -surgió de ella-, confirma, se legaliza y entra a la Ley Orgánica del Congreso, con lo cual se le otorga una envergadura institucional a esta materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quisiera destacar el aporte del Senador Larraín en el trabajo previo que hicimos antes de presentar este proyecto de ley en el Senado.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, seré muy breve.



Primero, quiero felicitar el trabajo que llevó a cabo esta Comisión durante varios meses y hacer algunos comentarios.



Por cierto, comparto lo planteado por los Senadores Andrés Zaldívar y Carlos Montes respecto de las conductas efectistas, demagógicas, que solo consiguen deteriorar más la imagen del Parlamento.



Lo anterior no quiere decir que no sea necesario avanzar en materia de transparencia. Pero, sin duda alguna, hay ciertas declaraciones y acciones que van incluso en la dirección contraria.



Se muestran como si tuvieran un impacto muy importante en materia de transparencia y probidad, y la verdad es que no es así. Yo creo que es un engaño a la ciudadanía.



El tema del pasaporte diplomático realmente es un chiste. La verdad es que el único en mi familia que tiene pasaporte diplomático soy yo, y nunca me ha servido de nada.

El señor MOREIRA.- ¡A mi General tampoco…!

El señor ROSSI.- Así que creo que es una burla exponer eso como un avance en materia de probidad a la ciudadanía.



Es un elemento que muchas veces ayuda a consolidar la imagen falsa que se ha ido construyendo sobre ciertas cosas.



Por ejemplo, mucha gente piensa que los parlamentarios que estamos dos períodos y luego salimos del Congreso, tenemos pensión vitalicia.



Señor Presidente, es importante también seguir informando -yo sé que se ha hecho- con más fuerza.



Lo mismo respecto de las remuneraciones de un parlamentario.



No se ha logrado sacar de la cabeza de muchos chilenos y chilenas que el parlamentario gana de 15 a 20 millones. Porque, claro, a su remuneración se le suma el sueldo de cada uno de sus asesores. O sea, el ingreso de mi secretaria, del jefe de gabinete, del abogado, del chofer, de quien sea, es parte de mi ingreso. Eso no ocurre en ninguna parte. Está presente el Ministro del Medio Ambiente -por su intermedio, señor Presidente-, y yo entiendo que tendrá un chofer, tendrá asesores, y nadie pensaría que el Ministro tiene un sueldo que incluye los ingresos de su equipo completo.



Esas ideas están muy instaladas en la sociedad.



Es un asunto que me parece muy importante, porque se insiste de manera majadera en que los parlamentarios tenemos pensión vitalicia, en que recibimos un sueldo estratosférico, en circunstancias de que son ingresos que tiene relación con otras cosas. El arriendo de una oficina parlamentaria, evidentemente, no es parte de nuestro ingreso.



Ayudaría bastante en materia de transparencia que se televisaran todas las sesiones, la tramitación de las iniciativas de ley, pues a la ciudadanía le interesa cada vez más ver cómo se discuten los proyectos, cuáles son los argumentos de un lado y cuáles los del otro. 



Yo sé que es un tema complejo, pero desde mi punto de vista lo ideal sería televisar todas las sesiones.



El día de ayer fui a la Comisión de Trabajo a escuchar las intervenciones en materia de reforma laboral, y su Presidente, el Senador Juan Pablo Letelier, consultó si se autorizaba ingresar a la prensa. Y la verdad es que estábamos llenos de cámaras, en fin. 



Lo lógico es que se transmita y la prensa estará escuchando en una oficina contigua. Así la gente podrá enterarse de qué piensa cada uno de sus parlamentarios.



Nosotros lo hicimos en la Comisión de Educación en el proyecto sobre inclusión y fue una experiencia bastante exitosa, porque académico que iba, investigador que iba, crítico que iba, era escuchado por la ciudadanía, se generaba un debate público muy interesante, y además hacía atractiva nuestra labor, que muchas veces no le llama demasiado la atención a la ciudadanía.



Por lo tanto, ojalá que ese punto se discuta. Creo que lo ideal, para terminar con el tema, sería televisar todas las sesiones.



Existe un argumento que a veces se da y que coloquialmente lo transmito. Claro, si hay una cámara encendida, a lo mejor todos los políticos vamos a hablar más, pero es un riesgo que hay que correr. Por último, puede haber un tiempo para cada intervención y ser regulado por el Presidente de cada organismo.



Y una última cosa.



Yo considero que es reimportante disipar la idea, que también está instalada en la ciudadanía, de que los parlamentarios trabajan solo los días que vienen al Congreso. Y siento que muchas veces nosotros caemos en la tentación de combatirla suspendiendo alguna semana regional, lo que constituye un tremendo error, porque significa que las semanas regionales no son relevantes.



¿Qué trascendencia tiene una actividad laboral que uno suspende por cualquier coyuntura? Entiendo que existen situaciones excepcionales, pero creo que tenemos que preservarla y de alguna manera dar a conocer a la ciudadanía de mejor modo lo importante que es la semana regional, que son los días en que cada Senador está en su circunscripción y que forma parte de la pega, que empieza a las ocho de la mañana. Yo no conozco a ningún parlamentario, de cualquier sector político, que trabaje menos de diez horas. Todos lo hacen al menos diez horas al día, incluidos sábados y domingos.



Entonces, es ridículo cuando se habla de reducir las vacaciones de febrero. ¡Se engaña a la gente!



Esto es lo que yo les diría a aquellos parlamentarios que venden “pomadas” que no tienen nada que ver con la actividad parlamentaria y a quienes les pediría un poco de respeto y seriedad cuando analizamos estas materias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no he emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (34 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional exigido.


 Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
)------------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador García-Huidobro formuló denantes un planteamiento respecto del proyecto sobre sistemas de transmisión de energía eléctrica.
El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Quiere que lo repita, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por favor, ya que quizás algunos colegas no conocen la información.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- El Ejecutivo presentó un proyecto, calificado con “suma” urgencia, sobre nuevos sistemas de transmisión de energía eléctrica.


La Comisión de Minería y Energía inició su trabajo la semana pasada. Ayer sesionó en Santiago y mañana asistirá a ella el Ministro del ramo y muchas personas que vienen de la capital y de regiones.



Por ello, pido que sea autorizada para funcionar en paralelo con la Sala a fin de continuar analizando dicha iniciativa. Sería desde las once y media hasta las dos de la tarde de mañana miércoles.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se trata de un proyecto bastante complejo, que tiene varias miradas. 



Nosotros tuvimos la oportunidad de verlo y puede ser interpretado como una “carretera eléctrica 2.0” para HidroAysén; otros lo consideran una ventaja, en fin.



Por lo tanto, lo que yo pediría es particular cuidado en no ponerlo en votación antes de escuchar a todas las organizaciones que tienen algo que decir al respecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para autorizar a la Comisión de Minería y Energía para sesionar en paralelo con la Sala durante la tramitación de la reforma laboral en el horario solicitado?



No hay acuerdo.

La señora ALLENDE.- ¿Quién no está de acuerdo?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tres Senadores se oponen, señora Senadora.

MARCO PARA GESTIÓN DE RESIDUOS Y RESPONSABILIDAD

EXTENDIDA DE PRODUCTOR
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación, corresponde discutir el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.094-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 6ª, en 7 de abril de 2015.



Informes de Comisión:



Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2015.



Medio Ambiente y Bienes Nacionales (segundo): sesión 102ª, en 2 de marzo de 2016.



Hacienda: sesión 102ª, en 2 de marzo de 2016. 



Discusión:



Sesiones 25ª, en 3 de junio de 2015 (queda aplazada la votación en general); 26ª, en 9 de junio de 2015 (se aprueba en general).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 9 de junio de 2015.



 La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo cuarto transitorio no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones. Este precepto debe darse por aprobado, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Queda aprobado.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales, con excepción de una, que será puesta en discusión y votación oportunamente, fueron aprobadas por unanimidad. Sin embargo, existen indicaciones renovadas que recaen o que difieren de estas enmiendas unánimes, así como una petición de revisión de admisibilidad.



De consiguiente, debería procederse a votar las enmiendas unánimes que no tengan las interferencias señaladas en relación con las indicaciones renovadas o la petición de revisión de admisibilidad.



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia y no introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existan indicaciones renovadas. De las enmiendas unánimes, las recaídas en el artículo 25 y en el inciso final del artículo 30 requieren para su aprobación de 22 votos favorables por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Con el mismo quorum orgánico constitucional de 22 votos debe aprobarse en particular el artículo 16, que no fue objeto de enmiendas en el segundo informe.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y el texto como quedaría en caso de aprobarse las modificaciones.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador Girardi ha pedido segunda discusión para este proyecto y el señor Secretario me dice que está en su derecho.

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor HORVATH.- Este es un proyecto largamente esperado por el país y nadie está ajeno a la crisis que se vive en los rellenos sanitarios y los vertederos, agravada por el cambio climático, que vuelve la situación aún más difícil y explosiva. 



Esta es una iniciativa que apunta justo en la dirección correcta, que es incentivar el reciclaje y establecer todas las fórmulas para valorar lo que hoy en día malamente se denomina “basura”.



En la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales recibimos más de 140 indicaciones que fueron trabajadas intensamente con el Ministerio del ramo y cuya gran mayoría fue acogida. Algunas, como la del reciclaje de la fracción orgánica de residuos municipales, tendrán que ser perfeccionadas sobre el camino, tal como lo permite la misma ley.



Por tales razones, señor Presidente, pido realizar la discusión particular ahora, pues mañana no vamos a tener posibilidad de ver el proyecto por estar comprometidos con el despacho de la reforma laboral.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, concuerdo en que este proyecto es muy importante, y por esa misma razón he pedido segunda discusión, porque, si bien exhibe avances relevantes, va a permitir que Chile se transforme en un basurero de residuos tóxicos y pueda exportar basura a otros países, lo cual no está suficientemente claro.



Todas las indicaciones que nosotros presentamos respecto a las sanciones, la responsabilidad civil objetiva y otras materias fueron votadas en contra, y me parece que, aunque al final las perdamos, ellas generan un debate necesario.



A mí me tocó, durante la década de los noventa, ver cómo Pacific Chemical tenía brochures, tenía revistas donde ofrecía el Desierto de Atacama para traer residuos peligrosos. Y este proyecto es ambiguo respecto de esa materia, así como también lo es en cuanto a la exportación de residuos peligrosos desde Chile hacia otros países, aspectos que para mí resultan centrales.



Igualmente, me parece importante que la sociedad chilena se haga cargo de su basura domiciliaria. No podemos seguir con una política según la cual da lo mismo producir mucha basura o poca basura. Y no da lo mismo.



Por lo tanto, con esta lógica del reciclaje, nosotros debiéramos empezar a implementar políticas e instrumentos económicos que permitan cobrarle más al que produce mucha basura y menos al que produce poca basura. Hay que generar incentivos reales.



Hoy, todas las sustancias tóxicas o peligrosas van a parar a los rellenos sanitarios. Cuando se incendia el relleno sanitario Santa Marta, el problema es la toxicidad que emana no solamente por el incendio, sino porque está lleno de solventes, pinturas, ampolletas y otras sustancias peligrosas.



Hay varios temas que el proyecto deja fuera, como una sanción penal para el tráfico de residuos peligrosos. Claro, se recurre al pretexto de que va a quedar establecida en una ley de delitos ambientales, materia en discusión y en la cual ha sido muy difícil avanzar, pero ello no obsta a que esta ley también tenga dientes y muelas y no deje maniatada a la autoridad.



Por eso mismo y justamente por la importancia que tiene este proyecto, he planteado reponer algunas indicaciones, para que las discutamos con un poco más de profundidad.



Tal es la razón de la segunda discusión. Nuestra idea no es que no se discuta, sino todo lo contrario, y se abra un debate sobre los aspectos que he indicado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Deseo señalar, primero, que los Senadores tienen derecho a pedir segunda discusión. Eso ya está claro. Y el Senador Girardi insiste en su planteamiento y está en su derecho.



Segundo, los señores Senadores pueden hacer uso de la palabra para impugnar la decisión de la Comisión o para referirse, en primera discusión, sobre las materias tratadas en alguna indicación renovada. De modo que la Mesa respetará el derecho a intervenir de quienes están inscritos, que son varios.



Sin embargo, tiene preferencia el señor Ministro del Medio Ambiente, don Pablo Badenier, a quien le ofrezco la palabra.

El señor BADENIER (Ministro del Medio Ambiente).- Muchas gracias, señor Presidente y, por su intermedio, saludo a los señores Senadores presentes.



Efectivamente, como expresó el Honorable señor Horvath, este es un proyecto de ley largamente tramitado, ingresado vía Cámara de Diputados en septiembre de 2013, y al cual el Ejecutivo ha decidido darle continuidad en su debate legislativo por una inspiración que compartimos y que tiene que ver con incorporar instrumentos económicos en la gestión de residuos que nos permita disminuir la cantidad de ellos que llega a los rellenos sanitarios.



Debo informar que hoy Chile tiene una cobertura importante en materia de disposición final, sea en rellenos sanitarios o en vertederos controlados. No obstante, hay otros dos indicadores muy relevantes a los que hemos prestado poca atención. 



En nuestro país, la tasa de generación individual de residuos es de 1,1 kilogramo al día. Es una tasa bastante alta y creciente en el tiempo. Y los residuos que actualmente se reciclan en el país no superan el 10 por ciento.



Pues bien, este proyecto de ley nos permite mejorar esos indicadores, convertir nuevamente a los residuos en materia prima y obtener ahorro energético para Chile, en la medida en que logremos que la proporción de residuos reciclables se eleve a volúmenes constantes y crecientes en el tiempo.



Esta iniciativa no pretende transformarse en una ley general de residuos, sino, más bien, abordar parte de la problemática general, específicamente la de los residuos domiciliarios, algunos de los cuales son peligrosos, tal como indicó el Senador Girardi, para que puedan ser recolectados y valorizados debidamente. Entre ellos tenemos aceites y lubricantes, aparatos eléctricos y electrónicos, baterías, envases y embalajes, neumáticos y pilas.



Lo que hace el proyecto de ley es regular la generación de tales residuos, dejando que los importadores o fabricantes se hagan cargo, a su costo y gestión, del retiro de los productos cuando terminen su vida útil, para su valorización.



El Senador Girardi se refirió a los aparatos electrónicos, a las baterías y las pilas, únicos tres residuos peligrosos que es fundamental que reciban un tratamiento adecuado.



Hoy en Chile no existe capacidad para valorizar residuos electrónicos o de telefonía celular, que tienen una tasa de generación importante. Por lo tanto, resulta razonable tomar resguardos para que dichos residuos puedan ser exportados, cuando no existan capacidades suficientes en el país, a lugares que a la autoridad le dé seguridad de que recibirán una buena disposición. 



Tenemos el caso de las baterías en desuso, para cuyo tratamiento existe una capacidad muy limitada. Solo hay una planta en Calama. Y por eso resulta razonable pensar que residuos de este tipo puedan “exportarse” -entre comillas-, asegurando una gestión importante. Y así lo permite el proyecto de ley.



En efecto, en la Comisión se aprobó por unanimidad el artículo que establece que el Ministerio del Medio Ambiente estará facultado para denegar autorizaciones de importación o exportación de residuos cuando no se les asegure un tratamiento ambientalmente razonable. 



Ello, en el marco del punto que señaló el Senador Girardi.



Agradezco el gran consenso que concitó, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, este proyecto, que permite gestionar los residuos a través de sus normas. Insisto en que su objetivo es disminuir la llegada de dichos residuos a un lugar de disposición final y proveer una regulación y los mecanismos para una recolección diferenciada y para una valorización de tales residuos, lo cual no se realiza hoy en Chile.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Tiene la palabra la Senadora señora Isabel Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, naturalmente, el Senador Girardi está en su derecho al haber pedido segunda discusión. Lo que lamento -francamente lo digo- es que este proyecto, tal como lo expresó el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente -y estoy segura de que todos sus miembros comparten sus dichos-, fue tratado ampliamente, latamente: recibimos a toda la gente que había que recibir; es una iniciativa que viene de hace años de la Cámara de Diputados; se vieron todos los aspectos; se revisaron todas las indicaciones, y, en general, todo lo aprobado o rechazado lo fue por unanimidad.



Por eso, me duele que de repente no tengamos la capacidad de confiar en los miembros de una Comisión o de hacerse presentes para defender las indicaciones donde corresponde, y se dilaten proyectos que claramente el país necesita. Sabemos que mañana vamos a estar ocupados con la reforma laboral y quién sabe cuándo vamos a poder retomar la tramitación de esta iniciativa.



Lo lamento, de verdad, porque además creo que no es correcto lo que aquí se ha señalado. Hubo el tiempo y el espacio para discutir esta materia con todos los invitados necesarios, y todas y cada una de las indicaciones fueron aprobadas por unanimidad.



¿Es extremadamente importante? Sí. ¿Por qué? Porque sabemos que el objetivo de este proyecto es disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización -algo que Chile no realiza ni al 10 por ciento y que resulta sumamente necesario comenzar a hacer-; establecer, en ese sentido, un marco jurídico para la gestión de los residuos, incorporando, evidentemente, la valorización de los residuos sólidos como un elemento básico, primordial, y crear y dotar, en este caso al Ministerio del Medio Ambiente, de los instrumentos necesarios para poder implementar, entre otras cosas, la llamada “responsabilidad extendida del productor”.



Este es un instrumento que va a permitir la gestión de los residuos y que obliga a ciertos productores a organizar y financiar la gestión de residuos derivados de los productos que ellos colocan en el mercado.



En tal sentido, nos parece sumamente importante lo que se ha establecido. 



El proyecto dispone cuales son los productos prioritarios -aquí ya se han mencionado-, como aceites, baterías, pilas y otros; además de las competencias del Ministerio del Medio Ambiente, que son relevantes y necesarias para nuestro país.



Por el diagnóstico de la primera evaluación ambiental a Chile efectuada por la OCDE, entre otras cosas, se comprometió a nuestro país a fomentar la valorización de implementar el uso de instrumentos económicos que permitan efectivamente tratar estos residuos. 



Entonces, cuesta entender, señor Presidente, que no avancemos en tal sentido.



Al Ministerio del Medio Ambiente se le otorgan nuevas competencias en gestión de residuos, como la certificación, rotulación, etiquetado, sistema de depósito y reembolso, ecodiseño de envases, mecanismos para la separación en origen y recolección selectiva y para el manejo ambientalmente racional de residuos. 



Aquí se ha renovado una indicación que me parece correcta. Pero este proyecto permite la producción, la importación y la exportación de esos residuos, y lo único que debe quedar claro es que el Ministerio del Medio Ambiente debe estar en condiciones de autorizar que esas exportaciones efectivamente se dirijan a países que tengan la capacidad de tratarlas. No sería muy conveniente que, por no tener capacidad interna de hacerlo, nos dedicáramos a exportar residuos considerados peligrosos a naciones que tampoco pudieran tratarlos, pues empezaríamos a generar en ellas situaciones muy inadecuadas y poco coherentes con la preocupación medioambiental.



Por cierto, en nuestra región no son muchos los países que han implementado tratamientos de residuos. 



Entonces, no veo cuál es el problema, porque nosotros estamos autorizados para exportar. Solo digo que debe hacerse con un visado previo del Ministerio del Medio Ambiente, pues comparto que no quiero ver a nuestro país exportando a terceros simplemente por ser un negocio o por querernos deshacer de algo sin tener la coherencia de saber a dónde va a parar aquello.



Creo que todo lo que se establece en este proyecto de ley se justifica, y espero que cuando tengamos la oportunidad de realizar la segunda discusión realmente esta Sala pueda interiorizarse de su contenido y aprobarlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Dispone de un minuto adicional.

La señora ALLENDE.- Gracias, señor Presidente.



Quiero dar solamente dos cifras: la producción de basura ha aumentado drásticamente, y se calcula que hacia el año 2025 la humanidad generará 6 millones de toneladas diarias, ¡diarias!, de residuos. 



En Chile también ha aumentado la producción de residuos: se generan 6,5 toneladas al año de basura domiciliaria, de la cual se recicla menos del 10 por ciento.



Por lo tanto, la herramienta que este proyecto de ley nos entrega es necesaria, es fundamental, a fin de poder disminuir la producción de residuos y fomentar su reutilización o reciclaje (como queramos llamarla).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Medio Ambiente, quiero señalar que esperaba que votásemos ahora esta iniciativa.



Me resulta una sorpresa que se pida segunda discusión. Pero entiendo que se trata de un legítimo derecho de los parlamentarios.



Y fíjese, señor Presidente, que voy a empezar mi intervención felicitando al señor Ministro, porque logró al interior de la Comisión el entendimiento de todos los sectores políticos respecto a un tema tan sensible como este.



Los escuchamos a todos.



Lo vuelvo a decir: ¡los escuchamos a todos!



Rectificamos en lo que tenía que rectificarse. 



El Ejecutivo estuvo siempre disponible.



Se nos presentó un inconveniente, porque dejábamos al arbitrio de una autoridad administrativa una posible duda con respecto a la libertad de prensa, sobre lo cual expresó preocupación la Asociación Nacional de la Prensa.



Al leer estas indicaciones -sé que no es el momento de discutirlas, lo haremos en la Comisión-, me pregunto ¿a quién se busca proteger con esto de no querer permitir exportar nuestros desechos?, ¿solo a la empresa que hoy existe? En Chile hay una sola empresa que recicla baterías.



Es mucho mejor que nosotros podamos exportar estos desechos a otros países que quieran comprarlos.



Ahora, claro que habrá rigurosidad y seguridad en las medidas que se tomen durante el camino, cuando se transporten estos materiales.



Y el segundo conjunto de indicaciones plantea algo grave, ¡verdaderamente grave!: cambia las reglas del juego con respecto a la responsabilidad del productor.



Señor Presidente, después de todo el esfuerzo que hemos hecho por meses, trabajando con dedicación exclusiva, escuchando a todos, que hoy se pretenda presentar estas indicaciones significa un retroceso.



Lo único que puedo decir es que podemos tener numerosas diferencias en temas ambientales con el Gobierno, pero en este proyecto no nos es factible dar ni un paso atrás, ¡ni un paso atrás!, porque se ha trabajado con seriedad y con responsabilidad; hay consenso y se defienden los intereses de la nación.



Por lo tanto, vamos a discutir estas indicaciones. Sin embargo, creemos que significan un retroceso. Se trata de un buen proyecto de ley, y podríamos haberlo promulgado antes. Pero, bueno, son las reglas de la democracia y de la discusión, y para eso está el Reglamento.



Créame, señor Presidente, que quienes hemos estado en esto tenemos la certeza de que no podemos dar un paso atrás, y nuestra votación con respecto a esas indicaciones se hará en consecuencia con ello.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer tres comentarios.



Primero, aquí estamos ante una suerte de anomalía reglamentaria, no por faltarse al Reglamento, sino porque se ha pedido segunda discusión respecto de todas las indicaciones. Esto es bien raro, pues entiendo que alguien pueda hacerlo sobre un punto específico, un elemento, pero solicitar segunda discusión en cuanto a todo significa pegarle un gran trancazo al proyecto.



Tienen toda la razón los que hablaron anteriormente de esto: ¡es un trancazo al proyecto!



Esta iniciativa -según mencionó el Ministro- lleva dos años y medio de tramitación, no llegó ayer. No estamos hablando de los vértigos legislativos en otras materias tan enojosos.



Aquí hay un proyecto bien trabajado. Y quiero reconocer que, cuando llegó a la Comisión de Hacienda -me lo había anticipado el Senador Moreira-, me sorprendió que se hubiera alcanzado un acuerdo muy consensuado, muy transversal, muy en buena línea. Y se aprobó por unanimidad en un proceso fructífero, lo que se refleja en que se dijo: “Ojalá seamos capaces de avanzar en esta línea”.



Para ser franco, nunca imaginé que la tramitación se iba a paralizar en esta instancia, con esta petición de segunda discusión -repito- para todo.



Si alguien tiene una duda, yo le sugeriría presentar una indicación renovada, porque hay momentos para hacerlo. Si no se hizo en el momento pertinente, se puede solicitar la ampliación del plazo; y si se perdió en un momento dado, es posible requerir una renovación. Pero no se puede pedir segunda discusión con el fin de decirnos que se quiere presentar indicaciones sobre todo, o sobre temas muy sustanciales.



Eso lo considero una suerte de anomalía reglamentaria.



Segundo, este retroceso me parece delicado, porque aquí, como en otros temas, durante el tiempo en que no se hacen cosas se pierden cosas. 



Lo decía el Ministro: se generan más de 17 millones de toneladas de basura al año, casi más de un kilo por persona, y existe un reciclaje más bien bajo en comparación con otros parámetros; y aquí se buscaba cambiar el énfasis de la gestión de residuos, al disminuir su generación; al fomentar su reutilización; al incentivar el reciclaje, y al valorizar otros instrumentos, llegándose a la responsabilidad extendida del productor.



Me parece que se trata de un círculo virtuoso, en que se gira lo hoy existente, que, pese a existir una reglamentación, depende de la buena voluntad de cada persona, de un municipio o de una iniciativa particular, en circunstancias de que estos son temas de futuro.



En el proyecto se habla de qué es posible hacer en gestión de residuos:



-El ecodiseño (se define su significado).



-La certificación y rotulación de productos.



-Los sistemas de depósito y reembolso.



-Los mecanismos de separación en origen y recolección selectiva de residuos.



-Los mecanismos para asegurar un manejo ambiental racional de residuos.



-Los mecanismos destinados a prevenir la generación de residuos.



-La responsabilidad de quienes puedan importar o exportar en determinados casos algunos productos.



Todo ello significa un paso adelante.



Sé que usted, señor Presidente, con toda razón dice: “Si ya pidieron segunda discusión, es un poco inoficioso seguir el debate”. 



Sin embargo, amparado en el mismo derecho reglamentario, quiero dejar constancia de que pienso que esta no es la forma de darle prioridad al tema ecológico -por decirlo con estas palabras-, a los temas de futuro, como el reciclaje.



Se podrá discutir la indicación respectiva. 



Considero razonable lo que se incluyó en los acuerdos. Esto tampoco es “un, dos, tres, momia es”, en el sentido de que nunca más se podrá modificar. Habrá espacios para ir aprendiendo; para ir viendo lo que resulta y lo que no; para que vayan apareciendo sistemas de reciclaje industrial, como existen en otras partes del mundo, que hagan de estas prácticas algo virtuoso.



Quiero dar un ejemplo que me señalaron en la Región que represento, la del Maule. En hornos grandes se ha tratado de cambiar el uso de biomasa, de árboles, por el de neumáticos. Eso tiene una doble virtud. Sin embargo, al no contar con una capacidad instalada por no disponerse de un suministro permanente, se ha debido volver a quemar árboles.



Entonces, el tiempo no da lo mismo.



No se trata de decir: “Oiga, tirémoslo para adelante: para abril o para mayo”.



Lamento que haya sucedido de esta manera, porque creo que este era un proyecto virtuoso que había generado consensos amplios, de esos que uno echa de menos.



Espero que este trancazo pueda resolverse y que se vuelva a tener una buena iniciativa en esta materia para Chile.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, parto por reconocer tanto el trabajo del señor Ministro del Medio Ambiente y de su equipo como el de la Comisión de Medio Ambiente con el fin de sacar adelante esta iniciativa.



Concurrí a varias de sus sesiones y vi la labor que se desarrolló a raíz de este proyecto de ley. Además, me tocó seguirlo en la Cámara de Diputados.



De igual forma, debido a mi preocupación por el medioambiente, me ha tocado seguir, desgraciadamente durante largo tiempo, la situación de los residuos de plomo ingresados a Arica bajo las normas de circulación transfronteriza de residuos peligrosos.



Lo ocurrido en Arica no solo ha impactado a la comunidad de esa ciudad, sino que se ha convertido en un parámetro, un referente, un ícono de lo que pueden llegar a provocar este tipo de prácticas.



En un área cercana al radio urbano, con un impacto enorme en la población de la capital de la Región de Arica y Parinacota, se dejaron grandes residuos que, si mal no recuerdo, vinieron desde Suecia, y la comunidad nortina, en las antípodas del lugar donde fueron generados, está sufriendo las consecuencias.



Hago esa referencia porque durante la discusión de esta iniciativa, junto con varios parlamentarios presentamos una indicación tendiente a que se incorporara un artículo 8º del siguiente tenor: 



“Artículo 8º: Importación y exportación de residuos. Se prohíbe la importación y exportación de residuos peligrosos y otros desechos sujetos al Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación. Respecto de la exportación, ésta se permitirá cuando no exista en el país, la capacidad técnica, servicios o lugares para su valorización o eliminación adecuados, de acuerdo lo establezca la autoridad competente y las demás normas establecidas en el Convenio de Basilea.



“Con todo en ningún caso se permitirá la exportación de residuos peligrosos hacia estados que no son miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.”.



Lo que perseguimos con la renovación de esa indicación no es otra cosa que cumplir un estándar internacional que Chile ha ratificado y que nos parece importante.



No considero correcto que el Estado de Chile no quede sujeto a convenios internacionales que obliguen a que este tipo de exportaciones solo pueda darse entre países de la OCDE. De lo contrario, nos enfrentaremos a la situación que desgraciadamente ocurre a nivel internacional -por eso los foros internacionales y la Convención de Basilea lo han consignado-, en cuanto a que los países ricos exportan sus residuos peligrosos a naciones pobres en las cuales hay grandes extensiones de terreno pero no existe una opinión pública fuerte y los estándares de protección ambiental y, desgraciadamente, de protección a sus ciudadanos son distintos.



Entonces, se busca reponer esa indicación con el objeto de fijar un parámetro, de establecer en Chile una situación concreta como la descrita, que, en absoluta armonía con el conjunto de lo aprobado, se pueda llevar adelante.



Eso debemos hacer. 



Nosotros no tenemos por qué disponer, especialmente desde el punto de vista de las materias ambientales, normas que entren en colisión con convenios internacionales suscritos por nuestro país, específicamente en este rubro, ni menos aún con estándares más exigentes para el Estado.



No quiero que otro país que no pertenezca a la OCDE, así como Chile hoy es depositario de residuos de plomo en Arica, termine recibiendo desechos peligrosos de otras naciones.



Eso no corresponde. Y debemos representarlo como Estado.



A mi juicio, señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, es posible elevar este tipo de normas. Podemos implementar una fuerte política de reciclaje de mayor financiamiento, de mayor dinamismo. Cuando hoy enfrentamos una situación compleja desde el punto de vista económico, es el momento de invertir más en economía verde.



Sin embargo, en el caso puntual de la exportación de esta clase de residuos, se ha de cumplir completamente el Convenio de Basilea en cuanto a los países no integrantes de la OCDE.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda este proyecto de ley se encuentra bien encaminado, aunque es un tanto tardío.



¿Y por qué es tardío, a pesar de que en Chile no se han acumulado residuos en los últimos cinco o diez años? Porque ha habido resistencia para asignarle responsabilidad al productor.



Se ha registrado un debate sobre el principio de responsabilidad de la cuna a la tumba. “El que contamina, paga” no siempre es un buen precepto. No queremos que lo haga, sino que no contamine, pues algunas contaminaciones son irreversibles.



“Ni un paso atrás”, dijo el Senador Moreira. ¡Pero si este proyecto es un paso atrás! 



Después de la experiencia vivida en Arica por culpa de Boliden, yo estuve dos veces en Suecia tratando de que esa empresa asumiera la responsabilidad por traer de manera ilegal residuos a nuestro país como barros metálicos. Estos contenían plomo, cadmio, mercurio, arsénico. ¡Y cientos de niños se intoxicaron con plomo!



¡Tuvimos que dictar una ley especial para Arica, y hoy me dicen “ni un paso atrás”! 



Debemos prohibir la importación y la exportación de residuos, porque todos sabemos lo que hace Estados Unidos. ¿Dónde manda los residuos electrónicos a que se refirió el Ministro? A India, a África, adonde no exista legislación sobre la materia.



Si dejamos abierta la posibilidad de que se exporten residuos, no habrá desarrollo de tecnología interna. Vamos a seguir comprándola.



Aquí se quiere vulnerar el Convenio de Basilea, y no basta establecer en el discurso lo que deseamos.



Por lo tanto, yo participo de la observación formulada por el Senador Girardi. Tenemos que volver a discutir estas indicaciones, porque hay algunos que van a ganar mucho dinero exportando residuos; otros, importándolos. 


¿Alguien en Chile se va a dedicar a la tecnología de manejo de residuos, cuando será más económico exportarlos o importarlos?



Por otra parte, señor Presidente, quiero hacer una observación respecto de lo expresado por el Senador Coloma, quien planteó que la petición de segunda discusión de todas las enmiendas es “una suerte de anomalía reglamentaria”.



¡No! ¡Es generar debate legislativo! 


Pero voy a concordar con el colega en cierto sentido. 



En las más de dos décadas que llevo en el Parlamento, yo no había visto una anomalía como la que se propone en la página 16 del boletín comparado: “Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores.”. 



¡Está todo lleno de decretos supremos! 



Lo más probable es que el Ministro actual no alcanzará a elaborar tales decretos, porque ello demora. Entonces, este Parlamento está delegando en una autoridad elegida de manera indirecta -y sujeta a las decisiones del gobierno de turno- la facultad de emitir esos decretos. 


Todo es por decreto supremo. ¡Todo! 



Además, se establece una duración mínima para la etapa de consulta pública: treinta días hábiles. O sea, señor Ministro, si se hace en treinta y un días o en cuarenta, ¡se cumple la ley! A mi juicio, se terminará realizando la consulta en sesenta días. Y no sé si en dicho lapso exista la capacidad para discutir la materia como corresponde. 



Asimismo, hemos luchado para que en este ámbito haya seguros comprometidos. Ojalá los hubiéramos tenido en ENDESA y en otras compañías. No fue así, pero ahora se propone: “Los gestores de residuos peligrosos (…) deberán contar con un seguro por daños a terceros y al medio ambiente.”.



Al respecto, señor Ministro -y usted lo sabe porque está preocupado por este asunto de manera positiva-, advierto que no existen empresas que se aseguren por daño ambiental. Nadie quiere hacerlo, pues el riesgo por dicho perjuicio es incalculable. 



¡Las compañías que lo intentaron han fracasado! 


En el mercado internacional no hay una empresa que desee tomar un seguro por daño ambiental, ya que el costo de este podría ser inconmensurable. 


Por lo tanto, podría plantearse un mecanismo adicional: un fondo de garantía y no un seguro. Respecto de este las empresas dicen: “No encuentro”. Eso señalaba ENDESA, entre otras. 



El artículo 8º dispone: “Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea”. Yo no quiero que haya importaciones y exportaciones de residuos al margen de este Tratado. 



Más adelante, el proyecto dice: “El Ministerio estará facultado para denegar fundadamente las autorizaciones de importación y exportación”. 


¡Nuevamente delegamos la facultad al ministro de turno! Yo no quiero que la ley sea interpretada por la autoridad. Necesitamos una normativa que establezca claramente las condiciones en que dicho sector operará, y no que el ministro de turno deba autorizar las importaciones o exportaciones en cada caso.



Posteriormente, en el artículo 18, se señala: “Interpretación administrativa. Corresponderá al Ministerio interpretar administrativamente las disposiciones contenidas en los decretos supremos”. 


¡Otra vez se entrega una atribución a la Cartera del ramo, y no a la Superintendencia! 



Por favor, le pido un minuto más, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo tiene, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Gracias.



Señor Presidente, hace mucho que nos preocupamos por esta materia, pese a haber sido criticados en varias oportunidades. Hemos venido analizando el asunto desde la formación de la Bancada Verde en 1996, por veinte años. 



La presente iniciativa de ley propone radicar en el Ministerio la interpretación administrativa. Entonces, ¿cuál va a ser la competencia de la Superintendencia del Medio Ambiente o de la autoridad sanitaria en ese plano?



 Dicha Secretaría de Estado deberá “interpretar administrativamente las disposiciones contenidas en los decretos supremos”. Es decir, la autoridad dicta el decreto y, si se equivoca, también lo interpreta. 


¡Y la Contraloría General de la República! 


¡Y la Superintendencia! 


¡El artículo 18 es peligroso! 



En consecuencia, señor Presidente, vamos a apoyar este proyecto. De hecho, ya respaldamos la idea de legislar. Y así lo ha dicho el Senador Girardi. 


Pero debemos entrar al análisis de materias más profundas; más aún, considerando que el Congreso no ha venido legislando bien últimamente. En el pasado hemos cometido errores garrafales, como los que contiene la normativa sobre financiamiento de los partidos políticos. 


Por ello, advierto que la iniciativa en análisis, tal como está redacta, presenta graves errores, que en el futuro nos costarán caros.



Por tanto, respaldo la petición de segunda discusión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto, que fue aprobado en general en sesión del 9 de junio del año recién pasado, tiene por objeto principal disminuir la generación de residuos mediante el establecimiento de un marco jurídico para su gestión e implementar lo que se denomina “la responsabilidad extendida del productor” como instrumento de gestión ambiental; todo ello, para proteger la salud de las personas y resguardar el medio ambiente.


Se pretende que el fabricante o el importador de ciertos productos se haga cargo de ellos una vez terminada su vida útil. De este modo, deberá cumplir con las metas de reciclaje que, para tales efectos, serán establecidas por el Ministerio del Medio Ambiente.



Durante la discusión en particular, se ha indicado que la responsabilidad extendida se aplica a los denominados “productos prioritarios” (como aceites lubricantes, aparatos eléctricos y electrónicos, baterías, neumáticos, pilas, envases y embalajes), para lo cual la señalada Cartera dictará los decretos supremos correspondientes.



El artículo 11 de la iniciativa dispone que “Los diarios, periódicos y revistas se considerarán productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas”, y respecto de ellos solo se deberá cumplir con un informe anual, con diversos antecedentes estadísticos, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes.



Nos parece de suma importancia esa modificación, porque acoge la petición contenida en el proyecto de acuerdo S 1.820-12, que aprobamos en esta Sala en sesión de 18 de agosto pasado, mediante el cual se solicitó que se eximiera “a los productores de diarios, periódicos y revistas, entre las entidades obligadas a las metas de reciclaje que establezca el Ministerio de  Medio Ambiente”. 



Actualmente, en caso de incumplimiento, ellos quedan expuestos a la prohibición de venta de los respectivos medios, sanción que aplica la Superintendencia del Medio Ambiente. Tan drástica sanción afecta la libertad de expresión y la de prensa, además de constituir un atentado a las garantías constitucionales de emitir opinión e informar sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio.



Por eso, creemos que la exclusión de dichos productores constituye un buen avance en esta legislación.



Los instrumentos que se establecen en este proyecto de ley son muy relevantes para la preservación y resguardo del medio ambiente, los cuales han sido perfeccionados en esta etapa de la tramitación.



Por otra parte, señor Presidente, es necesario poner énfasis también en los residuos orgánicos. En nuestro país no se ha legislado dicha materia, pese a la crisis que actualmente vivimos en ese ámbito. 



Al respecto, hay experiencias exitosas en otras partes del mundo, que deberíamos estudiar. Para esa gran cantidad de toneladas de residuos orgánicos que los chilenos generamos hoy, puede haber una salida satisfactoria.



Asimismo, hemos planteado la necesidad de establecer mecanismos para la disposición final de algunos residuos. Hemos analizado durante largo tiempo el caso de los neumáticos. Carecemos de un sistema o de una legislación en tal sentido. 



Se exploró la posibilidad de utilizar algunos de estos residuos como combustibles en determinadas empresas. Por ejemplo, la industria cementera, que utiliza hornos con temperaturas sobre los 1.400 grados, podría emplear ciertos tipos de aceite o los mismos neumáticos como fuente secundaria de combustible.



En consecuencia, llamo a respaldar esta iniciativa, que apunta en la dirección correcta. 


Los temas pendientes dicen relación, fundamentalmente, con el manejo de residuos orgánicos y con lo relativo a la disposición final de algunos residuos considerados productos prioritarios en virtud del presente proyecto.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, soy de los que piensan que está bien pedir segunda discusión en esta materia. 


Quiero referirme a dos temas.



Primero, honestamente, considero que esta es una legislación de nueva generación, y que la necesitamos en el país. 



No es todo lo que queremos, pero dará una señal muy clara respecto de hacia dónde deseamos ir. Como han dicho varios colegas, este es un país donde no hay manejo de residuos y, tampoco, políticas de responsabilidad social empresarial en este ámbito. 



No me cabe la menor duda -aunque no tengo cómo comprobarlo- de que la falta de una política como la que se propone, fue la causa de los incendios en el relleno sanitario Santa Marta. 


En efecto, dicho depósito almacenaba demasiada masa orgánica, producto de un decreto que se dictó en el Gobierno del Presidente Piñera, con el cual se eliminó una regulación sobre manejo de residuos orgánicos. Y eso se hizo con una intencionalidad.


Según mi apreciación -y quizás el Ministro del Medio Ambiente, que nos acompaña en la Sala, puede rectificarlo-, no hay cómo precisar cuál es el destino hoy de los lodos generados en el país. Y no hablo de los que se originan solo en las empresas sanitarias, sino también en otras áreas.



Pongo el caso de la agroindustria, que hace un tremendo aporte al desarrollo económico del país. Le pido al señor Ministro que nos ayude a identificar el destino actual de los residuos de este sector productivo.



Creo que en ese plano hay una serie de situaciones graves.



Saliendo de lo orgánico, uno podría preguntar qué pasa con los aceites: ¿cuántos litros se venden en el país?; ¿cuántos litros son reciclados o entregados?; ¿cuál es la cifra negra de aceite que termina en los cauces de agua o en la red de alcantarillado? 



Similar consulta podemos hacer con relación a las baterías, entre otros elementos.



Señor Presidente, espero que durante el debate de esta iniciativa se analicen ciertas situaciones preocupantes. 



Una de ellas sucede en el ámbito minero: muchos residuos industriales se acumulan -¡se acumulan y se acumulan!- en la cordillera o en el desierto. ¡Y no hay un manejo responsable! 



Ese es un tema para abordar en este proyecto: ¿cuál va a ser la responsabilidad de las empresas mandantes versus las empresas contratistas, que generan productos que deben ser reciclados en su momento?



¿Qué pasa, por ejemplo, con los cientos de miles de toneladas de cuerpos moledores que se usan en la minería? ¿Dónde se depositan?



Aquí podríamos sumar muchos otros aspectos.



Me parece importante que se haga una segunda discusión y, por sobre todo, que el Ejecutivo, a través del Ministro presente en la Sala, tenga la voluntad de patrocinar nuestras indicaciones para que nos hagamos cargo de los residuos orgánicos. 



La ausencia de una política en tal sentido es un problema.



Termino con otro ejemplo.



Soy gran partidario de la industria de las carnes blancas. ¡Gran partidario! Esta es sin duda la principal fuente de empleo en la Región de O’Higgins, sea de los chanchos o de los pollos. En ella hay tres extraordinarios mataderos, de primera calidad. Pero ¿qué sucede con los residuos que se generan o con los elementos del proceso de producción que no se tratan adecuadamente?



En mi opinión, ciertos aspectos no se abordan claramente en la iniciativa, y deberían considerarse. 



Aquí no se trata solo de regular que la industria que utiliza papel, como los diarios, sea responsable del reciclaje de los residuos. Esto va más allá de algunas actividades que se han mencionado. Podemos partir con ese piso, pero necesitamos una carta de navegación más concreta para saber cómo vamos a avanzar progresivamente.



Señor Presidente, saludo el esfuerzo que en esta materia ha realizado el señor Ministro, quien va a contar con nuestro apoyo. Y esperamos poder perfeccionar la iniciativa en análisis mediante la presentación de indicaciones.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer la deferencia de la Mesa en el Día Internacional de la Mujer hacia todas las Senadoras que formamos parte de este Hemiciclo.



En segundo término, creo que esta iniciativa es muy buena, porque, si bien podemos heredar a nuestros hijos una infinidad de cosas, sin duda una de las más importantes es el ambiente, el mundo, la tierra en la que viven. Y para que ellos tengan una buena calidad de vida, es necesario preocuparse del medio ambiente.



Por eso estimo que este es un muy buen proyecto. 



Tuve el honor de haber sido alcaldesa de Concepción por varios períodos. Y, efectivamente, lo relativo a los residuos es todo un tema. Se generan en las poblaciones, donde se imparten talleres para reciclar. Ahí se empiezan a acumular neumáticos, entre otras cosas.



Ante ello, establecer la obligación de reutilizar residuos, que en muchos casos son contaminantes -como las baterías-, me parece que apunta en el sentido correcto.



Si con ese tipo de medidas logramos hacer conciencia -y no solo en las personas que toman las decisiones o en los empresarios que son proveedores, importadores o fabricantes, sino también en la comunidad toda-, estaremos avanzando hacia un mundo cada vez mejor.



Los jóvenes de hoy tienen más conciencia que la que tuvimos nosotros. Pero estoy convencida de que falta muchísimo camino por recorrer.



Deseo felicitar a los miembros de la Comisión de Medio Ambiente por esta iniciativa. 



De acuerdo a lo que hemos visto, el texto propuesto inicialmente en el mensaje fue mejorando a medida que pasó por los distintos órganos técnicos. Y, finalmente, terminó convertido en un muy buen proyecto de ley.



En verdad, me alegro profundamente. 



Como dije, valoro la labor de los profesionales y parlamentarios que trabajaron en perfeccionar la propuesta legislativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Aprovecho de reiterar nuestro saludo y cariño a todas las mujeres de este Senado en su día: Senadoras y funcionarias.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BADENIER (Ministro del Medio Ambiente).- Señor Presidente, estamos disponibles para discutir nuevamente lo que sea necesario. 



No obstante, quiero dar tranquilidad. El proyecto dice explícitamente -y lo leo-: “Se prohíbe la importación de residuos peligrosos para su eliminación.”. 



¡Es explícito!

El señor PROKURICA.- ¡Dígaselo al Senador Navarro, que entiende otra cosa!

El señor BADENIER (Ministro del Medio Ambiente).- Eso no queda sujeto a interpretación.



Distinto es el caso de importar un residuo eventualmente peligroso para su valorización, si es que contásemos con una industria para tal fin. 



En materia de exportación de residuos sucede lo mismo. 



Si Chile no es capaz de tratar en forma debida un residuo peligroso, habrá que tomar los resguardos necesarios para disponer y manejar dicho residuo en el país como corresponde, usando las instalaciones que sí cuenten con tal capacidad. De lo contrario, no funcionarán las campañas de recolección y reciclaje de aparatos electrónicos, celulares, pilas y baterías.



Volveremos a discutir las distintas materias y nos esforzaremos por ser más claros, como lo fuimos en la Comisión, razón por la cual esta aprobó la iniciativa de manera unánime. 



Además, cabe señalar que el texto propuesto está absolutamente alineado con el Convenio de Basilea, el cual no prohíbe la importación, la exportación o el movimiento transfronterizo de residuos peligrosos, sino que lo regula, y con el mismo espíritu que contiene este proyecto de ley.



Por último, a quienes hicieron alusión a lo acontecido en Arica, les manifiesto que ello es previo a la ratificación que efectuó Chile del Convenio de Basilea. Tal situación ahora no podría ocurrir, dado que nuestro país firmó dicho Tratado en 1992.



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor CHAHUÁN:


Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, consultándole acerca de EVENTUAL CIERRE Y CESE DE FUNCIONES DE DIVERSOS CONSULADOS EN MÉXICO y requiriéndole información respecto de ESTADO DE AVANCE DE PROGRAMA DE REFUGIO O ACOGIDA EN CHILE PARA CIUDADANOS DE ORIGEN SIRIO.



Al señor Director Regional de SERVIU de Valparaíso, solicitándole BENEFICIO HABITACIONAL EXCEPCIONAL PARA RESIDENTE DE CERRO LA CRUZ AFECTADA POR INCENDIO DE ABRIL DE 2014.


Del señor DE URRESTI:



Al señor Rector de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, para que entreguen antecedentes acerca de PROYECTO SOBRE GENERACIÓN DE ENERGÍA PROVENIENTE DE OLEAJE MARINO EN UN MERCADO COMPETITIVO, LIDERADO POR DICHA UNIVERSIDAD.



Al señor Rector de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso y al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, para que remitan información sobre TRABAJO DE LABORATORIO DE PROPAGACIÓN DE ESCUELA DE AGRONOMÍA DE DICHO PLANTEL RELATIVO A DESARROLLO AGRÍCOLA SUSTENTABLE, EN ESPECIAL RESPECTO DE ESPECIES MEDICINALES NATIVAS DE ISLA DE PASCUA.



Al señor Director Ejecutivo de la Fundación para la Innovación Agraria, requiriéndole antecedentes relativos al denominado “SELLO DE ASEGURABILIDAD Y CLASIFICACIÓN DE RIESGOS PARA PLANTACIONES FORESTALES”. 



Del señor GARCÍA:


Al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, consultándole sobre MOTIVO PARA REBAJA EN APORTE PREVISIONAL SOLIDARIO DE VEJEZ DE DON ARTURO BERLÍN BURGOS.



Del señor GUILLIER:



Al señor Ministro de Bienes Nacionales, pidiéndole PROTECCIÓN DE PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO DE REGIÓN DE ANTOFAGASTA Y AVANCE EN CREACIÓN DE PARQUE GEOGLIFOS DE CHUG-CHUG.



Al señor Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre, para solicitar CRITERIOS DE CONCILIACIÓN DE PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO CON DESARROLLO DE ATACAMA.



Al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, a fin de que informe sobre PROTECCIÓN AMBIENTAL EN SALAR DE PUNTA NEGRA, SEGUNDA REGIÓN, Y PROTOCOLO CON MINERA BHP-ESCONDIDA.



A la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de Antofagasta, con el objeto de consultar por CANTIDAD DE NACIMIENTOS EN ANTOFAGASTA DURANTE 2016 Y PROCEDENCIA DE PADRES.


Del señor NAVARRO:



A los señores Ministros de Relaciones Exteriores; de Defensa Nacional; de Hacienda; Secretario General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno; de Economía, Fomento y Turismo; de Desarrollo Social; de Educación; de Justicia; de Trabajo y Previsión Social;  de Obras Públicas; de Vivienda y Urbanismo; de Agricultura; de Minería; de Bienes Nacionales; del Deporte; Directora del Servicio Nacional de la Mujer, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para que informen sobre IMPACTO DE ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA EN ÁREAS DE INTERÉS DE CADA CARTERA.


A la señora Ministra de Salud, solicitándole antecedentes acerca de EFECTO DE ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA EN COSTOS Y PATENTES DE MEDICAMENTOS Y EN REGULACIÓN DE PROPAGANDA Y CONSUMO DE TABACO Y OTRAS SUSTANCIAS DAÑINAS.


Al señor Ministro de Agricultura, requiriéndole información respecto de IMPACTO DE ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA EN PATENTES DE SEMILLAS Y EN REGULACIÓN DE AGRICULTURA CAMPESINA E INDÍGENA.


Al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, pidiéndole dar a conocer EFECTOS DE ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA EN IMPLEMENTACIÓN DE CONVENCIÓN SOBRE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LA DIVERSIDAD DE LAS EXPRESIONES CULTURALES.



Del señor OSSANDÓN:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Secretaria Regional Ministerial de Transportes y de Telecomunicaciones del Maule, solicitándoles informar sobre ESTADO DE OPERACIÓN DE NUEVA PLANTA DE REVISIÓN TÉCNICA EN COMUNA DE PARRAL.


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Hacienda, pidiéndole antecedentes sobre FUNCIONARIOS DE REGIÓN DE ATACAMA BENEFICIADOS EL 2015 CON BONIFICACIÓN ESPECIAL DE LEY N° 20.815.


A la señora Ministra de Salud, para que informe sobre ESTADO DE TRAMITACIÓN DE PROYECTO DE NUEVO HOSPITAL DE HUASCO.



A la señora Ministra de Salud y a la señora Directora del Servicio de Salud Atacama, con el objeto de que informen acerca del ESTADO DE AVANCE DE CONCURSO PÚBLICO PARA PROVEER CARGO DE DIRECTOR DE HOSPITAL DE HUASCO.



A la señora Directora del Instituto Nacional de Estadísticas, reiterándole oficio en que se le solicita informar respecto de RESULTADO DE ESTUDIO PARA OTORGAMIENTO DE BONIFICACIÓN ESPECIAL A FUNCIONARIOS PÚBLICOS DE REGIÓN DE ATACAMA CONTEMPLADA EN LEY N° 20.815.


Del señor QUINTEROS:



Al señor Director Nacional de Gendarmería, solicitándole información referida a SITUACIÓN ACTUAL DE FUNCIONARIA DE GENDARMERÍA DE PUERTO MONTT SEÑORA NATHALIE MARAGAÑO MUÑOZ.



De la señora VON BAER:



Al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, requiriéndole FACILITACIÓN DE CONDICIONES DE COBRO DE PENSIONES EN REGIÓN DE LOS RÍOS ANTE EVENTUAL CIERRE DE CAJA DE COMPENSACIÓN LOS HÉROES. 
)---------------(


--Se levantó la sesión a las 18:53.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción 

ANEXOS

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE EL DÍA DE LA CULTURA CHINCHORRO

(N° 10.289-24)

Oficio Nº12.378

VALPARAÍSO, 3 de marzo de 2016

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que establece el día de la Cultura Chinchorro, correspondiente al boletín N°10289-24, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Institúyese el domingo de la segunda semana de octubre de cada año como el Día del Patrimonio de la Cultura Chinchorro.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PERFECCIONA LA JUSTICIA TRIBUTARIA Y ADUANERA 

(N° 9.892-07)

Oficio Nº12.375

VALPARAÍSO, 2 de marzo de 2016

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera, correspondiente al boletín N°9892-07, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera:

1. Agrégase en el artículo 1°, el siguiente número 8°, nuevo, pasando el actual 8° a ser 9°:

“8°. Conocer y declarar, a petición de parte, la nulidad de los actos administrativos que sean materia de una reclamación tributaria o aduanera. Para estos efectos, el vicio deberá hacerse presente o alegarse en la reclamación respectiva.

Los vicios de procedimiento o de forma sólo afectarán la validez del acto administrativo materia del reclamo tributario o aduanero cuando recaigan en algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico y generen perjuicio al interesado.”.

2. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 3º por los siguientes:
“Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:

Primer, Segundo, Tercer y Cuarto Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el correspondiente a la Región Metropolitana.

La distribución de las causas entre los cuatro tribunales de la Región Metropolitana se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser establecido mediante auto acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.”.

3. Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE TARAPACÁ

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     2

Profesional Experto

     2

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ANTOFAGASTA

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ATACAMA

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE COQUIMBO

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE VALPARAÍSO

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     5

Profesional Experto

     3

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

    12

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL LIBERTADOR GENERAL BERNARDO O´HIGGINS

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     6

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL MAULE

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     6

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL BIOBÍO
Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     2

Profesional Experto

     2

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LA ARAUCANÍA

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     2

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     7

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LOS RÍOS

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LOS LAGOS

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     6

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE AYSÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE MAGALLANES Y LA ANTÁRTICA CHILENA

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Profesional Experto

     1

Administrativo

     1

Auxiliar

     1

Total Planta

     5

PRIMER TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     6

Profesional Experto

     2

Administrativo

     2

Auxiliar

     1

Total Planta

    13

SEGUNDO TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     6

Profesional Experto

     2

Administrativo

     2

Auxiliar

     1

Total Planta

    13

TERCER TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     6

Profesional Experto

     2

Administrativo

     2

Auxiliar

     1

Total Planta
    
13

CUARTO TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos

N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     1

Secretario Abogado

     1

Resolutor

     6

Profesional Experto

     2

Administrativo

     2

Auxiliar

     1

Total Planta

    13

Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo el régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos, se requerirá la autorización previa de la Unidad Administradora a que se refiere el Título II y contar con disponibilidad presupuestaria. La contratación de este personal se efectuará por la mencionada unidad.”.
4. Agrégase al inciso final del artículo 5°, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, las siguientes expresiones: “Una vez efectuado el nombramiento, el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, mediante resolución, asignará el último nivel de remuneraciones que corresponda al cargo respectivo, de acuerdo al artículo 25. Las modificaciones de dicha resolución se realizarán conforme a lo establecido en el inciso final del precitado artículo.”.

5. Agrégase en el artículo 10 el siguiente inciso final, nuevo:

“Los funcionarios que ocupen el cargo de jueces o secretarios en virtud de la subrogación, cuando ésta se prolongue por más de quince días corridos, con independencia de la calidad jurídica de planta o a contrata que ostente quien subrogue, tendrán derecho a percibir la diferencia que exista entre su sueldo base y el sueldo del cargo que deban subrogar, siempre y cuando el cargo que subrogan se encontrare vacante o si el titular del mismo, por cualquier motivo, no gozare de dicha remuneración o esté haciendo uso de licencias médicas.”.

6. Agrégase en el artículo 13, a continuación de la palabra “feriado”, la palabra “cometidos” seguida de una coma.

7. Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “, sea que persigan o no fines de lucro”, por la frase “que persigan fines de lucro”.

b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “con los cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales”, por la frase “con asumir la defensa en causas personales, de su cónyuge o conviviente civil, ascendientes y descendientes, hermanos o pupilos, y con actividades docentes, hasta un máximo de doce horas semanales”.

8. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- La planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros estará constituida por los siguientes cargos y niveles remuneratorios equivalentes a los de la Escala de Sueldos Base Mensuales del personal de estos tribunales, incluidas todas las asignaciones que correspondan a dichos niveles.

Cargos
N° Cargos
Niveles

Juez Tributario y Aduanero
18
     I

Secretario Abogado
18
     II

Resolutor
38
  III–IV-V

Profesional Experto
25
  III–IV-V

Administrativo
22
 VI-VII-VIII

Auxiliar
18
   IX-X-XI

Total planta
139

El Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros determinará el nivel de remuneraciones que le corresponderá al resolutor, profesional experto, administrativo y auxiliar. Mediante una resolución, fijará asimismo los criterios objetivos para la determinación del nivel de remuneraciones que le será aplicable a dichos cargos, entre los cuales considerará los años de experiencia laboral y nivel académico. Además considerará, cuando corresponda, las calificaciones obtenidas por el personal, la capacitación pertinente y la experiencia en los niveles respectivos.”.

Artículo 2°.- Modifícase el artículo 1° del decreto ley N°830, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que contiene el Código Tributario, en el siguiente sentido:
1. Agrégase en el número 6° de la letra B del artículo 6° la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido: “Cuando dichas sentencias sean dictadas en procesos de reclamación, la facultad de disponer el cumplimiento administrativo de las mismas comprende la potestad de girar las costas que en ellas se decreten cuando resulte vencido el contribuyente.”.

2. Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 53, la expresión “Tesorero Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial”.

3. Modifícase el artículo 63 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “podrá ampliar” por la palabra “ampliará”.

b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:
“Cuando del tenor de la respuesta a la citación o de los antecedentes aportados resulte necesario solicitar al contribuyente que aclare o complemente su respuesta y,o presente antecedentes adicionales respecto de los impuestos, períodos y partidas citadas, podrá requerírsele para que así lo haga, dentro del plazo de un mes, sin que ello constituya una nueva citación. Los antecedentes requeridos en el ejercicio de esta facultad y que no fueren acompañados dentro del plazo indicado serán inadmisibles como prueba en el juicio, en los términos regulados en el inciso duodécimo del artículo 132 de este mismo Código.”.

4. Incorpórase en el artículo 114 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En los mismos plazos relativos a los crímenes y simples delitos prescribirá la acción para perseguir la aplicación de la pena de multa, cuando se ejerza la opción a que se refiere el inciso tercero del artículo 162 de este Código.”.

5. Modifícase el artículo 123 bis en el siguiente sentido:

a) En la letra a) reemplázase la palabra “quince” por “treinta”.

b) En la letra b) reemplázase la palabra “cincuenta” por “noventa”.

c) En la letra c) sustitúyese la expresión “no interrumpirá” por el vocablo “suspenderá”.

6. Reemplázase el artículo 130 por el siguiente:

“Artículo 130.- El Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil, en todo lo que no contravenga lo dispuesto en este artículo. Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.

El Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.

Las partes podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen en el proceso sean presentados en forma física.

La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y documentos que puedan ser presentados o acompañados en el Sistema.

7. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 131 bis por el siguiente:

“Se dejará registro en el expediente electrónico y en el sitio en Internet a que se refiere el inciso anterior de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos registros no invalidarán la notificación.”.

8. Modifícase el artículo 132 en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del Tribunal.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio”, por “primero, en caso que el Juez no hubiere llamado a las partes a conciliación, o rechazada ésta cuando lo hubiere hecho”.”.

c) En el inciso cuarto, reemplázase la palabra “dos” por “cinco”.

d) Incorpóranse los siguientes incisos decimoséptimo y decimoctavo, nuevos, pasando el actual decimosexto a ser decimonoveno:

“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero, a petición de parte, podrá llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.
Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.

e) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.

9. Agrégase el siguiente artículo 132 bis, nuevo:

“Artículo 132 bis.- La conciliación a que se refiere el artículo 132 podrá ser total o parcial. Será materia de conciliación el litigio sometido al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero, incluyendo la existencia de los elementos que determinan la ocurrencia del hecho gravado establecido en la ley; la cuantía o monto del o los impuestos determinados y de los reajustes, intereses o multas; la calificación jurídica de los hechos conforme a los antecedentes aportados en el procedimiento, la ponderación o valoración de las pruebas respectivas y la existencia de vicios o errores manifiestos de legalidad, ya sea de forma o fondo, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente por el contribuyente en el reclamo o se trate de casos en que el tribunal pueda pronunciarse de oficio.
En ningún caso la conciliación podrá consistir en la mera disminución del monto del o los impuestos adeudados, salvo cuando ello se funde en la existencia de errores de hecho o de derecho en su determinación, o en antecedentes que permitan concluir que no concurren los elementos del hecho gravado establecido en la ley o cuando los impuestos determinados resulten ser excesivos conforme a los demás antecedentes tenidos a la vista con motivo de la conciliación. La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N°20.322. En la o las audiencias de conciliación que se lleven a cabo, el Servicio, conforme a sus facultades legales, podrá proponer la condonación total o parcial de los intereses penales o multas aplicados, conforme a los criterios generales que fije mediante resolución.

El llamado a conciliación no procederá en los procedimientos reglados en los artículos 4° quinquies, 100 bis, 160 bis, 161 y 165 de este Código; en aquellos que digan relación con hechos respecto de los cuales el Servicio haya ejercido la acción penal, y en los reclamos de liquidaciones, resoluciones o giros de impuesto que se relacionen con los hechos conocidos en los procedimientos a que se refiere este inciso.

El juez deberá rechazar el acuerdo cuando no se cumplan los requisitos que establece este artículo o recaiga sobre materias respecto de las cuales no se admite conciliación.
Sobre las bases de arreglo y la conciliación efectuada conforme a los incisos anteriores deberá pronunciarse el Director, quien podrá aceptarla o rechazarla. La decisión del Director, cuando consista en aceptar la conciliación, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa, y las condiciones de dicha aceptación. El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los treinta días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente. En caso de no pronunciarse en dicho plazo, se entenderá que rechaza las bases de arreglo y la conciliación.
De la conciliación total o parcial se levantará acta que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.”.
10. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 133, la frase “inciso segundo del artículo 132” por la expresión “inciso tercero del artículo 132”.

11. Reemplázase en el artículo 144 la palabra “decimocuarto” por el vocablo “decimoquinto”.

12. Agrégase en el inciso primero del artículo 155, a continuación de la expresión “acto u omisión”, las dos veces que aparece, la expresión “ilegal o arbitrario”.

13. Modifícase el artículo 161 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el párrafo segundo del número 3 de su inciso primero la expresión “el Juez de Letras de Mayor Cuantía en lo Civil que corresponda”, por la frase “el Tribunal que la dictó, dentro del término de cinco días, contado desde la notificación de la resolución respectiva”.
b) Reemplázase en su inciso final la frase “el juez de letras en lo civil de turno del domicilio del contribuyente”, por la expresión “el Juez Tributario y Aduanero competente, en el plazo de diez días contados desde la notificación de la resolución respectiva”.

14. Reemplázase en el párrafo primero del número 6° del artículo 165 la palabra “quinto” por el vocablo “trigésimo”.

15. Modifícase el artículo 169 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

b) Agrégase en su inciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Decretada la exclusión y durante el tiempo que esta dure, no se devengarán intereses moratorios ni multas, cuando estas últimas procedan.”.

16. Modifícase el artículo 170 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en sus incisos primero y cuarto la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

b) Elimínase en su inciso tercero la expresión “del departamento respectivo”.

c) Reemplázase en su inciso final la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.

17. Modifícase el artículo 171 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en su inciso cuarto la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

b) Reemplázase en su inciso final la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.

18. Reemplázase en el artículo 172 y en el inciso segundo del artículo 174 la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

19. Modifícase el artículo 175 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.

b) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En estos casos se podrá comparecer sin necesidad de ser representados por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión.”.

20. Sustitúyese en los incisos primero y segundo del artículo 176 la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.

21. Modifícase el artículo 177 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse en el N°3 de su inciso primero la oración “Si no concurrieren estos requisitos el Tribunal la desechará de plano.”, por “Corresponderá al juez sustanciador efectuar el examen de admisibilidad y si no concurrieren estos requisitos la desechará de plano.”.

b) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

c) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.

22. Modifícase el artículo 178 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

c) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.

d) Sustitúyense en su inciso cuarto las expresiones “Tesorero Comunal”, las dos veces que aparece, y “Abogado Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.

e) Sustitúyese en su inciso quinto la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.

23. Modifícase el artículo 179 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

b) Sustitúyense en su inciso segundo las expresiones “Abogado Provincial” y “Tesorería Comunal” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “Tesorería Regional o Provincial”, respectivamente.

c) Reemplázanse en su inciso tercero las expresiones “Abogado Provincial” y “cinco” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “quince”, respectivamente.
d) Sustitúyese en su inciso cuarto la frase “el Abogado Provincial dentro del plazo de cinco días” por “el Abogado del Servicio de Tesorerías dentro del plazo de quince días” y agréganse a continuación de las expresiones “juzgue oportuno en relación a ella”, las siguientes “, solicitud que se tramitará incidentalmente, conforme a las normas del Código de Procedimiento Civil.”.

e) Reemplázanse en su inciso quinto las expresiones “Tesorería Comunal” y “Abogado Provincial” por “Tesorería Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.

24. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 180 la expresión “Juez de Letras de Mayor Cuantía del Departamento” por “juez ordinario civil competente”.

25. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 181 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”. 

26. Modifícase el artículo 184 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse en el inciso segundo las expresiones “en la casa de martillo que se señale en el escrito respectivo del Abogado Provincial.” por “o habiéndola, siempre que así lo ordene el juez civil, serán entregadas en la casa de martillo que se señale en el escrito respectivo del Abogado del Servicio de Tesorerías o en la que el tribunal designe.”.

b) Reemplázanse en el inciso tercero las expresiones “el Tesorero Comunal, sin derecho a comisión por ello.”, por “un funcionario de la Dirección de Crédito Prendario o el martillero que el tribunal designe.”.

27. Reemplázase en el inciso primero del artículo 185 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.

28. Sustitúyense en el artículo 186 las expresiones “Abogado Provincial” y “Abogados Provinciales” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “Abogados del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.

29. Sustitúyense en el inciso primero del artículo 190 las expresiones “Tesorero Comunal” y “Abogado Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.

30. Reemplázase en el artículo 191 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.

31. Modifícase el artículo 193 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en su inciso primero “Abogados Provinciales” por “Abogados del Servicio de Tesorerías”.

b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”, las dos veces que aparece.
c) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Tesorero Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial”.
32. Reemplázanse en el artículo 194 las expresiones “la Tesorería Comunal. El valor de sus actuaciones lo percibirán a medida que los contribuyentes enteren en Tesorería, las respectivas costas de cobranza.” por “el Servicio de Tesorerías. El valor de sus actuaciones lo percibirán de los contribuyentes a medida que éstos obtengan el alzamiento de las medidas inscritas o anotadas.”.

33. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 197 la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.

34. Reemplázase en el artículo 198 el guarismo “37” por “117” y el guarismo “4.558” por “20.720”.

35. Modifícase el artículo 199 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.

36. Incorpórase en el inciso cuarto del artículo 200, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Si se requiere al contribuyente en los términos del inciso tercero del artículo 63, los plazos señalados se aumentarán en un mes.”.

Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°30, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°213, de 1953, del Ministerio de Hacienda, sobre Ordenanza de Aduanas, en el siguiente sentido:

1. Sustitúyese el artículo 125 por el siguiente:

“Artículo 125.- El Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la forma ordenada por los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil, en todo lo que no contravenga lo dispuesto en este artículo. Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.

El Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, como Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.

Las partes podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen al proceso sean presentados en forma física.

La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y documentos que puedan ser presentados o acompañados a través del Sistema.

2. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 127 por el siguiente: 

“Se dejará registro en el expediente electrónico y en el sitio en Internet a que se refiere el inciso anterior de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos registros no invalidarán la notificación.”.

3. Modifícase el artículo 128 en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá, de oficio o a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Para estos efectos, constituirán sesiones sucesivas aquellas que tuvieren lugar en el día siguiente o subsiguiente del funcionamiento ordinario del Tribunal.”.

b) Sustitúyense en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio” por la frase “primero, en caso que el juez no hubiere llamado a las partes a conciliación, o rechazada ésta cuando lo hubiere hecho”.

c) Reemplázase en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la palabra “dos” por “cinco”.

d) Incorpóranse los siguientes incisos decimoctavo y decimonoveno, nuevos, pasando el actual decimoséptimo a ser vigésimo:

“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá, a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.

Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.

e) Reemplázase en el inciso final la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.

4. Agrégase el siguiente artículo 128 bis:

“Artículo 128 bis.- La conciliación a que se refiere el artículo 128 podrá ser total o parcial. Será materia de conciliación el litigio sometido al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero, incluyendo la existencia de los elementos que determinan el nacimiento de la obligación tributario aduanera, su cuantía o el monto de los derechos, impuestos o multas determinados; la calificación jurídica de los hechos conforme a los antecedentes aportados en el procedimiento, la ponderación o valoración de las pruebas respectivas y la existencia de los vicios o errores manifiestos de legalidad, ya sea de forma o de fondo, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente en el reclamo o se trate de casos en que el Tribunal pueda pronunciarse de oficio.

En ningún caso la conciliación podrá consistir en la mera disminución del monto del o los derechos aduaneros o impuestos adeudados, salvo cuando ello se funde en la existencia de errores de hecho o de derecho en su determinación, o en antecedentes que permitan concluir que no concurren los elementos del hecho gravado establecido en la ley o cuando los impuestos determinados resulten ser excesivos conforme a los demás antecedentes tenidos a la vista con motivo de la conciliación. La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N°20.322. En la o las audiencias de conciliación que se lleven a cabo, el Servicio, conforme a sus facultades legales, podrá proponer la condonación total o parcial de los intereses penales o multas aplicados, conforme a los criterios generales que fije mediante resolución.

El llamado a conciliación será también aplicable en el procedimiento establecido en el artículo 186 bis, en los mismos términos que establece el presente artículo, caso en el cual la aprobación o rechazo deberá efectuarla el Director Regional o Administrador de Aduana respectivo. Sin embargo, no procederá el llamado a conciliación en el procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos.

El juez deberá rechazar el acuerdo cuando no se cumplan los requisitos que establece este artículo o recaiga sobre materias respecto de las cuales no se admite conciliación.
Sobre las bases de arreglo y la conciliación efectuada conforme a los incisos anteriores, deberá pronunciarse el Director, quien podrá aceptarla o rechazarla. La decisión del Director, cuando consista en aceptar la conciliación, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa y las condiciones de dicha aceptación. El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los treinta días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente. En caso de no pronunciarse en dicho plazo, se entenderá que rechaza las bases de arreglo y la conciliación.
De la conciliación total o parcial se levantará acta, que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.

5. Sustitúyese en el artículo 129 H la palabra “decimoquinto” por “decimosexto”.

6. Reemplázase el inciso segundo del artículo 186 bis por el siguiente:

“En contra de la sentencia definitiva del Tribunal Tributario y Aduanero sólo procederá el recurso de apelación, en el solo efecto devolutivo y aquél contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil. El recurso de apelación sólo podrá interponerse contra sentencias definitivas referidas a denuncias infraccionales cuya cuantía sea igual o superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.

Artículo 4°.- Derógase el artículo primero transitorio de la ley N°20.752.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las disposiciones contenidas en el artículo 1° de esta ley, con excepción de las contenidas en los numerales 4) y 8), que se sujetarán a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio, entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.
Artículo segundo.- Las disposiciones del artículo 2° entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Sin perjuicio de lo anterior, las modificaciones contempladas en los números 6) y 7) del artículo 2° entrarán en vigencia transcurrido un año contado desde la fecha antes referida.

Para efectos de la modificación efectuada por el número 6) del artículo 2°, los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberán cargar los expedientes físicos que se tramitaban antes de la vigencia de esta ley en el Sistema, siempre y cuando el peso de archivos a cargar, medido en megabytes, según lo determinado por la Corte Suprema, no exceda el límite establecido.

Las modificaciones establecidas en los números 5), 8) y 15), letra b), serán aplicables para los recursos de reposición administrativa voluntaria, reclamaciones o multas efectuadas o emitidas a partir de la entrada en vigencia de dichas disposiciones. En caso que se hubiese presentado una reposición administrativa voluntaria con anterioridad a la entrada en vigencia de estas normas, dicha reposición y el eventual reclamo se sujetarán a las normas vigentes en el momento de su presentación.
Artículo tercero.- El artículo 3° entrará en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo dispuesto en el número 1) del referido artículo 3° que entrará en vigencia transcurrido un año contado desde la precitada fecha.

Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

a) Sustituir el Sistema de Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y fijar uno nuevo. Este sistema deberá contemplar, entre otras, la Escala de Sueldos Base Mensuales del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros; asignación de Responsabilidad para Juez Tributario y Aduanero y Secretario Abogado; remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y/o a la calidad de los servicios prestados; bonificación por obtención de título profesional para administrativo y auxiliar; asignación de zona, y asignación de antigüedad para Resolutor, Profesional Experto, Administrativo y Auxiliar. Además, establecerá los montos o bases de cálculo de las remuneraciones que fije, requisitos para el otorgamiento de las mismas, su periodicidad de pago, determinará si constituye o no base de cálculo de otras remuneraciones y las demás características de ellas y toda otra norma necesaria para su aplicación. Asimismo, podrá establecer las normas transitorias para la aplicación del Sistema, incluidas las remuneraciones variables y otras asignaciones del mismo.

b) Establecer los criterios para determinar los procedimientos y mecanismos de fijación, control y evaluación de metas correspondientes a las remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y,o a la calidad de los servicios prestados.

c) Determinar la o las fechas de entrada en vigencia del nuevo Sistema de Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, pudiendo establecer gradualidades. También determinará la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones introducidas al artículo 25 de la ley N°20.322 que se refieran a las remuneraciones de dicho personal incluido su inciso final, incorporadas por la presente ley. Además, fijará la fecha de supresión del Sistema de Remuneraciones establecido en el decreto con fuerza de ley N°3, de 2009, del Ministerio de Hacienda.

d) El uso de la facultad señalada en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal que afecte:

i. No podrá significar disminución de remuneraciones y cualquiera diferencia deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 

ii. El personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que se encuentre en funciones a la época de entrada en vigencia del nuevo Sistema de Remuneraciones de dichos Tribunales, pasará a tener el nivel tope de remuneraciones asignado para el cargo que se encuentre desempeñando.

iii. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, con cargo al presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda. No obstante lo anterior, dicho Ministerio, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar ese presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

*****
Hago presente a V.E. que los números 1), 2), 3), 4), con excepción de su inciso final, 5) y 7), todos del artículo 1°; el numeral 13) del artículo 2°; el artículo primero transitorio y el inciso primero del artículo segundo transitorio, fueron aprobados, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 107 diputados, de un total de 119 en ejercicio.
De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS PARA INTRODUCIR MECANISMOS DE EQUIDAD EN LAS TARIFAS ELÉCTRICAS

(N° 10.161-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, y para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia en el carácter de “suma”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 1 de julio de 2015, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía, y la de Hacienda, en su caso.


Concurrieron a las sesiones que la Comisión destinó al análisis de este asunto, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Horvath y Ossandón.

- - -


Asistieron, también, los siguientes personeros:


- El Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, acompañado del Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía (CNE), señor Andrés Romero; del asesor ministerial señor Felipe Venegas; de los abogados señora Laura Contreras y señor Fernando Dazzarola, y de los ingenieros consultores señora Ximena Oviedo y señor Fernando Flatow.


- De la oficina del Senador señor Prokurica, los asesores señora Carmen Castañaza y el señor Rodrigo Suárez; de la oficina del Senador señor Guillier, la asesora señorita Natalia Alviña.

- De la Secretaría General de la Presidencia, los asesores señorita María Fernanda Cuevas y señor Erich Schnake.

- Del Instituto Igualdad, la especialista señorita Daniela Fuentes.

- Del Departamento de Prensa del Senado, la periodista señorita Karina Arancibia.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista sectorial señor Rafael Torres.
- - -


Se hace presente que una vez concluido el día 16 de noviembre de 2015 el plazo originalmente fijado para presentar indicaciones respecto de esta iniciativa de ley, la Sala del Senado acordó fijar un nuevo plazo para formular indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, hasta las 12 horas del lunes 7 de diciembre.


A fin de facilitar el análisis de las indicaciones presentadas, se ha procedido a numerarlas en la forma que se consigna más adelante en este informe.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: Artículos primero, segundo, cuarto y quinto transitorios.
2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: N°s. 1A, 4, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 22 y 23.
3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: Ninguna.
4.-
Indicaciones rechazadas: Ninguna.
5.-
Indicaciones retiradas: Ninguna.
6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: N°s. 1, 2, 3, 5, 6, 6A, 16, 17, 17A, 18, 19, 20 y 21.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Al iniciarse la discusión en particular de esta iniciativa legal, el señor Ministro de Energía expuso acerca de las principales enmiendas que se contemplan vía indicaciones al texto aprobado en general.
En primer término, señaló el personero, se pretende modificar la cantidad de clientes que quedarán afectos a esta normativa. Así, al aumentarse el límite para acogerse de 180 KWh/mes a 200 KWh/mes se favorece a un segmento más amplio de la población.

Por otra parte, independientemente de la capacidad de generación de las comunas en función de sus habitantes, se confiere un mayor reconocimiento a aquellos municipios que realizan un aporte significativo en el total país, esto es, superior al 5% de la capacidad nacional de generación. Tal es el caso de las comunas de Mejillones, Tocopilla, Huasco, Puchuncaví, Limache, Quillota y Coronel.

El Secretario Ejecutivo de la CNE precisó que tratándose de centrales hidroeléctricas y a objeto de reconocer la generación local, se considerarán como comunas generadoras todas aquellas en las que se sitúen las principales instalaciones de la correspondiente central. Esto beneficiará a las comunas de Pichidegua, La Estrella, Las Cabras, Puente Alto, San Clemente, Alto Biobío, Lonquimay, Quilaco, Puerto Montt y Río Bueno.

En lo tocante al cambio en el límite de consumo para determinar a las personas afectas a contribución en equidad tarifaria, la idea es atenuar los desajustes que se han producido entre comunas por razones de densidad poblacional.

Consultado por el Honorable Senador señor Prokurica respecto del motivo por el cual el descuento difiere cuando existen dos distribuidoras, el Secretario Ejecutivo de la CNE arguyó que el espíritu que inspira al proyecto es adecuar las diferencias que se producen entre clientes por pertenecer a distintas compañías distribuidoras cuando cada una tiene su propia tarifa. Este problema se relaciona con el modo en que se tarifican diversas áreas típicas vinculadas a empresas dedicadas a la distribución. 

El Encargado de la Cartera advirtió que si bien la medición en porcentaje puede resultar engañosa, las diferentes tarifas de distribución surgen a partir de bases de cálculo distintas. Para readecuar el sistema se establece una compensación merced a la cual en ninguna comuna se pagará más del 10% sobre el promedio en el país.
Para esclarecer este punto el Honorable Senador señor García-Huidobro solicitó a los personeros de Gobierno la información pormenorizada por región y comuna del universo beneficiado y del que deberá contribuir a la equidad tarifaria.

La Honorable Senadora señora Allende destacó que aun cuando de la revisión de los antecedentes entregados por el Ejecutivo se observa que, por ejemplo en la Región de Atacama, específicamente en la comuna de Huasco, la reducción supera los $3.000, lo que constituye un avance significativo en esta materia, todavía se advierte cierta dispersión entre las localidades, algunas de las cuales experimentan aumentos tarifarios (como en Chañaral y Caldera).

El Honorable Senador señor Prokurica, luego de manifestar su inquietud por la forma en que se ajustará la modificación que se consulta, abogó por la creación de un fondo especial para compensar las externalidades negativas de la generación mediante carbón y mejorar la calidad de vida de las personas que viven en comunas que realizan aportes de este tipo.

El señor Ministro de Energía explicó que existe un factor de corrección, estructurado considerando generación/número de habitantes, que permite que si baja el segundo elemento, manteniéndose el primero, el factor mejore, al igual que en la hipótesis inversa. Esta enmienda no sólo reconoce lo que ya está instalado como capacidad de generación, sino que además es un incentivo para las comunas al momento de instalar más capacidad.

En lo que concierne a la creación de un fondo que permita mejorar el nivel de vida, dijo que para el Ejecutivo éste es un aspecto relevante que será considerado en el proyecto de ley sobre asociatividad. La idea es que el desarrollo energético vaya a la par del de la comunidad. Con todo, añadió, si bien la ley debe permitir que exista esta asociación, no puede transformarse en una camisa de fuerza. Por eso el Gobierno estimó oportuno despejar primero el problema tarifario y las cuestiones referidas al pago de patentes municipales.
El Secretario Ejecutivo de la CNE comentó que como resultado de la reducción del número de personas que contribuirá a la ETR, en el caso de la Región de Atacama, por ejemplo, el número de aportantes se reduce de 23.400 a 18.600 clientes. Dado que en regiones el consumo promedio se ubica en torno a los 170 KWh/mes y en la capital es de 217 KWh/mes, el 88% del financiamiento de la equidad tarifaria provendrá de la Región Metropolitana. Con todo, cada seis meses se actualizarán los valores y se hará un reconocimiento a las centrales hidroeléctricas que entren en funcionamiento. Finalmente, reiteró que sólo contribuirán quienes consuman sobre 200 KWh/mes.

El Honorable Senador señor García-Huidobro previno que en circunstancias que en la VI Región no existen generadoras contaminantes, sino que de ERNC o hidroeléctricas, el proyecto implicará un aumento de las tarifas eléctricas para 160.000 personas. De allí es que fuera de opinión de introducir alguna distinción entre centrales limpias y contaminantes como factor de cálculo en la determinación de las tarifas.

Al concluir, el señor Senador expresó sus dudas en orden a que la normativa en discusión sea un verdadero incentivo para aceptar la instalación de nuevas centrales por parte de las comunidades.

- - -

Enseguida, se contiene una descripción sucinta de las indicaciones y de los artículos en que inciden, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.
Artículo único.-

Introduce, mediante tres numerales, diversas enmiendas en la Ley General de Servicios Eléctricos.

Indicación N° 1


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Navarro y Pérez Varela, propone sustituir su denominación por la de “Artículo primero”.

- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o
Indicación N° 1A

De la Honorable Senadora señora Allende, propone intercalar los siguientes numerales, nuevos:


“…) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 131°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Dentro de estos gastos se comprenderán, entre otros, aquellos que tengan por objeto el financiamiento de actividades de gestión, tales como arriendo de locales, gastos de notaría u otros, y de actividades que tengan por objeto convocar a potenciales participantes, dentro o fuera del territorio nacional, en las que podrán participar representantes del sector público o privado”.


…) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 132°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo, las bases podrán regular la destinación que se dará a los recursos obtenidos por la venta de estas mismas, la que en todo caso deberá limitarse a la realización de actividades vinculadas directamente con aspectos administrativos, de gestión, difusión o publicidad de los procesos licitatorios, en los términos dispuestos en el inciso cuarto del artículo 131° de la ley.”.”.


Consultada la opinión del Ejecutivo acerca de esta indicación, el señor Ministro de Energía expresó su conformidad con ella, fundado en que, en la medida que alude a los ingresos que se generan por la venta de las bases de licitación, permite que los recursos obtenidos puedan utilizarse para atraer más actores al mercado eléctrico, lo que resulta coincidente con la idea de incrementar la competencia dentro de este sector de la economía.


La Honorable Senadora señora Allende precisó que la enmienda que se propone, al favorecer las condiciones de competitividad de este mercado, propende a la disminución de los precios de la energía. Además, facilita el financiamiento de gestiones administrativas.

- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
o o o

Indicación N° 2


Del Honorable Senador señor Horvath, propone intercalar un nuevo numeral del tenor siguiente:


“…) Intercálase, en el artículo 149 bis, el siguiente inciso sexto:


“Tratándose de comunas o agrupaciones de estas con una baja tasa de intensidad de generación eléctrica, la valorización de las inyecciones de energía eléctrica que efectúen los usuarios finales sujetos a regulación de precio, se determinará conforme al valor que cobran las distribuidoras, menos sus utilidades.”.”.


A juicio de los personeros de Gobierno, atendido que el objeto del proyecto de ley en análisis se halla estrictamente acotado a sólo dos ideas, a saber, por una parte, disminuir las tarifas de los clientes regulados en aquellas comunas que posean centrales de generación de energía eléctrica (Reconocimiento a la Generación Local), y, por otra, acortar las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país (Equidad Tarifaria Residencial), esta indicación no diría relación directa con las ideas matrices del proyecto y sobrepasaría su ámbito de acción.


En razón de lo anterior, la Comisión consideró que la propuesta sería inadmisible en los términos de los artículos 69 de la Carta Fundamental, y 24 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


El Honorable Senador señor Horvath se inclinó por la admisibilidad de la indicación, al estimar que –si bien incide en el llamado net metering- sólo produciría el efecto de modificar el precio que pagan las empresas distribuidoras a los clientes que generan energía (cuyo remanente inyectan luego al sistema), lo cual permitiría que esta energía fuese valorada con un mejor precio. Ello no afectaría normas de administración financiera del Estado.

- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o

Numeral 1)


Modifica, mediante tres literales, el artículo 157°.
Letra a)

Intercala nuevos incisos tercero y cuarto.
El nuevo inciso tercero propuesto establece que en aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts, se aplicará un descuento al precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución que las concesionarias de distribución traspasan a los suministros sometidos a regulación de precios. Agrega que este descuento se aplicará luego de aplicado el mecanismo contemplado en el artículo 191° y se calculará en función del factor de intensidad de cada comuna, de acuerdo a la siguiente escala:

	Descuento según factor de intensidad

	Factor de Intensidad kW/N° Clientes
	Descuento [%]

	Máximo
	Mínimo
	

	         > 2.000
	50,00%

	2.000
	> 1.500
	45,00%

	1.500
	> 1.000
	40,00%

	1.000
	> 350
	35,00%

	350
	> 75
	17,50%

	75
	> 15
	8,75%

	15
	2,5
	4,38%


El nuevo inciso cuarto que se consulta precisa que el factor de Intensidad de cada comuna será calculado por la Comisión sobre la base de los datos que ésta obtenga para tales efectos, e informado al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. Añade que los descuentos serán absorbidos por los suministros sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación, a través de un cargo en la componente de energía del precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución.
Inciso cuarto
Indicación N° 3


Del Honorable Senador señor Guillier, propone sustituir la oración “Los descuentos señalados serán absorbidos por los suministros sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación, a través de un cargo en la componente de energía del precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución.”, por “Los descuentos señalados serán absorbidos por el Ministerio de Energía a través de un Fondo de Compensación para las Comunas Intensivas en Generación Eléctrica creado para tal efecto.”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Guillier, relativa a la factibilidad de crear un fondo compensatorio para las comunas de mayor intensidad en generación eléctrica, el señor Ministro de la Cartera sostuvo que si bien ello podría estudiarse, debería incluirse en un proyecto de ley distinto y específico referido a la asociatividad, que estableciera un mecanismo que permita el pago de patentes municipales en las comunas donde se desarrollan proyectos energéticos.


Con todo, agregó el personero, éste es un asunto que se discute actualmente con las empresas, pues el 80% de ellas paga patentes en las comunas donde se encuentran las instalaciones y no en la casa matriz, como ocurría anteriormente. La finalidad a alcanzar consiste en que estos proyectos contribuyan al bienestar y desarrollo de las localidades que los acogen.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
° ° °
Indicación N° 4

De S.E. la Presidenta de la República, propone intercalar, a continuación del nuevo inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos:


“Junto con lo anterior, en aquellas comunas en que se emplacen centrales cuya energía eléctrica generable, en su conjunto, sea mayor al 5% de la energía eléctrica generable total del país, se aplicará un descuento adicional al establecido en el inciso anterior. Los descuentos adicionales a que dé lugar la aplicación del presente inciso, serán absorbidos por todos los suministros de clientes sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación. El descuento se aplicará en la misma forma señalada en los incisos anteriores y de acuerdo a la siguiente tabla:

	Descuento según porcentaje de aporte

	% de aporte sobre

la energía generable

total país
	Descuento (%)

	Máximo
	Mínimo
	

	>15%
	25%

	15%
	>10%
	20%

	10%
	>5%
	15%



La energía eléctrica generable para estos efectos será determinada por la Comisión en el informe técnico a que se refiere el artículo 158° y considerará la energía anual que pueda ser inyectada al sistema por cada central generadora, sus características tecnológicas y aspectos tales como disponibilidad de su fuente de energía primaria e indisponibilidades técnicas, entre otros.


Para el caso de las centrales hidráulicas productoras de energía eléctrica, cuyas instalaciones principales, tales como la bocatoma, la sala de máquina, la represa y el embalse, se emplacen en el territorio de más de una comuna, la metodología señalada en los incisos tercero al sexto anteriores será aplicable a todas las comunas donde se emplace la central, de acuerdo al Factor de Intensidad de dichas comunas y a su porcentaje de aporte a la energía generable total del país. Para efectos de determinar la ubicación de las centrales hidráulicas, la Comisión podrá requerir a otros servicios o autoridades antecedentes sobre la ubicación de éstas.”.


Con motivo del análisis de esta indicación, el señor Ministro de Energía comentó que, existiendo comunas generadoras con un peso importante en el sistema y que aportan más del 5% del total de la capacidad de generación del país, independientemente de su número de habitantes, el propósito de la indicación es efectuar un reconocimiento adicional en beneficio de estas localidades. Al efecto, la categoría se define por aquellas comunas con una capacidad instalada de generación superior al 5% de la totalidad del sistema.


El Honorable Senador señor Prokurica, no obstante valorar la indicación del Ejecutivo, abogó por la necesidad de realizar un esfuerzo adicional a favor de las comunas que tienen generadoras que utilizan tecnologías más contaminantes. Así, por ejemplo, se debería compensar especialmente a las localidades que producen energía mediante carbón.


Sobre el particular, y coincidiendo con la idea antes consignada, el Honorable Senador señor Guillier recordó que la generación eléctrica se da también en algunas comunas declaradas zonas saturadas con alto riesgo para la salud de la población. Estas localidades, añadió, merecen una compensación adicional.


El Honorable Senador señor Pizarro recalcó que la enmienda establece un parámetro de 5% de contribución a la capacidad instalada del país, independientemente de la tecnología con que la producen. Por otra parte, aclaró que cuando una comunidad es declarada zona saturada se exigen e imponen otras mitigaciones, más rigurosas, a los proyectos que pretenden instalarse en ese lugar. 


La Honorable Senadora señora Allende hizo presente que hace algunos años la III Región tuvo en la generación a carbón la respuesta al corte del gas proveniente de Argentina. Hoy, comunas como Huasco han sufrido un elevado perjuicio debido a este tipo de generación eléctrica. Por lo mismo, sería importante agregar una compensación adicional que considere como externalidad negativa este tipo de tecnología por sus mayores niveles de contaminación.


El señor Ministro de Energía, en atención a que en esta materia existen opiniones discordantes, fue partidario de que la política energética sea neutral desde el punto de vista tecnológico. Al respecto, hizo presente que mientras hay comunas, como Chiloé, que se oponen a la energía eólica, hay otras que rechazan los paneles solares. Dependiendo del bien que se quiere cautelar, no sólo la generación a carbón es contaminante.


Por otra parte, dijo, no puede olvidarse que las empresas que producen energía mediante carbón están afectas a gravámenes especiales de carácter tributario. Esta diferenciación impositiva busca premiar la utilización de energía de base limpia.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
° ° °
Indicación N° 5

De la Honorable Senadora señora Allende, propone intercalar, a continuación del nuevo inciso cuarto, dos incisos nuevos del tenor siguiente:


“Junto con lo anterior, en aquellas comunas en que se emplacen centrales cuya energía eléctrica generable, en su conjunto, sea mayor al 5% respecto de la energía eléctrica generable total del país, se aplicará un descuento adicional al establecido en el inciso anterior. Los descuentos adicionales a que dé lugar la aplicación del presente inciso, serán absorbidos por todos los suministros de los clientes sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación. El descuento se aplicará de la misma forma señalada en los incisos anteriores y de acuerdo a la siguiente tabla:

	Descuento según porcentaje de aporte

	% de aporte sobre

la energía generable

total país
	Descuento (%)

	Máximo
	Mínimo
	

	>15%
	25%

	15%
	>10%
	20%

	10%
	>5%
	15%



La energía eléctrica generable para estos efectos será determinada por la Comisión en el informe técnico a que se refiere el artículo 158° y considerará la energía anual que pueda ser inyectada al sistema por cada central generadora, considerando sus características tecnológicas y aspectos tales como disponibilidad de su fuente de energía primaria e indisponibilidades técnicas, entre otros.”.

- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
° ° °

Indicación N° 6

Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación del inciso cuarto propuesto, un inciso quinto, nuevo, del tenor siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, todas las distribuidoras, independiente de si en las comunas donde distribuyen son intensivas en generación eléctrica, deberán elaborar y ejecutar un programa de eco alfabetización energética y de eficiencia energética, dirigido a clientes regulados consumidores finales.”.

Atendidos los restringidos propósitos que persigue este proyecto de ley, la Comisión consideró que esta indicación no dice relación directa con las ideas matrices o fundamentales de la iniciativa.


El Honorable Senador señor Horvath, partidario de su admisibilidad, adujo que la enmienda propuesta alude únicamente a programas de eco alfabetización con cargo a las empresas distribuidoras, a fin de aumentar la eficiencia energética.


El señor Secretario de Estado informó que la denominada eco-alfabetización energética se encuentra contenida en el proyecto de ley sobre eficiencia energética, que será ingresado a tramitación legislativa el primer semestre del año próximo.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
° ° °

Indicación N° 6A

De la Honorable Senadora señora Allende, propone intercalar un nuevo numeral, del tenor que sigue:


“…) Agrégase un inciso cuarto y final, nuevo, al artículo 184°, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, con ocasión del proceso de fijación de tarifas de suministro de distribución, se considerará la conveniencia de incorporar algunos de los servicios a los que se refiere el número 4 del artículo 147° de la ley que ya han sido previamente objeto de fijación de precios, dentro del valor agregado de distribución, todo ello en consistencia con la normativa técnica vigente, indicándose fundadamente en las bases a que se refiere el inciso primero del artículo 188° de la presente ley.”.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o

Numeral 2)

Consulta agregar, en el artículo 191°, nuevos incisos segundo y tercero.

Inciso segundo, nuevo


Prescribe que en el conjunto de los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kilowatts, las tarifas máximas que las empresas distribuidoras podrán cobrar por suministro a usuarios residenciales no podrán diferir del promedio simple de éstas en más de un 10% del mismo, considerando una muestra estadísticamente homogénea. En caso que dichas tarifas excedan este porcentaje, deberá aplicarse un ajuste a la componente contemplada en el número 3.- del artículo 182°. Si a pesar de ello no se lograre alcanzar el porcentaje antes mencionado, se aplicará el máximo descuento obtenido, sin que procedan ajustes adicionales. Las diferencias serán absorbidas por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios de las comunas que están bajo el promedio señalado, con excepción de aquellos usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea menor o igual a 180 kWh, de modo que no varíe la recaudación total inicial. Sin perjuicio de lo anterior, las tarifas correspondientes a aquellos usuarios residenciales que deban absorber las diferencias señaladas, no podrán resultar superiores al promedio simple de éstas.
Indicación N° 7

De S.E. la Presidenta de la República, para remplazar la expresión “diferir del” por la frase “superar el”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
Indicación N° 8

De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase “en más de” por la expresión “, calculadas sobre la base de un consumo tipo, incrementado en”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
Indicación N° 9

De S.E. la Presidenta de la República, para remplazar la expresión “estadísticamente homogénea” por la palabra “representativa”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
Indicación N° 10

De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la frase “Las diferencias serán absorbidas”, la palabra “progresivamente”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
Indicación N° 11

De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “de las comunas”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
Indicación N° 12

De S.E. la Presidenta de la República, para remplazar la forma verbal “están” por “estén”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
Indicación N° 13

De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el guarismo “180” por “200”.


El Secretario de Estado explicó que, a fin de determinar qué clientes deberán contribuir al financiamiento de la medida contenida en este proyecto de ley, la enmienda que se propone amplía el consumo promedio mensual considerado originalmente de 180kWh a 200 kWh. Esto produce el efecto de aumentar el número de personas que serán beneficiadas con la iniciativa.


Consultados los personeros de Gobierno por la Honorable Senadora señora Allende acerca del porcentaje de la población más vulnerable que se verá afectada con esta medida, el señor Secretario Ejecutivo de la CNE informó que, en circunstancias que en la Región Metropolitana se registra un consumo promedio mensual de 217 kWh, los clientes que contribuirán con este mecanismo de equidad tarifaria serán cerca de 700.000, y los exentos alcanzarán los 800.000. En el resto de las regiones del país el promedio de consumo se encuentra por debajo de los 180 kWh, por lo que el 80% de los clientes se encontraría liberado de colaborar.


El Honorable Senador señor García-Huidobro anunció su abstención respecto de esta indicación, por cuanto en su opinión esta modificación –no obstante la solicitud que formulara en su momento al Ejecutivo- no representa un real beneficio en su Región en particular.

- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por mayoría, con el voto a favor de los Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Pizarro y Prokurica, y la abstención del Honorable Senador señor García-Huidobro.
Inciso tercero, nuevo

Dispone que los ajustes a que dé origen el mecanismo señalado, serán calculados por la Comisión e informados al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. A su vez, las transferencias entre empresas distribuidoras a que den origen las diferencias de facturación producto de la aplicación del mecanismo antes mencionado, serán calculadas por los CDEC respectivos, de manera coordinada. El mecanismo de reliquidación de las diferencias de facturación entre empresas concesionarias de distribución, será establecido por la Comisión mediante Resolución Exenta. Para estos efectos, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.

Indicación N°14

De S.E. la Presidenta de la República para sustituir la oración inicial “Los ajustes a que dé origen el mecanismo señalado, serán calculados por la Comisión e informados al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°.”, por “Los ajustes y recargos a que dé origen el mecanismo señalado, serán fijados en el decreto que dicte el Ministerio de Energía con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°, previo informe técnico de la Comisión.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
Numeral 3)


Incorpora al artículo 225°, a continuación de la letra ac), nuevas letras ad) y ae).
Letra ae), nueva

Define “comuna intensiva en generación”, como aquella cuyo factor de intensidad es mayor a 2,5 kW/N° Clientes.

Indicación N° 15


De S.E. la Presidenta de la República, propone intercalar, a continuación de la locución “es”, la expresión “igual o”.


El señor Secretario Ejecutivo de la CNE explicó que esta enmienda tiene por objeto determinar con mayor precisión el factor de intensidad de una comuna, el que corresponde a su capacidad per cápita.

- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
o o o
Indicación N° 16

Del Honorable Senador señor Navarro, consulta incorporar un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“Con todo, en el procedimiento administrativo de fijación de las tarifas de distribución domiciliaria, incluyendo la determinación del precio nudo, se velará por una adecuada participación de la ciudadanía durante todo el proceso de fijación tarifaria.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o
Indicación N° 17

De la Honorable Senadora señora Allende, propone incorporar, a continuación del artículo 225°, un artículo nuevo del tenor siguiente: 


“Artículo 226°.- Las empresas que instalen centrales de generación de electricidad de fuente termoeléctrica deberán contemplar, implementar y ejecutar un plan de compensaciones de sociales, tarifarias, deportivas, culturales, educacionales y económicas en la comuna o comunas en las cuales funcionen y/o afecten.


El plan de compensaciones deberá ser efectuado por todas las empresas que posean centrales de generación termoeléctrica o proyectos de centrales termoeléctricas, cuya capacidad instalada  o proyectada de generación, amerite su ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental de conformidad a lo establecido en la ley 19.300.”.


Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Allende acerca de si la idea de esta indicación formará parte de algún nuevo proyecto de ley, el señor Ministro de Energía informó que estará contenida en el proyecto sobre asociatividad.


El personero explicó, además, que se sometieron recientemente a consulta ciudadana estándares de participación en el desarrollo de proyectos, al tenor de los cuales el 1% de la generación eléctrica de la correspondiente iniciativa irá en forma definitiva a la comunidad que lo acoge.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o
Indicación N° 17A

Del Honorable Senador señor Prokurica, propone incorporar, a continuación del artículo 225°, un artículo 226°, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 226°.- Las empresas que instalen centrales de generación de electricidad de fuente termoeléctrica deberán implementar un plan de compensaciones sociales y económicas a ejecutarse en la comuna donde funcionen.


El plan de compensaciones deberá ser ejecutado por todas las empresas que posean centrales de generación termoeléctrica o proyectos de centrales termoeléctricas, cuya capacidad instalada o proyectada de generación, amerite su ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental de conformidad a lo establecido en la ley 19.300.


Un reglamento establecerá los requisitos que deba cumplir y materias que deba contemplar el plan de compensaciones.”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o
Indicación N° 18

De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Navarro y Pérez Varela, propone incorporar un artículo nuevo del tenor que sigue:


“Artículo segundo.- Incorpórese el siguiente Título IX nuevo al DFL 4/20018, de 2006:

“Título IX

Plan de Compensación”


Artículo 226.- Las empresas que instalen centrales de generación de electricidad de fuente termoeléctrica, deberán implementar un Plan de Compensaciones Sociales y Económicas a ejecutarse en la respectiva comuna.


Artículo 227.- Se entenderá por Central de Generación Termoeléctrica a la instalación empleada para la generación de energía eléctrica a partir del calor que se obtiene del gas, petróleo o del carbón.


Artículo 228.- El plan de compensación deberá ser elaborado por todas las centrales de generación termoeléctrica o proyectos de centrales termoeléctricas, cuya capacidad instalada o proyectada de generación amerite su ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental que regula la Ley Nº 19.300 de Bases del Medio Ambiente.


Artículo 229.- Tan pronto el titular del proyecto ingrese su solicitud de evaluación ambiental en los casos que corresponda, y como parte integrante del proceso de participación contemplada en la ley Nº 19.300, se deberá formar una mesa de trabajo, cuyo objetivo será acordar un plan que compense los impactos negativos, económicos y sociales, derivados de la instalación en una o varias comunas, de una central termoeléctrica.


Esta instancia, será presidida por el Secretario Regional Ministerial de Medio Ambiente e integrada por dos representantes del titular del proyecto, un representante del municipio en cuyo territorio se instale; un representante del comercio local y un representante de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos. Además, será integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales de Economía, Salud, Educación, Energía y Agricultura.


La mesa de trabajo deberá reunirse dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya sido declarado el respectivo proyecto energético, por parte del Servicio de Evaluación Ambiental. Un reglamento emitido por el Ministerio del Medio Ambiente establecerá el funcionamiento interno de la Mesa de Trabajo.


La Mesa de Trabajo deberá acordar un Plan de Compensaciones con anterioridad a la autorización que califica favorablemente el proyecto respectivo.


Artículo 230.- La Mesa de Trabajo podrá acordar alguna de las siguientes medidas de compensación:


a.- Creación de un Fondo de Desarrollo Comunal.


El titular del proyecto podrá establecer un Fondo de Desarrollo Comunal, cuyo monto será determinado por el reglamento, el que deberá corresponder a un porcentaje de la inversión prevista en el proyecto. Este fondo será administrado por el Concejo Municipal, el que podrá destinar sólo hasta el 70 % del total para financiar las iniciativas de infraestructura, equipamiento y otros proyectos de interés comunitario que tengan asociado un plan de mejoramiento en la calidad de vida o las condiciones laborales de los residentes de la comuna donde esté emplazada la central termoeléctrica.


El 30%, restante, se destinará al financiamiento de becas de estudio de nivel universitario o técnico-profesional, para los habitantes de la comuna.


b.- Programa de Salud Preventivo y Correctivo.


El titular del proyecto podrá establecer un programa tendiente a evaluar la condición de salud de los habitantes de las comunidades en un radio de 30  kilómetros al punto de ubicación de la central termoeléctrica. Dicho programa busca establecer una línea de base para determinar el real impacto que el funcionamiento de este tipo de generadoras pueda ocasionar en la salud de las personas.


c.- Plan de Reforestación.


Los titulares del proyecto deberán presentar un programa de reforestación a ser realizado en la comuna o provincia donde se construirá la generadora, con una superficie mínima de hectáreas que determinará el reglamento.


d.- Red de Monitoreo.


Los titulares estarán obligados a presentar un programa de monitoreo de elementos contaminantes, que se determinarán en el respectivo reglamento, programa que deberá estar operativo, a lo menos con seis meses de antelación a la entrada en funcionamiento de la central termoeléctrica.


Podrán acordarse otras medidas de compensación en la medida que se encuentren dentro de los criterios enumerados en el artículo siguiente.


Artículo 231.- La Mesa de Trabajo, en orden a determinar y acordar las medidas de compensación a aplicar, deberá considerar los siguientes criterios:


a) La inversión estimada del proyecto;


b) Capacidad proyectada de generación;


c) La ubicación geográfica del proyecto y su distancia de centros poblados;


d) El número de habitantes de dichos centros de población; y


e) El grado de desarrollo económico alcanzado por los centros poblacionales


Artículo 232.- Los montos mensuales que involucren la implementación del Plan de Compensaciones, podrán imputarse al cumplimiento de los pagos provisionales mensuales establecidos en los artículos 84 y siguientes de la Ley sobre Impuesto a la Renta, gozando del reajuste a que se refiere el artículo 95 de dicha ley, hasta el último día del mes anterior al de su imputación.


El remanente que resultare de esta imputación, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de hacerlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, reajustado en la forma indicada precedentemente. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 233.- Las centrales que actualmente se encuentren en funcionamiento, tendrán un plazo de 5 años, contados desde la publicación de esta ley, para establecer las medidas de compensación a que se refieren las letras c y d del artículo quinto.


Dentro del mismo plazo, deberán crear el Fondo de Desarrollo Comunal al que hace referencia el artículo 5 letra a), cuyo monto será determinado por el reglamento.”.”.

- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o
Indicación N° 19

De los Honorables Senadores señores Prokurica, Navarro y Pérez Varela, propone agregar el siguiente artículo segundo, nuevo:


“Artículo segundo.- Incorpórese el siguiente Título IX nuevo al DFL 4/20018, de 2006

“Título IX

Plan de Compensación”


Artículo 226.- Las empresas que instalen centrales de generación de electricidad de fuente termoeléctrica, deberán implementar un Plan de Compensaciones Sociales y Económicas a ejecutarse en la respectiva comuna.


Artículo 227.- El plan de compensación deberá ser elaborado por todas las centrales de generación termoeléctrica o proyectos de centrales termoeléctricas, cuya capacidad instalada o proyectada de generación amerite su ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental que regula la Ley Nº 19.300 de Bases del Medio Ambiente.


Artículo 229.- Tan pronto el titular del proyecto ingrese su solicitud de evaluación ambiental en los casos que corresponda, y como parte integrante del proceso de participación contemplada en la ley Nº 19.300, se deberá formar una mesa de trabajo, cuyo objetivo será acordar un plan que compense los impactos negativos, económicos y sociales, derivados de la instalación en una o varias comunas, de una central termoeléctrica.


Esta instancia, será presidida por el Secretario Regional Ministerial de Medio Ambiente e integrada por dos representantes del titular del proyecto, un representante del municipio en cuyo territorio se instale; un representante del comercio local y un representante de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos. Además, será integrada por los Secretarios Regionales Ministeriales de Economía, Salud, Educación, Energía y Agricultura.


La mesa de trabajo deberá reunirse dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya sido declarado el respectivo proyecto energético, por parte del Servicio de Evaluación Ambiental. Un reglamento emitido por el Ministerio del Medio Ambiente establecerá el funcionamiento interno de la Mesa de Trabajo.


La Mesa de Trabajo deberá acordar un Plan de Compensaciones con anterioridad a la autorización que califica favorablemente el proyecto respectivo.


Artículo 230.- La Mesa de Trabajo podrá acordar alguna de las siguientes medidas de compensación:


a.- Creación de un Fondo de Desarrollo Comunal.


El titular del proyecto podrá establecer un Fondo de Desarrollo Comunal, cuyo monto será determinado por el reglamento, el que deberá corresponder a un porcentaje de la inversión prevista en el proyecto. Este fondo será administrado por el Concejo Municipal, el que podrá destinar sólo hasta el 70 % del total para financiar las iniciativas de infraestructura, equipamiento y otros proyectos de interés comunitario que tengan asociado un plan de mejoramiento en la calidad de vida o las condiciones laborales de los residentes de la comuna donde esté emplazada la central termoeléctrica.


El 30%, restante, se destinará al financiamiento de becas de estudio de nivel universitario o técnico-profesional, para los habitantes de la comuna.


b.- Programa de Salud Preventivo y Correctivo.


El titular del proyecto podrá establecer un programa tendiente a evaluar la condición de salud de los habitantes de las comunidades en un radio de 30  kilómetros al punto de ubicación de la central termoeléctrica. Dicho programa busca establecer una línea de base para determinar el real impacto que el funcionamiento de este tipo de generadoras pueda ocasionar en la salud de las personas.


c.- Plan de Reforestación.


Los titulares del proyecto deberán presentar un programa de reforestación a ser realizado en la comuna o provincia donde se construirá la generadora, con una superficie mínima de hectáreas que determinará el reglamento.


d.- Red de Monitoreo.


Los titulares estarán obligados a presentar un programa de monitoreo de elementos contaminantes, que se determinarán en el respectivo reglamento, programa que deberá estar operativo, a lo menos con seis meses de antelación a la entrada en funcionamiento de la central termoeléctrica.


Podrán acordarse otras medidas de compensación en la medida que se encuentren dentro de los criterios enumerados en el artículo siguiente.


Artículo 231.- La Mesa de Trabajo, en orden a determinar y acordar las medidas de compensación a aplicar, deberá considerar los siguientes criterios:


a) La inversión estimada del proyecto;


b) Capacidad proyectada de generación;


c) La ubicación geográfica del proyecto y su distancia de centros poblados;


d) El número de habitantes de dichos centros de población; y


e) El grado de desarrollo económico alcanzado por los centros poblacionales


Artículo 232.- Los montos mensuales que involucren la implementación del Plan de Compensaciones, podrán imputarse al cumplimiento de los pagos provisionales mensuales establecidos en los artículos 84 y siguientes de la Ley sobre Impuesto a la Renta, gozando del reajuste a que se refiere el artículo 95 de dicha ley, hasta el último día del mes anterior al de su imputación.


El remanente que resultare de esta imputación, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de hacerlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, reajustado en la forma indicada precedentemente. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 233.- Las centrales que actualmente se encuentren en funcionamiento, tendrán un plazo de 5 años, contados desde la publicación de esta ley, para establecer las medidas de compensación a que se refieren las letras c y d del artículo quinto.


Dentro del mismo plazo, deberán crear el Fondo de Desarrollo Comunal al que hace referencia el artículo 5 letra a), cuyo monto será determinado por el reglamento. ”.”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o
Indicación N° 20

De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Navarro y Pérez Varela, para incorporar un artículo nuevo del tenor que se expresa a continuación:


“Artículo tercero.- Modifíquese la ley Nº 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente, de la siguiente manera:


Agréguese, en el artículo 13 bis, a continuación del punto aparte, la siguiente oración:


“Todo lo anterior, es sin perjuicio de los planes de compensación especiales establecidos en otras leyes.”.”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o

Indicación N° 21

De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Navarro y Pérez Varela, para incorporar un artículo nuevo del siguiente tenor: 


“Artículo cuarto.- Modifíquese el decreto Nº 2.385, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 3.063, de 1979, de Rentas Municipales:


“Agrégase el siguiente artículo 25 bis:


Artículo 25 bis.- Para el caso de las generadoras de energía eléctrica, y sólo para efectos de lo dispuesto en este artículo y el anterior, la casa matriz se entenderá domiciliada en la o las comunas donde se encuentre instalada la o las unidades generadoras de energía eléctrica, indistintamente. Si una unidad generadora se encuentra situada en dos o más comunas, el domicilio se entenderá fijado en uno cualquiera de ellos. Por consiguiente, se entenderá que la gerencia del negocio o empresa o su dirección general se encuentra instalada en dicha comuna.


No será aplicable lo dispuesto en el artículo 25 a este tipo de industria, y por tanto, el monto de la patente que deban pagar no será objeto de distribución alguna.


En caso que dos o más unidades de generación de energía pertenezcan a un mismo contribuyente, la patente se pagará de acuerdo al capital que el contribuyente declare para cada unidad de generación, distribuyéndose el capital entre las distintas comunas de acuerdo a la cantidad de energía producida, inyectada a los sistemas interconectados e informada a la autoridad correspondiente, por cada unidad de generación, en los doce meses anteriores a la fijación del monto de la patente.”.”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
o o o

Artículo tercero transitorio.-


Encarga a la Comisión, en el Informe Técnico que fija las fórmulas tarifarias para las concesionarias de servicio público de distribución, determinar las opciones tarifarias correspondientes a los usuarios residenciales. Agrega que, para estos efectos, mientras se encuentre vigente el decreto supremo N° 1T, del Ministerio de Energía, de 2013, que fija fórmulas tarifarias aplicables a los suministros sujetos a precios regulados, efectuados por las empresas concesionarias de distribución que indica, se considerará como usuarios residenciales a aquellos clientes que se encuentren dentro de la opción tarifaria BT1.
° ° °
Indicación N° 22

De S.E. la Presidenta de la República, para incorporarle el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Para efectos de la aplicación del mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos los factores de asignación de costos sectorizados contenidos en el decreto supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2012, serán igual a 1 para las tarifas correspondientes a los usuarios residenciales.”.


Ante una consulta surgida en el seno de la Comisión, el señor Ministro de Energía explicó que esta modificación alude a la forma de cálculo del mecanismo que se propone.


Enseguida, el señor Secretario Ejecutivo de la CNE precisó que existe un pequeño subsidio cruzado en torno a la formulación tarifaria del valor agregado de distribución (VAD) en los límites de comunas donde existen empresas distribuidoras distintas. Para acometer esta situación, agregó, se propone aplicar un factor de asignación de costo sectorizado que disminuye la diferencia y evita aplicar dos veces el subsidio cruzado.

- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.
o o o
Indicación N° 23

De la Honorable Senadora señora Allende, consulta incorporar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:


“Artículo sexto transitorio.- Para efectos de la aplicación de la presente ley, se entenderá que los recursos obtenidos en conformidad al inciso segundo del artículo 132° de la Ley General de Servicios Eléctricos, que se destinen a las actividades señaladas en el inciso cuarto del artículo 131° de la misma ley, comprenden también a aquellos obtenidos durante la realización de procesos licitatorios anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por unanimidad con el voto de los Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Pizarro. Cabe consignar que el Honorable Senador señor Prokurica se declaró inhabilitado en los términos del artículo 8° del Reglamento de la Corporación.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley acordado en general por el Honorable Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO.-

o o o

- Intercalar los siguientes numerales 1) y 2), nuevos:


“1) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 131°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Dentro de estos gastos se comprenderán, entre otros, aquellos que tengan por objeto el financiamiento de actividades de gestión, tales como arriendo de locales, gastos de notaría u otros, y de actividades que tengan por objeto convocar a potenciales participantes, dentro o fuera del territorio nacional, en las que podrán participar representantes del sector público o privado.”.


2) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 132°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo, las bases podrán regular la destinación que se dará a los recursos obtenidos por la venta de estas mismas, la que en todo caso deberá limitarse a la realización de actividades vinculadas directamente con aspectos administrativos, de gestión, difusión o publicidad de los procesos licitatorios, en los términos dispuestos en el inciso cuarto del artículo 131° de la ley.”.”.
(Indicación N° 1A. Aprobada por unanimidad 5x0)

o o o

Número 1)

Pasa a ser 3), con las siguientes enmiendas:

Letra a)

- Sustituir su encabezamiento, por el que sigue:


“a) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser octavo, y así sucesivamente:”.

(Artículo 121 del Reglamento)

- Intercalar, a continuación del inciso cuarto, nuevo, que este literal propone, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos:


“Junto con lo anterior, en aquellas comunas en que se emplacen centrales cuya energía eléctrica generable, en su conjunto, sea mayor al 5% de la energía eléctrica generable total del país, se aplicará un descuento adicional al establecido en el inciso anterior. Los descuentos adicionales a que dé lugar la aplicación del presente inciso, serán absorbidos por todos los suministros de clientes sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación. El descuento se aplicará en la misma forma señalada en los incisos anteriores y de acuerdo a la siguiente tabla:

	Descuento según porcentaje de aporte

	% de aporte sobre

la energía generable

total país
	Descuento (%)

	Máximo
	Mínimo
	

	>15%
	25%

	15%
	>10%
	20%

	10%
	>5%
	15%



La energía eléctrica generable para estos efectos será determinada por la Comisión en el informe técnico a que se refiere el artículo 158° y considerará la energía anual que pueda ser inyectada al sistema por cada central generadora, sus características tecnológicas y aspectos tales como disponibilidad de su fuente de energía primaria e indisponibilidades técnicas, entre otros.


Para el caso de las centrales hidráulicas productoras de energía eléctrica, cuyas instalaciones principales, tales como la bocatoma, la sala de máquina, la represa y el embalse, se emplacen en el territorio de más de una comuna, la metodología señalada en los incisos tercero al sexto anteriores será aplicable a todas las comunas donde se emplace la central, de acuerdo al Factor de Intensidad de dichas comunas y a su porcentaje de aporte a la energía generable total del país. Para efectos de determinar la ubicación de las centrales hidráulicas, la Comisión podrá requerir a otros servicios o autoridades antecedentes sobre la ubicación de éstas.”.
(Indicación N° 4. Aprobada por unanimidad 5x0)

Letra b)

- Sustituir, en su encabezamiento, la palabra “quinto” por “octavo”.

(Artículo 121 del Reglamento)
Número 2)


Pasa a ser 4), con las modificaciones que siguen:


- En el inciso segundo, nuevo, que este número consulta, remplazar la expresión “diferir del” por “superar el”; sustituir la frase “en más de” por “, calculadas sobre la base de un consumo tipo, incrementado en”; remplazar la expresión “estadísticamente homogénea” por “representativa”; intercalar, entre “Las diferencias serán absorbidas” y “por todos los demás suministros”, la palabra “progresivamente”; eliminar la frase “de las comunas”; remplazar el verbo “están” por “estén”, y sustituir el guarismo “180” por “200”.
(Indicaciones N°s. 7, 8, 9, 10, 11 y 12. Aprobadas por unanimidad 5x0)

(Indicación N° 13. Aprobada por mayoría 4x1 abstención)

- En el inciso tercero, nuevo, que este número propone, sustituir la oración inicial “Los ajustes a que dé origen el mecanismo señalado, serán calculados por la Comisión e informados al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°.”, por la siguiente: “Los ajustes y recargos a que dé origen el mecanismo señalado, serán fijados en el decreto que dicte el Ministerio de Energía con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°, previo informe técnico de la Comisión.”.
(Indicación N° 14. Aprobada por unanimidad 5x0)

Número 3)

Pasa a ser 5), con la siguiente enmienda:


- En la letra ae), nueva, que este número consulta, intercalar, a continuación de la locución “es”, la expresión “igual o”.

(Indicación N° 15. Aprobada por unanimidad 5x0)

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO.-

- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Para efectos de la aplicación del mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos los factores de asignación de costos sectorizados contenidos en el decreto supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2012, serán igual a 1 para las tarifas correspondientes a los usuarios residenciales.”.

(Indicación N° 22. Aprobada por unanimidad 5x0)

o o o

- Agregar, a continuación, el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:


“Artículo sexto transitorio.- Para efectos de la aplicación de la presente ley, se entenderá que los recursos obtenidos en conformidad al inciso segundo del artículo 132° de la Ley General de Servicios Eléctricos, que se destinen a las actividades señaladas en el inciso cuarto del artículo 131° de la misma ley, comprenden también a aquellos obtenidos durante la realización de procesos licitatorios anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley.”.
(Indicación N° 23. Aprobada por unanimidad 4x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica, las siguientes modificaciones:


1) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 131°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Dentro de estos gastos se comprenderán, entre otros, aquellos que tengan por objeto el financiamiento de actividades de gestión, tales como arriendo de locales, gastos de notaría u otros, y de actividades que tengan por objeto convocar a potenciales participantes, dentro o fuera del territorio nacional, en las que podrán participar representantes del sector público o privado.”.


2) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 132°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo, las bases podrán regular la destinación que se dará a los recursos obtenidos por la venta de estas mismas, la que en todo caso deberá limitarse a la realización de actividades vinculadas directamente con aspectos administrativos, de gestión, difusión o publicidad de los procesos licitatorios, en los términos dispuestos en el inciso cuarto del artículo 131° de la ley.”.

3) Modifícase el artículo 157° en el siguiente sentido:

a) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser octavo, y así sucesivamente:
“Adicionalmente, en aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts, se aplicará un descuento al precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución que las concesionarias de distribución traspasan a los suministros sometidos a regulación de precios. Este descuento se aplicará luego de aplicado el mecanismo contemplado en el artículo 191° y se calculará en función del factor de intensidad de cada comuna, de acuerdo a la siguiente escala:

	Descuento según factor de intensidad

	Factor de Intensidad kW/N° Clientes
	Descuento [%]

	Máximo
	Mínimo
	

	         > 2.000
	50,00%

	2.000
	> 1.500
	45,00%

	1.500
	> 1.000
	40,00%

	1.000
	> 350
	35,00%

	350
	> 75
	17,50%

	75
	> 15
	8,75%

	15
	2,5
	4,38%


El Factor de Intensidad de cada comuna será calculado por la Comisión sobre la base de los datos que ésta obtenga para tales efectos, e informado al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. Los descuentos señalados serán absorbidos por los suministros sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación, a través de un cargo en la componente de energía del precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución.


Junto con lo anterior, en aquellas comunas en que se emplacen centrales cuya energía eléctrica generable, en su conjunto, sea mayor al 5% de la energía eléctrica generable total del país, se aplicará un descuento adicional al establecido en el inciso anterior. Los descuentos adicionales a que dé lugar la aplicación del presente inciso, serán absorbidos por todos los suministros de clientes sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación. El descuento se aplicará en la misma forma señalada en los incisos anteriores y de acuerdo a la siguiente tabla:

	Descuento según porcentaje de aporte

	% de aporte sobre

la energía generable

total país
	Descuento (%)

	Máximo
	Mínimo
	

	>15%
	25%

	15%
	>10%
	20%

	10%
	>5%
	15%



La energía eléctrica generable para estos efectos será determinada por la Comisión en el informe técnico a que se refiere el artículo 158° y considerará la energía anual que pueda ser inyectada al sistema por cada central generadora, sus características tecnológicas y aspectos tales como disponibilidad de su fuente de energía primaria e indisponibilidades técnicas, entre otros.


Para el caso de las centrales hidráulicas productoras de energía eléctrica, cuyas instalaciones principales, tales como la bocatoma, la sala de máquina, la represa y el embalse, se emplacen en el territorio de más de una comuna, la metodología señalada en los incisos tercero al sexto anteriores será aplicable a todas las comunas donde se emplace la central, de acuerdo al Factor de Intensidad de dichas comunas y a su porcentaje de aporte a la energía generable total del país. Para efectos de determinar la ubicación de las centrales hidráulicas, la Comisión podrá requerir a otros servicios o autoridades antecedentes sobre la ubicación de éstas.”.
b) Reemplázase en el inciso tercero actual, que ha pasado a ser octavo, la expresión “inciso anterior” por la siguiente: “presente artículo”.

c) Agrégase, el siguiente inciso final, nuevo:

“Para efecto de la aplicación del presente artículo, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”.

4) Agréganse en el artículo 191° los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Sin perjuicio de lo anterior, en el conjunto de los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kilowatts, las tarifas máximas que las empresas distribuidoras podrán cobrar por suministro a usuarios residenciales no podrán superar el promedio simple de éstas, calculadas sobre la base de un consumo tipo, incrementado en un 10% del mismo, considerando una muestra representativa. En caso que dichas tarifas excedan este porcentaje, deberá aplicarse un ajuste a la componente contemplada en el número 3.- del artículo 182°. Si a pesar de ello no se lograre alcanzar el porcentaje antes mencionado, se aplicará el máximo descuento obtenido, sin que procedan ajustes adicionales. Las diferencias serán absorbidas progresivamente por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios que estén bajo el promedio señalado, con excepción de aquellos usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea menor o igual a 200 kWh, de modo que no varíe la recaudación total inicial. Sin perjuicio de lo anterior, las tarifas correspondientes a aquellos usuarios residenciales que deban absorber las diferencias señaladas, no podrán resultar superiores al promedio simple de éstas.

Los ajustes y recargos a que dé origen el mecanismo señalado, serán fijados en el decreto que dicte el Ministerio de Energía con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°, previo informe técnico de la Comisión. A su vez, las transferencias entre empresas distribuidoras a que den origen las diferencias de facturación producto de la aplicación del mecanismo antes mencionado, serán calculadas por los CDEC respectivos, de manera coordinada. El mecanismo de reliquidación de las diferencias de facturación entre empresas concesionarias de distribución, será establecido por la Comisión mediante Resolución Exenta. Para estos efectos, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”. 

5) Incorpóranse al artículo 225°, a continuación de la letra ac), las siguientes letras ad) y ae), nuevas:

“ad) Factor de Intensidad: se define como la razón entre la capacidad de generación instalada en cada comuna, expresada en kilowatts, y su número de clientes sometidos a regulación de precios.

ae) Comuna Intensiva en Generación: Comuna cuyo Factor de Intensidad es igual o mayor a 2,5 kW/N° Clientes.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de su publicación en el Diario Oficial. 

Artículo segundo transitorio.- En el primer año de vigencia de la presente ley, el mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos se aplicará exclusivamente a las áreas típicas de distribución 5 y 6, según la definición vigente de las áreas realizada por la Comisión Nacional de Energía de conformidad a los artículos 183°, 188° y 225° letra m) de la precitada ley. A partir del segundo año, este mecanismo deberá aplicarse respecto de la totalidad de las áreas típicas definidas por la Comisión. 

Artículo tercero transitorio.- Para la aplicación de la presente ley, la Comisión, en el Informe Técnico que fija las fórmulas tarifarias para las concesionarias de servicio público de distribución, determinará las opciones tarifarias correspondientes a los usuarios residenciales. No obstante lo anterior, para estos efectos, mientras se encuentre vigente el Decreto Supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2013, del Ministerio de Energía, que fija fórmulas tarifarias aplicables a los suministros sujetos a precios regulados que se señalan, efectuados por las empresas concesionarias de distribución que indica, se considerará como usuarios residenciales a aquellos clientes que se encuentren dentro de la opción tarifaria BT1.

Para efectos de la aplicación del mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos los factores de asignación de costos sectorizados contenidos en el decreto supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2012, serán igual a 1 para las tarifas correspondientes a los usuarios residenciales.

Artículo cuarto transitorio.- Increméntanse, ajustándose el número total de cargos respectivos, las siguientes dotaciones para el año 2015:

a. Ministerio de Energía, en un cupo;

b. Comisión Nacional de Energía, en cuatro cupos, y

c. Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en tres cupos.

Artículo quinto transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículo sexto transitorio.- Para efectos de la aplicación de la presente ley, se entenderá que los recursos obtenidos en conformidad al inciso segundo del artículo 132° de la Ley General de Servicios Eléctricos, que se destinen a las actividades señaladas en el inciso cuarto del artículo 131° de la misma ley, comprenden también a aquellos obtenidos durante la realización de procesos licitatorios anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 25 de noviembre y 16 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Alejandro Guillier Álvarez, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 21 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS PARA INTRODUCIR MECANISMOS DE EQUIDAD EN LAS TARIFAS ELÉCTRICAS

(N° 10.161-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Energía, el Ministro, señor Máximo Pacheco; el Jefe de Comunicaciones, señor Daniel Gómez, y el Asesor Legislativo, señor Felipe Venegas.

De la Comisión Nacional de Energía, el Secretario Ejecutivo, señor Andrés Romero; la Profesional del Departamento Eléctrico, señora Ximena Oviedo, y el Abogado, señor Fernando Dazarola.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Giovanni Semería.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Benjamín Rug.

Los Asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y Gustavo Rosende.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

Del Comité Unión Demócrata Independiente, el Abogado, señor Jorge Barrera.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Samuel Argüello.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos segundo, cuarto y quinto transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Minería y Energía, como reglamentariamente corresponde.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Disminuir las tarifas de los clientes regulados en comunas que posean centrales de generación de energía eléctrica y acotar las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país.
- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Antecedentes Equidad Tarifa Residencial.

En la Agenda de Energía -lanzada en mayo de 2014-, se contempló un plan de acción para lograr que Chile cuente con energía confiable, sustentable, inclusiva y de precios razonables.

En la actualidad existe una evidente y considerable dispersión en las tarifas eléctricas residenciales a lo largo del país, van desde $19.344 (Santiago) hasta $36.159 (Linares) (cálculo efectuado sobre cuenta tipo de180 kwh, enero 2015)

En la Agenda, se propuso un Proyecto de ley de Asociatividad (Pago de patentes en comunas generadoras, Promoción del Desarrollo Local, y Equidad Tarifaria), y con este proyecto de ley se concreta el pilar de Equidad contemplado.

Además, este proyecto de ley es el cumplimiento de lo señalado por S.E. la Presidenta de la República en el último mensaje del día 21 de mayo.

La tarificación eléctrica comprende los elementos:

- Generación + Transmisión + Distribución + IVA.

Actualmente, tanto el componente de Generación como de Transmisión tienen en la ley mecanismos de ecualización (no hay mayores diferencias entre lugares del país).

Las diferencias en el componente de “distribución”, son producidas principalmente porque el valor de las tarifas varía en función de la densidad poblacional de cada zona.
- Antecedentes de Reconocimiento a la generación local.
Hoy se da la paradoja que comunas intensivas en generación de energía eléctrica tienen tarifas más elevadas respecto de donde no existe generación.

En la experiencia internacional, se retribuye la contribución que hacen las comunas generadoras, utilizándose diversos instrumentos, por ejemplo en el mensaje mencionamos a Noruega.

La materia ha sido abordada y discutida en varias instancias, p.e.:

* Proyecto de acuerdo Nº 475 de 2011 de la Cámara de Diputados.

*Moción que impone descuentos en las cuentas de electricidad en comunas generadoras (Boletín Nº 9234-08).

* Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria (2011).

* Consensus Building Institute para Ministerio de Energía Informe Final Mesa de Gestión Territorial: Ordenamiento Territorial y Asociatividad (2014)
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· Objetivo Equidad Tarifaria Residencial.

Atenuar las diferencias existentes en las cuentas de electricidad a cliente final que se observa respecto de los clientes sometidos a regulación.
Descripción de la medida Equidad Tarifaria Residencial.

Se realiza mediante la modificación de la componente de distribución de las tarifas residenciales (Hoy BT1). Con esto se logrará que ninguna cuenta tipo sea superior al 10% de la cuenta promedio nacional.

Se financia por todos los clientes sometidos a regulación de precios, y en el caso de los clientes residenciales, se excluye a aquellos que estén bajo el promedio nacional y a los que cuenten con un consumo promedio mensual del año calendario que no supere a 200 kwh/mes. 

Sólo contribuyen a la medida los clientes residenciales con consumos mayores a 200 kwh/mes. 

Este umbral de 200 kwh/mes se aumentó desde 180 kwh/mes en comisión de minería y energía, con lo que disminuye el número de clientes que contribuyen.
Objetivo reconocimiento a la generación local.

Establecer un descuento en las tarifas reguladas de las comunas intensivas en generación eléctrica, que será asumido por aquellas comunas que no son consideradas como intensivas.

Efectos de la medida – reconocimiento a la generación local.

Se establece un descuento en el componente de “energía” de las tarifas reguladas (residenciales, comerciales, pyme, etc.) de la comunas intensivas en generación eléctrica.

Al aplicarse la medida, el mayor descuento en la componente de energía de la tarifa podría llegar a 35%, dejando posibilidad de reconocer mayores factores de intensidad en el futuro, es decir, hasta 50%.

Significaba, en principio, que 59 comunas verían reducidas sus tarifas en rangos entre el 2,54% y el 19,6% (depende de la relación capacidad instalada de generación y número de clientes regulados). El descuento será asumido por usuarios de comunas no intensivas en generación.

Cambios efectuados en Comisión de Minería y Energía.

Se incorpora un reconocimiento «PLUS» para aquellas comunas con mayor energía eléctrica generable, es decir, que en su conjunto, sea mayor al 5% de la energía eléctrica generable total del país (Ejs.: Tocopilla, Mejillones, Huasco, Puchuncaví y Quillota). Esto aumenta los descuentos en estas comunas (por ejemplo, Mejillones llega a  -35,7%).
Otra indicación relevante introducida en la comisión de minería y energía consiste en un nuevo criterio de RGL para centrales hidroeléctricas: En el caso de las centrales hidroeléctricas recibirán beneficio total aquellas comunas donde se encuentre emplazada la obra hidráulica. Considerando como obra hidráulica el lugar físico donde se encuentre la sala de máquinas de la central, la represa, si es que corresponde, el embalse y la bocatoma para el caso de las centrales de pasada.

Efectos a nivel nacional del proyecto.

2,7 millones de clientes verán disminuida la cuenta en promedio 14,0% ($4.278). Se trata de rebajas significativas. Las disminuciones más altas llegarán a un 46% de la cuenta tipo respectiva ($15.000); es el caso de Alto Bío Bío.

La mayor contribución al financiamiento de la medida de equidad tarifaria residencial la harán los clientes de CHILECTRA con consumos mayores a 200 kwh/mes.  Son 655 mil clientes (41%) que aumentarán sus cuentas en un poco más de $1.500 en un periodo de 2 años. Estos clientes contribuirán con un 88% del financiamiento. Se trata de la principal región consumidora de energía y que, una vez aprobado el proyecto, seguirá teniendo de las cuentas más bajas de Chile.

Gradualidad de la implementación.

Ley entrará en vigencia 90 días después de publicación en D.O. (1º trans.). 

ETR se implementará en dos años:
Primer año: Áreas 5 y 6 (zonas con tarifas más altas).
Segundo año: Resto de áreas típicas.

El país está dividido en 6 zonas  – “Áreas Típicas
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Gasto y personal asociado a proyecto de ley.

Proyecto de ley implica en gasto el primer año por $346.097 Miles, para pasar al 2º año en régimen a $333.057 miles.

Lo anterior se traduce a adquisiciones de activos no financieros para nuevos funcionarios y gastos en personal por efecto de aumento de la dotación del Ministerio y los Servicios de la siguiente manera:

* Subsecretaria de Energía: 1 cupo (profesional grado 4);

* CNE: 4 cupos (profesionales niveles II y III); y,

* SEC: 3 cupos (profesionales grados 8, 9 y 10).

A continuación, el Honorable Senador señor García planteó que es una iniciativa de gran interés. Sin embargo, señaló que no le calzan las cifras expresadas por el Ejecutivo ya que hay un subsidio cruzado desde clientes de Chilectra, que son 655 mil, a los clientes que están distribuidos básicamente en las regiones de todo el país que son 2,7 millones. En cuanto a la entrada en vigencia de la ley consultó cuál será la modalidad y de qué forma se implementará. 

El Honorable Senador señor Montes manifestó que para la región metropolitana esta iniciativa representa un incremento fuerte de las tarifas. Consultó cómo se descompone en estos casos y, en cuanto a la gradualidad de dos años, preguntó cuál es el impacto y qué proyección hay de las tarifas.

Expresó su preocupación ya que la realidad es que hay hogares donde conviven 6 o 7 familias y tienen un solo medidor superando el consumo de 200 kwh/mes, viéndose afectados por ese hecho.

Consultó si se aplica sólo en el período de operación o también en el período de construcción y si las generadoras contribuyen a financiar esta diferencia o se encuentra todo centrado en la región metropolitana.

Por último, agregó que, se debiera considerar la conveniencia de aumentar el período de gradualidad, si en el futuro la energía aumenta su valor, para que el impacto sea menor.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por qué es tan distinto el aumento o el descuento, en función de la empresa que presta el servicio. Precisó que en una misma comuna hay diferencias importantes. Al respecto, consultó cuál es el motivo por el que se produce esa diferencia de precios y por qué razón el proyecto original es parcialmente diferente al actual.

Finalmente, expresó que si el sistema de Equidad Tarifa Residencial se implementará en el período de dos años y existen 6 áreas, por qué se inicia, el primer año, con las áreas 5 y 6 y, posteriormente, se continúa con las restantes áreas.

El Honorable Senador señor Lagos recalcó que valora el proyecto de ley ya que es necesario y conveniente. Sin embargo, agregó que las variaciones de las tarifas para la V región, por ejemplo, son diferentes dependiendo la comuna.
El Honorable Senador señor Zaldívar destacó la importancia de esta iniciativa legal en cuanto a que entregará equidad al sistema tarifario. Sin embargo, actualmente, el sistema es injusto ya que el cálculo se hace en base a la densidad de población lo que trae como consecuencia, en algunas comunas como por ejemplo en la región del Maule, que aún siendo productores de energía hidroeléctrica las tarifas sean muy superiores a las de la región metropolitana.

El Ministro de Energía, señor Pacheco procedió a dar respuesta a las consultas efectuadas por los Honorables Senadores de la Comisión. En primer lugar, manifestó que el Ejecutivo estima adecuado aplicar un sistema gradual no sólo por el impacto que se produce sobre los que financian el subsidio cruzado sino también por un tema de gestión de tarifas. 

Precisó que, actualmente, energía es el sector número 1 en inversión en Chile duplicándose las inversiones en generación. Recordó que, al inicio del gobierno de la presidenta Bachelet había 26 centrales en construcción, hoy hay 54. En cuanto al impulso, al crecimiento y a la inversión este, es un sector donde ha habido un esfuerzo importante. Recalcó que este es un sistema solidario pero también es eficiente e integrado. 

En cuanto al factor que descuenta la tarifa de la cuenta de la luz de una comuna indicó, que se calcula en razón al número de habitantes y a la capacidad instalada. Si esta última, por ejemplo, en Alto Maipo es de 500 mwts y, en la comuna de San José de Maipo hay un número determinado de habitantes, ese es el factor que corrige la cuenta de la luz de los vecinos de San José de Maipo.

Los medidores de luz, efectivamente, son por clientes. Las ampolletas dan cuenta del 17% del consumo de la luz, el 83% restante es de los electrodomésticos y el equipamiento del hogar. El sistema eléctrico será mucho mejor con un sistema que tenga más inversión, que tenga más infraestructura y que, al final, tenga mejores precios para todos los chilenos.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Andrés Romero, se refirió a temas relativos a las tarifas, los subsidios cruzados y al por qué la implementación se inicia por áreas.

Explicó que, en cuanto a los efectos a nivel nacional del proyecto las tarifas se pagarán en función del consumo de energía no en función a un cargo fijo. Como los consumidores de Santiago, por ejemplo, consumen más energía en promedio que el resto del país, son más gwh que están contribuyendo a este mecanismo. Es por eso que 655 clientes pueden soportar el costo de esta medida.

Prosiguió, el cliente de 201 kwh mes es al que le sube $1.500. Por otro lado, el cliente que consume 300 kwh mes estará en relación a su consumo. Dado que el consumo de energía está concentrado en la región metropolitana el 40% de clientes, que representa aproximadamente el 60% del consumo, soportarán esta carga. Esa es la razón de la diferencia. El consumidor de la región metropolitana es el que consume más en promedio, alrededor de 217 kwh mes lo que se traduce en que serán más los consumidores de la región metropolitana los que contribuirán a este mecanismo que clientes en las regiones. En términos agregados el costo total de la medida es de 57,8 millones de dólares. 

En cuanto a los que contribuyen con el mecanismo son: con 50 millones de dólares, los clientes de Chilectra; con 6,1 millones de dólares, los clientes de CGE Distribución; con 0,9 millón de dólares, los clientes de Elecda; con 0,1 millón de dólares, los de empresa EEPA y con 0,3 millón de dólares, los de Emelat. Estos cálculos se han efectuado de acuerdo al consumo de los clientes del año 2013 y son datos móviles ya que si un cliente el 2013 consumía sobre 200 kwh y baja su consumo, quedará fuera de la medida. Por lo tanto, el cálculo se efectúa cada 6 meses, donde se evalúa el comportamiento de los consumidores de tal manera de ir generando estas variaciones.
En relación a la consulta efectuada en cuanto al por qué de las diferencias en una misma comuna de tarifas en las compañías explicó que cuando se efectuó la tarificación de la distribución se realizó en seis valores distintos. Se agruparon las compañías, en seis tipos modelo,  de acuerdo a las características, tamaño y la cantidad de clientes. Una de ellas, la uno, es la compañía distribuidora que es más barata en su valor agregado de distribución. En la seis, se encuentran las compañías que son más caras en su valor agregado de distribución. Se agrupan de acuerdo a ciertas características que permitan generar una empresa modelo de acuerdo a sus aspectos más o menos similares. Por ese motivo, agregó, se presentan situaciones como la que se observan, por ejemplo, en Parral donde una misma comuna, está servida por empresas que corresponden a distintas Áreas Típicas.

Precisó que uno de los aspectos que viene a solucionar este proyecto de ley es esta distorsión porque como se ha señalado casi en la buena o mala suerte de quien sirve el servicio eléctrico es lo que va a significar una diferencia en la cuenta eléctrica. Actualmente esta situación se corrige mediante un factor de tal manera que las personas que viven de una cuadra a otra no tenga tantas diferencias. Este proyecto lo que hace es aplanar esa diferencia. 

La única razón para que existan estas diferencias en las comunas se refiere a qué compañía distribuidora sirve. Algunas compañías distribuidoras optan más por lo rural, otras más por lo urbano. La densidad, por lo tanto, está determinada por el elemento empresa más que por una comuna específica. Esta situación se presenta, por ejemplo, en Cartagena donde existen cuatro compañías distribuidoras distintas que están agrupadas en distintas áreas típicas y, justamente lo que hace este proyecto de ley es que independiente del área típica y de la compañía distribuidora se va a converger en una tarifa relativamente similar.
Enfatizó en que no todos los clientes de una compañía van a sufrir un aumento de su tarifa, solamente los clientes que  tengan un consumo superior a  200kwh.

Finalmente, frente a la consulta en cuanto a las variaciones de los números de Maule explicó que probablemente se deben a que dada la indicación presentada en la Comisión de Minería y Energía que eleva de 180 a 200 kwh hora mes, la cantidad de clientes que contribuyen al mecanismo disminuye y como consecuencia de esta disminución, el monto que aportan aumenta. 

El Honorable Senador Coloma pidió explicación desde cuándo empieza a regir el sistema.

El Ministro de Energía, señor Pacheco indicó que hay un conjunto de personas a quienes le bajarán las cuentas que se encuentran en las áreas 5 y 6, noventa días después de la publicación de la ley, en el Diario Oficial pero como la rebaja es efectiva y es un subsidio cruzado debe ser financiado por alguien es decir, aquellos que consumen más de 200 kwh y que están principalmente en el área uno. Acá hay un tema administrativo del conjunto del sistema y además porque también se trata de graduar el cobro del subsidio a aquellos que lo financian. El segundo año entra el otro conjunto y se requiere hacer en dos etapas porque son dos etapas administrativas pero también para que aquellos que están financiando no les aparezca el alza en su cuenta el primer año sino que solo la mitad.

El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Andrés Romero, explicó que la gradualidad está en quienes reciben el beneficio no en quienes contribuyen. Quienes reciben el beneficio serán los clientes de las áreas 5 y 6, quienes contribuyen son todos. 

A modo de ejemplo, en la región metropolitana, en régimen, el incremento de la tarifa es de 3.5% el primer año y de 7.8% el segundo año, aproximadamente. En eso consiste la gradualidad. Es decir no entrarán todas las áreas al beneficio para no impactar de manera inmediata, el primer año, a los que los financian.
El Honorable Senador señor García indicó que el señor Ministro ha dicho que las nuevas licitaciones estarían 40% bajo el precio respecto de los últimos dos años. 

El Ministro de Energía, señor Pacheco explicó que existen dos mercados. Los mercados regulados, por un lado, están conformados por los hogares y los pequeños consumidores y son mercados de contratos entre las distribuidoras y las generadoras. En ellos se presentan las licitaciones y, específicamente, en la licitación de octubre del año 2015 el precio al cual se presentaron las generadoras fue 40% menor al precio que se presentaron en diciembre del año 2013. 

Explicó que, la consulta que efectúa el Senador García se refiere al mercado de costo marginal, el mercado libre donde la empresa minera, por ejemplo, negocia con Chilectra que le venda la energía y ese es un mercado libre y el costo marginal es el precio al cual se transan entre sí la energía las empresas generadoras para satisfacer sus necesidades de contrato. Ese precio de costo marginal también en Chile ha caído y mucho más. 

El Honorable Senador señor Montes manifestó su voto conforme con la iniciativa legal ya que estima que el criterio de ecuanimidad, equilibrio y distribución es muy importante.

- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo segundo

Dispone que en el primer año de vigencia de la presente ley, el mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos se aplicará exclusivamente a las áreas típicas de distribución 5 y 6, según la definición vigente de las áreas realizada por la Comisión Nacional de Energía de conformidad a los artículos 183°, 188° y 225° letra m) de la precitada ley. A partir del segundo año, este mecanismo deberá aplicarse respecto de la totalidad de las áreas típicas definidas por la Comisión. 

Artículo cuarto

Su texto es el que sigue:

“Artículo cuarto transitorio.- Increméntanse, ajustándose el número total de cargos respectivos, las siguientes dotaciones para el año 2015:

a. Ministerio de Energía, en un cupo;

b. Comisión Nacional de Energía, en cuatro cupos, y

c. Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en tres cupos.”.

Artículo quinto

Establece que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Puestos en votación los artículos segundo, cuarto y quinto transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de junio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
El proyecto de ley tiene como objetivo disminuir las tarifas de los clientes regulados en aquellas comunas que posean centrales de generación de energía eléctrica, y las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país, para lo cual se propone:

a) 
Modificar el artículo 157° de la Ley General de Servicios Eléctricos (Ley), incorporando un mecanismo de "Reconocimiento de la Generación Local", para aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 MW, donde se podrá aplicar un descuento, en su componente de energía, en las tarifas reguladas de hasta un 50% en función del factor de intensidad de cada comuna. Este descuento será asumido por aquellos usuarios de comunas que no son consideradas como intensivas en generación.

El factor de intensidad será calculado por la Comisión Nacional de Energía.

b)
 Modificar el artículo 191° de la Ley, incorporando el mecanismo de "Equidad Tarifaria Residencial" en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kw en su conjunto.

Para ello, se establece que las tarifas máximas que las empresas podrán cobrar a dichos suministros no diferirán en más de un 10% del promedio simple de éstas, considerando una muestra estadísticamente homogénea. El descuento se obtendrá de aplicar ajustes a una de las componentes a que hace referencia el artículo 182° de dicha Ley, y en caso que no se lograre alcanzar el porcentaje antes mencionado, se aplicará el máximo descuento obtenido.

Las diferencias serán absorbidas por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios de las comunas que están bajo el promedio señalado, para usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea superior a 180 kw, de modo que la recaudación total sea la misma que si se hubiesen aplicado las tarifas máximas sin dicho ajuste.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

La implementación de este Proyecto de Ley implica un gasto fiscal anual en régimen de $ 333.057 miles, según el siguiente detalle:
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En términos institucionales, el desglose es el siguiente:
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Respecto de los mayores gastos en personal y de acuerdo a lo señalado en el artículo segundo transitorio del proyecto de ley, se incrementan las dotaciones de la Subsecretaría de Energía en 1 profesional G°4, de la Comisión Nacional de Energía en 4 profesionales niveles II y III, y de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles en 3 profesionales G°8, 9 y 10. Este incremento obedece a la necesidad de contar con personal especializado para la implementación, cálculo, revisión, seguimiento y fiscalización de los nuevos procedimientos, de acuerdo a lo que establece la ley.

En cuanto a los gastos en mobiliarios y equipos, se asocian a las contrataciones, no siendo permanentes.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementario con cargo a los recursos de la partida Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se estará a lo considerado en la Ley de Presupuestos.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Minería y Energía, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica, las siguientes modificaciones:


1) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 131°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Dentro de estos gastos se comprenderán, entre otros, aquellos que tengan por objeto el financiamiento de actividades de gestión, tales como arriendo de locales, gastos de notaría u otros, y de actividades que tengan por objeto convocar a potenciales participantes, dentro o fuera del territorio nacional, en las que podrán participar representantes del sector público o privado.”.


2) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 132°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “Asimismo, las bases podrán regular la destinación que se dará a los recursos obtenidos por la venta de estas mismas, la que en todo caso deberá limitarse a la realización de actividades vinculadas directamente con aspectos administrativos, de gestión, difusión o publicidad de los procesos licitatorios, en los términos dispuestos en el inciso cuarto del artículo 131° de la ley.”.

3) Modifícase el artículo 157° en el siguiente sentido:

a) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser octavo, y así sucesivamente:
“Adicionalmente, en aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts, se aplicará un descuento al precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución que las concesionarias de distribución traspasan a los suministros sometidos a regulación de precios. Este descuento se aplicará luego de aplicado el mecanismo contemplado en el artículo 191° y se calculará en función del factor de intensidad de cada comuna, de acuerdo a la siguiente escala:

	Descuento según factor de intensidad

	Factor de Intensidad kW/N° Clientes
	Descuento [%]

	Máximo
	Mínimo
	

	         > 2.000
	50,00%

	2.000
	> 1.500
	45,00%

	1.500
	> 1.000
	40,00%

	1.000
	> 350
	35,00%

	350
	> 75
	17,50%

	75
	> 15
	8,75%

	15
	2,5
	4,38%


El Factor de Intensidad de cada comuna será calculado por la Comisión sobre la base de los datos que ésta obtenga para tales efectos, e informado al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. Los descuentos señalados serán absorbidos por los suministros sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación, a través de un cargo en la componente de energía del precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución.


Junto con lo anterior, en aquellas comunas en que se emplacen centrales cuya energía eléctrica generable, en su conjunto, sea mayor al 5% de la energía eléctrica generable total del país, se aplicará un descuento adicional al establecido en el inciso anterior. Los descuentos adicionales a que dé lugar la aplicación del presente inciso, serán absorbidos por todos los suministros de clientes sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación. El descuento se aplicará en la misma forma señalada en los incisos anteriores y de acuerdo a la siguiente tabla:

	Descuento según porcentaje de aporte

	% de aporte sobre

la energía generable

total país
	Descuento (%)

	Máximo
	Mínimo
	

	>15%
	25%

	15%
	>10%
	20%

	10%
	>5%
	15%



La energía eléctrica generable para estos efectos será determinada por la Comisión en el informe técnico a que se refiere el artículo 158° y considerará la energía anual que pueda ser inyectada al sistema por cada central generadora, sus características tecnológicas y aspectos tales como disponibilidad de su fuente de energía primaria e indisponibilidades técnicas, entre otros.


Para el caso de las centrales hidráulicas productoras de energía eléctrica, cuyas instalaciones principales, tales como la bocatoma, la sala de máquina, la represa y el embalse, se emplacen en el territorio de más de una comuna, la metodología señalada en los incisos tercero al sexto anteriores será aplicable a todas las comunas donde se emplace la central, de acuerdo al Factor de Intensidad de dichas comunas y a su porcentaje de aporte a la energía generable total del país. Para efectos de determinar la ubicación de las centrales hidráulicas, la Comisión podrá requerir a otros servicios o autoridades antecedentes sobre la ubicación de éstas.”.
b) Reemplázase en el inciso tercero actual, que ha pasado a ser octavo, la expresión “inciso anterior” por la siguiente: “presente artículo”.

c) Agrégase, el siguiente inciso final, nuevo:

“Para efecto de la aplicación del presente artículo, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”.

4) Agréganse en el artículo 191° los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Sin perjuicio de lo anterior, en el conjunto de los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kilowatts, las tarifas máximas que las empresas distribuidoras podrán cobrar por suministro a usuarios residenciales no podrán superar el promedio simple de éstas, calculadas sobre la base de un consumo tipo, incrementado en un 10% del mismo, considerando una muestra representativa. En caso que dichas tarifas excedan este porcentaje, deberá aplicarse un ajuste a la componente contemplada en el número 3.- del artículo 182°. Si a pesar de ello no se lograre alcanzar el porcentaje antes mencionado, se aplicará el máximo descuento obtenido, sin que procedan ajustes adicionales. Las diferencias serán absorbidas progresivamente por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios que estén bajo el promedio señalado, con excepción de aquellos usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea menor o igual a 200 kWh, de modo que no varíe la recaudación total inicial. Sin perjuicio de lo anterior, las tarifas correspondientes a aquellos usuarios residenciales que deban absorber las diferencias señaladas, no podrán resultar superiores al promedio simple de éstas.

Los ajustes y recargos a que dé origen el mecanismo señalado, serán fijados en el decreto que dicte el Ministerio de Energía con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°, previo informe técnico de la Comisión. A su vez, las transferencias entre empresas distribuidoras a que den origen las diferencias de facturación producto de la aplicación del mecanismo antes mencionado, serán calculadas por los CDEC respectivos, de manera coordinada. El mecanismo de reliquidación de las diferencias de facturación entre empresas concesionarias de distribución, será establecido por la Comisión mediante Resolución Exenta. Para estos efectos, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”. 

5) Incorpóranse al artículo 225°, a continuación de la letra ac), las siguientes letras ad) y ae), nuevas:

“ad) Factor de Intensidad: se define como la razón entre la capacidad de generación instalada en cada comuna, expresada en kilowatts, y su número de clientes sometidos a regulación de precios.

ae) Comuna Intensiva en Generación: Comuna cuyo Factor de Intensidad es igual o mayor a 2,5 kW/N° Clientes.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de su publicación en el Diario Oficial. 

Artículo segundo transitorio.- En el primer año de vigencia de la presente ley, el mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos se aplicará exclusivamente a las áreas típicas de distribución 5 y 6, según la definición vigente de las áreas realizada por la Comisión Nacional de Energía de conformidad a los artículos 183°, 188° y 225° letra m) de la precitada ley. A partir del segundo año, este mecanismo deberá aplicarse respecto de la totalidad de las áreas típicas definidas por la Comisión. 

Artículo tercero transitorio.- Para la aplicación de la presente ley, la Comisión, en el Informe Técnico que fija las fórmulas tarifarias para las concesionarias de servicio público de distribución, determinará las opciones tarifarias correspondientes a los usuarios residenciales. No obstante lo anterior, para estos efectos, mientras se encuentre vigente el Decreto Supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2013, del Ministerio de Energía, que fija fórmulas tarifarias aplicables a los suministros sujetos a precios regulados que se señalan, efectuados por las empresas concesionarias de distribución que indica, se considerará como usuarios residenciales a aquellos clientes que se encuentren dentro de la opción tarifaria BT1.

Para efectos de la aplicación del mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos los factores de asignación de costos sectorizados contenidos en el decreto supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2012, serán igual a 1 para las tarifas correspondientes a los usuarios residenciales.

Artículo cuarto transitorio.- Increméntanse, ajustándose el número total de cargos respectivos, las siguientes dotaciones para el año 2015:

a. Ministerio de Energía, en un cupo;

b. Comisión Nacional de Energía, en cuatro cupos, y

c. Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en tres cupos.

Artículo quinto transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículo sexto transitorio.- Para efectos de la aplicación de la presente ley, se entenderá que los recursos obtenidos en conformidad al inciso segundo del artículo 132° de la Ley General de Servicios Eléctricos, que se destinen a las actividades señaladas en el inciso cuarto del artículo 131° de la misma ley, comprenden también a aquellos obtenidos durante la realización de procesos licitatorios anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 1 de marzo de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.
Sala de la Comisión, a 2 de marzo de 2016.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO INTEGRANTES DEL DIRECTORIO DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y DE LAS ARTES, A LOS SEÑORES ARTURO ENRIQUE NAVARRO CEARDI Y SEBASTIÁN GRAY AVINS

(S 1.852-05)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, de fecha 13 de enero de 2016, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a los señores Arturo Enrique Navarro Ceardi y Sebastián Gray Avins por el término de cuatro años.

A la sesión en que se estudió esta materia, concurrieron especialmente invitados, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone Ramírez, y los señores Arturo Enrique Navarro Ceardi y Sebastián Gray Avins. 

Asimismo, concurrieron: 
-Del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes: la Jefa de Gabinete del señor Ministro, señorita Fernanda Castillo, y la Asesora Legislativa, señora Nivia Palma. 
-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Sergio Herrera. 
-De Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Felipe Rössler. 
-De Libertad y Desarrollo: el Asesor, señor Jorge Avilés. 
-Del Centro Nacional de Educación, CED: el Presidente, señor Pedro Montt. 
-De la oficina del Honorable Senador señor Quintana: la Periodista, señorita Fabiola Cadenasso. 
-De la oficina del Honorable Senador señor Rossi: la Periodista, señorita Laura Quintana. 
-Del Comité DC: la Asesora Legislativa, señora Constanza González. 
-De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Investigadores, señora Pamela Cifuentes y señor Mauricio Holz.

- - - 





Cabe señalar que Su Excelencia la Presidenta de la República, al momento de ingresar a tramitación este oficio, hizo presente la urgencia para su despacho en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. Sin perjuicio de lo anterior, con fecha 26 de enero de 2016, retiró la referida urgencia.

- - -





Asimismo, cabe hacer presente que la Comisión, conforme lo establece el artículo 5° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, que la sesión en que se tratara esta materia se realizara con asistencia de público.

- - -

Es necesario consignar que de lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en la Ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, y el Decreto N° 336, que aprueba el Reglamento para el Nombramiento de los Integrantes del Directorio, del Comité Consultivo Nacional, de los Consejos Regionales y de los Comités Consultivos Regionales del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, no se observan mayorías especiales para aprobación de las dos personalidades propuestas por S.E. la Presidenta de la República como miembros del Directorio del Consejo citado.

- - - 

ANTECEDENTES

Conforme al artículo 4º de la ley Nº 19.891, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes está compuesto por los siguientes órganos: el Directorio, el Presidente, el Subdirector Nacional, el Comité Consultivo Nacional, los Comités Consultivos Regionales y los Consejos Regionales. El primero de estos órganos, por su parte, está integrado por once miembros, algunos de los cuales lo son por derecho propio, como ocurre en el caso del Presidente del Consejo, del Ministro de Educación y del Ministro de Relaciones Exteriores, y otros lo son por haber sido designados. Entre estos últimos, de conformidad a lo dispuesto en el N°5 del artículo 5° del referido cuerpo legal, se encuentran dos personalidades de cultura, las que son designadas por el Presidente de la República con el acuerdo del Senado. Conforme lo establece el inciso final del artículo 5° del texto legal mencionado, estos Directores duran cuatro años en sus funciones y pueden ser designados para un nuevo período consecutivo por una sola vez. 

En cuanto a los requisitos que deben cumplir estas personalidades para ocupar el cargo de Director, la citada disposición establece que deben tener una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades, tales como creación artística, patrimonio, industrias culturales y gestión cultura. Además, se suma el que estas personalidades deben ser representativas de tales actividades, aunque no tengan el carácter de representantes de las mismas. 

Habiendo transcurrido el plazo de cuatro años que contempla la Ley N° 19.891 el día 14 de enero de 2016, y debiendo, en consecuencia, nombrarse dos nuevos miembros que integren el Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, el referido Consejo ha realizado invitación pública a las instituciones culturales del país para la propuesta de candidatos a integrar su Directorio, de acuerdo a lo prescrito por el Decreto Supremo N° 336, del Ministerio de Educación, de 2003. Por su parte, S.E. la Presidenta de la República, de estas propuestas, ha decido someter a acuerdo del Senado dos nombres, los de los señores Arturo Enrique Navarro Ceardi y Sebastián Gray Avins, quienes ejercerán sus funciones por un período de cuatro años, esto es, hasta el día 14 de enero de 2020.

Su Excelencia la Presidenta de la República hace presente que el segundo de los candidatos mencionados se desempeñó hasta el día 14 de enero de 2016 como integrante del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y que, en consecuencia, de aprobarse su nominación, iniciaría un nuevo periodo consecutivo en tal carácter.

En los antecedentes que se acompañan al oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, se pone de relieve que el señor Navarro es Profesor de Políticas Culturales en la Universidad de Chile y en la Academia Diplomática Andrés Bello y Director Ejecutivo del Centro Cultural Estación Mapocho.
Resalta que, el año 2009, recibió el Premio Reina Sofía de Patrimonio Cultural y que tuvo a su cargo la coordinación interministerial del proyecto del Centro Cultural Gabriela Mistral.

Por otro lado, sobresale la publicación, el año 2006, del libro “Cultura: ¿quién paga? Gestión, infraestructura y audiencias en el modelo chileno de desarrollo cultural.”, así como también haber recibido, el año 2005, la Orden al Mérito Docente y Cultural Gabriela Mistral y, en 2014, la Orden al Mérito Artístico y Cultural Pablo Neruda.

Entre los antecedes del señor Navarro destaca, asimismo, el haber sido miembro del primer Directorio Nacional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (2004-2008), como también el haber formado parte de la Comisión asesora del Presidente Eduardo Frei Ruiz Tagle en materias artísticas y culturales. Por último, resalta el haberse desempeñado como Secretario Ejecutivo de la Comisión de infraestructura cultural del Presidente Ricardo Lagos Escobar.
En lo que al señor Gray respecta, los antecedentes que se acompañan al oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República señalan que es Arquitecto de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Master of Science in Architecture Studies de Massachussets Institute of Technology y ex Presidente del Colegio de Arquitecto de Chile. 

Se ha desempeñado como Profesor de la casa de estudios en la cual cursó su pregrado y como Director de Extensión y Servicios Externos de la Facultad de Arquitectura, Diseño y Estudios Urbanos del aludido plantel de educación superior. Asimismo, destaca el haber sido profesor invitado en la XV Bienal Iberoamericana de Arquitectura de Quito, el año 2006, en la Escuela de Arquitectura de la Universidad Técnica Federico Santa María y en la Escuela de Arquitectura de la Universidad de Arizona. 

En lo que se refiere a sus actividades profesionales, el señor Gray es socio, desde el año 2006, de la oficina de arquitectos Bresciani Gray, y ha tenido a su cargo importantes desafíos como la remodelación y ampliación de la Embajada de Finlandia y la de Estados Unidos y la proyección y diseño del Edificio Centro de Medición U.C., del Montaje “Expo Cumbre”, de las oficinas de BHP y Minera Escondida, entre otros.

Resalta también su desempeño a nivel internacional, sus numerosas publicaciones, realizadas entre los años 1998 y 2012, y su participación en eventos académicos y profesionales. Entre estos últimos, sobresale su labor como Curador de la XVIII Bienal Nacional de Arquitectura, el año 2012, y como Comisario de la Muestra Chile 8.8 en la XII Exposición Internacional de Arquitectura de la Bienal de Venecia, el año 2010, su desempeño como miembro de la Mesa de Arquitectura de la Dirección de Asuntos Culturales del Ministerio de Relaciones Exteriores y su carácter de miembro y posteriormente Presidente del Jurado Nacional del Fondo Nacional de Desarrollo de la Cultura y las Artes (Fondart).

Por último, en los referidos antecedentes resaltan sus premios y distinciones tanto a nivel nacional como internacional.

- - -
Cabe hacer presente que de acuerdo al artículo 205 del Reglamento de la Corporación, los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.

- - -
ANALISIS DE LA PROPOSICIÓN

Dando inicio al análisis de la nominación en estudio, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone Ramírez, hizo presente que de las personas propuestas por las instituciones culturales del país, los señores Navarro y Gray parecieron a Su Excelencia la Presidenta de la República los más adecuados para ser propuestos al Senado.

En efecto, recordó que el señor Navarro integró el primer Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y estimó esencial que en una etapa de construcción de una nueva institucionalidad se pudiera tener la visión de una persona con tan vasta trayectoria. En efecto, remarcó que el señor Navarro ha participado, desde el año 1991 en adelante, en gran parte de las comisiones desarrolladas en torno a la institucionalidad cultural y en los programas, planes y políticas desarrolladas en el país sobre el particular.

En línea con lo anterior, notó que en este primer candidato conoce a cabalidad la infraestructura cultural, toda vez que participó de la Comisión de Infraestructura Cultural, creada durante el gobierno del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar. Por otro lado, resaltó su destaca participación en el Centro Cultural Mapocho, uno de los grandes espacios culturales con los que cuenta el país.

En lo que al señor Gray respecta, hizo presente que él fue parte del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes hasta el día 14 de enero del año en curso y que tal cargo lo ocupó en reemplazo del señor Juan Gabriel Valdés y como una de las tres personalidades de la cultura que tienen una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades, tales como creación artística, patrimonio, industrias culturales y gestión cultural. 

Por otra parte, señaló que el señor Gray fue Presidente del Colegio de Arquitectos de nuestro país y que hoy es parte de la Directiva de dicha organización. 

Aseguró que este candidato ha hecho un aporte sustantivo al país en el ámbito de la arquitectura y el diseño, y que su influencia ha sido significativa para el desarrollo de estas disciplinas en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Por último, consignó que para el Gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, resulta fundamental que estas dos visiones de la gestión cultural estén representadas en el Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Enseguida, la Comisión escuchó al señor Sebastián Gray, quien agradeció su nominación al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes por parte de Su Excelencia la Presidenta de la República. 

En otro orden de consideraciones, puso de relieve su colaboración, hace una década, con la institucionalidad cultural del país, particularmente en el ámbito de la arquitectura y el urbanismo, temas que, puntualizó, durante muchos años ocuparon un segundo plano en el panorama cultural nacional. Especificó que su relación con la institucionalidad cultural partió con una colaboración estrecha con la Dirección de Cultura del Ministerio de Relaciones Exteriores, en 2002, año en el cual nuestro país participó por primera vez en un foro mundial del más alto nivel, como es la Bienal de Arquitectura de Venecia.

Aseguró que la arquitectura y el urbanismo han pasado a tener cada vez más presencia e importancia en el debate del devenir del estado del arte y la cultura del país. Al respecto, recordó que los réditos de esa discusión se conocen hoy, gracias al nombramiento del arquitecto chileno Alejandro Aravena como Premio Pritzker 2016. Añadió que la obtención de este premio de relevancia mundial da cuenta de la trascendencia de la arquitectura en el bienestar de la sociedad.

Siguiendo con su exposición, celebró que el gobierno anterior incorporara, en igualdad de condiciones con otras áreas de la cultura y de manera visionaria, el área de arquitectura en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Por último, aseveró que su aporte será ayudar a instalar, desarrollar y promover su disciplina en el referido Consejo, la que es amplia, variada y tiene repercusiones insospechadas en el bienestar de la ciudadanía.
Posteriormente, la Comisión escuchó al señor Navarro, quien aseguró sentirse muy honrado con su nominación al Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes por parte de Su Excelencia la Presidenta de la República.

Establecido lo anterior, hizo presente que desde el retorno a la democracia ha estado vinculado a la formulación de políticas culturales. En efecto, recordó que formó parte de la Comisión asesora presidencial en materias artísticas y culturales, durante el Gobierno del ex Presidente de la República señor Eduardo Frei Ruiz Tagle, y que se desempeñó como Secretario Ejecutivo de la Comisión de Infraestructura Cultural del Presidente Lagos, permitiendo aprobar, el año 2003, la creación del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Valoró enormemente la posibilidad de volver a integrar el Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en una etapa de desarrollo y maduración cultural en el país. Asimismo, celebró que se haya decidido iniciar el debate acerca de si es necesario dar a este Consejo el carácter de Ministerio, sin perder la riqueza de este consejo participativo. En este punto, consideró que la formulación de políticas culturales debe nacer del trabajo colectivo, y manifestó que su participación en el Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes le permitiría seguir muy de cerca la referida modificación institucional que se espera alcanzar y el desarrollo de la institucionalidad cultural chilena.
Por último, indicó que su conocimiento de la institucionalidad cultural chilena le ha permitido desempeñarse como profesor en el Magister de gestión cultural de la Universidad de Chile, ayudando así a que las nuevas generaciones conozcan, aprecien y se vinculen con esta institucionalidad cultural.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quintana, ofreció el uso de la palabra a los señores Senadores, con el objeto de escuchar sus planteamientos sobre el particular y efectuar las consultas que estimaren necesario a los señores Navarro y Gray.

El Honorable Senador señor Rossi adelantó que votaría a favor de la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República, por cuanto se trataba de dos personas de destacada trayectoria y méritos. 

Asimismo, valoró que los nominados tuvieran competencias en distintas áreas de la cultura, uno en el campo de la planificación urbana, el diseño y la arquitectura y el otro, en la gestión cultural. 

Finalmente, estimó que los señores Gray y Navarro harían un aporte sustantivo al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por su lado, aseguró que daría su respaldo de la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, dado que los nominados cumplían a cabalidad con los requisitos para desempeñarse en el Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Establecido lo anterior, hizo presente que desde la creación de la institucionalidad cultural en nuestro país, el año 1990 en adelante, ésta ha tenido una fase de ascenso muy significativa, tanto así que hoy se propone la creación de un Ministerio de la Cultura para perseverar en esa fase de expansión y de compromiso, de manera de posicionar la cultura en el sitial que le corresponde. En este punto, remarcó que no hay nada más importante para un país que la cultura y el desarrollo de las artes en sus distintas manifestaciones.

En sintonía con el punto anterior, resaltó que el desafío consiste en explicitar la cultura y las artes que están debajo de la superficie, de manera que estas cuenten con los recursos y la institucionalidad necesaria para apoyarlas, y alentó a los posibles miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a que éste siguiera cumpliendo su labor.

El Honorable Senador señor García Huidobro, en tanto, se pronunció a favor de la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República y valoró el esfuerzo realizado por los nominados para potenciar la cultura. Sobre el particular, enfatizó que los países no sólo requieren desarrollo económico sino también el de su espíritu, cuestión que se encuentra en la cultura y en las artes.

En otro orden de ideas, solicitó a los señores Gray y Navarro que los espacios públicos no utilizados a lo largo del país sirvieran para la realización de eventos culturales, tal como ocurre en la región que representa, en donde la Medialuna de Rancagua permitió que más de 10.000 personas disfrutaran de la ópera. 

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana consideró que la integración del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes requería transversalidad, pluralismo y capacidad de rescatar la cultura de nuestro país, evitando pareceres como los vertidos por el historiador Sergio Villalobos en una entrevista, en la cual da cuenta del racismo que aún vive nuestro país respecto del pueblo Mapuche. 

Por último, aseguró que por la experiencia de ambos candidatos, por su aporte al mundo de la cultura y por el reconocimiento nacional e internacional que han tenido, para el Senado sería un honor aprobar la nominación en estudio.

- - -

Del examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, la Comisión pudo apreciar que los señores Arturo Enrique Navarro Ceardi y Sebastián Gray Avins reúnen las condiciones que la Ley N° 19.891exige para desempeñarse como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Por lo tanto, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación y Cultura, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, García Huidobro, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, tiene el honor de informar que en la designación de los miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de los señores Arturo Enrique Navarro Ceardi y Sebastián Gray Avins para ocupar los cargos propuestos hasta el año 2020.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 25 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 26 de enero de 2016.
(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE CONOCER LOS PROYECTOS RELATIVOS A PROBIDAD Y TRANSPARENCIA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL Y OTROS CUERPOS LEGALES EN LO RELATIVO A LA PROBIDAD Y TRANSPARENCIA 
(10.264-07)

HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Senadores señores Alfonso de Urresti Longton, José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto, con urgencia calificada de “suma”.

 
Corresponde informar que la Sala del Senado, en sesión de 5 de enero de 2016, autorizó a la Comisión Especial para discutir esta iniciativa en general y en particular, en el primer informe. 

 
No obstante dicha autorización, la Comisión Especial -dada la importancia y trascendencia de las enmiendas que se introducen a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional- acordó discutirla sólo en general, con el propósito de permitir, una vez aprobada la idea de legislar, la formulación de indicaciones a su respecto.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

-Elevar los estándares de probidad y transparencia en el ejercicio de la función parlamentaria. 

-Especificar las conductas que constituyen una infracción a dichos principios, las sanciones aplicables y el procedimiento que deberá tramitarse ante las Comisiones de Ética y Transparencia de cada Cámara.


-Crear una Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria, como una entidad de apoyo común para las dos Comisiones de Ética y Transparencia, que adicionalmente podrá actuar como órgano de primera instancia, reservando la apelación a cada Comisión.


-Establecer con el carácter de permanente una Comisión Bicameral de Transparencia.

NORMAS DE QUÓRUM

Los artículos 1° y 4° permanentes tienen el carácter de leyes orgánicas constitucionales, en virtud del inciso tercero del artículo 55 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

 
A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Coodinadora de la División Jurídico Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, acompañada por la asesora y asesores del mismo Ministerio señora Lizzy Seaman y señores Iván Arcos y Hernán Campos. La asesora del Comité del Partido Demócrata Cristiano, señora Constanza González y el asesor del Comité Partido por la Democracia, señor Sebastián Abarca. Asesores parlamentarios: del Senador Harboe el señor Sebastián Lewis, del Senador Guillier la señora Natalia Alviña, del Senador Coloma el señor Álvaro Pillado y del Senador García Ruminot, el señor Rodrigo Fuentes. Además, concurrieron la Asesora de Gobernabilidad, Ética y Transparencia del PNUD, señora Rocío Noriega Pinner y la abogada de Espacio Público, señora Camila Palacios
Especialmente invitados, participaron en la sesión celebrada el 3 de marzo de 2016, la profesora y Oficial de Gobernabilidad del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, señora Marcela Ríos Tobar; el profesor de Derecho Constitucional de la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Christian Viera Álvarez; el profesor de Derecho de la Universidad Católica y Consejero de Políticas Públicas del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sebastián Soto Velasco y la Directora de Incidencia de Espacio Público, señora María Jaraquemada Hederra.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-El artículo 8° de la Constitución Política de la República, que establece los principios de probidad y transparencia en el ejercicio de funciones públicas.

-La ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, de 1990.

-La ley N°19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, de 2003.

-La ley N°20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, de 2014.

-La ley N°20.285, sobre acceso a la información pública, de 2008.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala que, desde hace algunos años, las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados, así como el Grupo Bicameral de Transparencia formado por ambas Corporaciones, han impulsado diversas medidas destinadas a fomentar la difusión de buenas prácticas en la materia al interior del Congreso Nacional.

Dichos lineamientos, describe, han sido considerados por la iniciativa que, en lo fundamental, apunta a fijar los cimientos de la política permanente que tendrá el Congreso Nacional en materia de probidad y transparencia institucional.

En ese sentido, la Moción expone que el sistema de probidad y transparencia debe estar constituido por medidas de diferente rango normativo relativas a la organización, los procedimientos y las sanciones destinadas a asegurar su eficacia.

En tal contexto, la propuesta legislativa reconoce que su aplicación requiere un acuerdo político que permitirá complementar o reforzar las reglas existentes y los mecanismos diseñados para su cumplimiento. De ese modo, describe que será posible satisfacer las demandas de la ciudadanía, los medios de comunicación y la sociedad civil respecto del comportamiento de los parlamentarios en materia de ética y transparencia.

Seguidamente, la expresión de motivos de la iniciativa expone sus principales lineamientos, los que apuntan, en general, al perfeccionamiento de la normativa vigente en materia de probidad y transparencia en el Congreso Nacional y al fortalecimiento de las disposiciones orgánicas y procesales que operan en su caso.

En cuanto al perfeccionamiento normativo, la Moción sostiene que es necesario elevar los estándares de probidad y transparencia del Congreso Nacional, lo que requiere precisar el comportamiento deseable, evitar interpretaciones equívocas y ofrecer certeza a quien realiza una acción u omisión y a quien la evalúa.

Con dicha finalidad, la iniciativa propone una serie de modificaciones legales.

En primer lugar, pretende precisar el impedimento que afecta a los parlamentarios para promover y votar determinados asuntos, ajustando dicha disposición con los estándares vigentes en materia de probidad y transparencia, y reivindicando el mandato popular de los parlamentarios que les habilita para promover, debatir y votar las iniciativas sometidas a su conocimiento.

Con tal propósito, el proyecto permite, en general, que los parlamentarios puedan debatir y votar cualquier asunto, aun cuando resulten afectados por su regulación al igual que cualquier otra persona que se encuentre en las mismas circunstancias.

De ese modo, la iniciativa sugiere especificar adecuadamente las excepciones a dicho principio considerando que, de otra manera, los parlamentarios se verían impedidos de analizar y votar leyes sobre una cantidad considerable de materias, tales como modificaciones tributarias, permisos de circulación, velocidad máxima para vehículos, aumento de remuneraciones del sector público o cualquiera otra que derive de su calidad de habitante del territorio nacional.

En ese contexto, el proyecto propone que los parlamentarios no podrán promover ni votar ningún asunto en que ellos o sus familiares cercanos tengan un interés directo, siempre y cuando éste sea de tal naturaleza que objetivamente pudiera considerarse que adquiere preeminencia sobre el interés general considerando sus actividades o participación en personas jurídicas y su declaración de patrimonio e intereses.

La iniciativa aplica la noción de probidad, del que deriva el deber de observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular, en los términos que preceptúa la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Al mismo tiempo, señala que, para efectos de declarar dicha limitación, debe atenderse al tipo de discusión y votación de que se trate, toda vez que el asunto sobre el cual debe pronunciarse el parlamentario puede consistir en aprobar la iniciativa en su integridad o únicamente respecto de una parte de ella.

En lo relativo a la prohibición expresa del uso de información privilegiada, el proyecto pretende impedir que los parlamentarios puedan divulgar o usar en beneficio propio, o de otras personas, la información a la que tuvieren acceso en razón de la función que desempeñan, y cuyo conocimiento sea capaz de influir en la toma de decisiones de orden económico o de otra naturaleza.

En cuanto al reforzamiento del deber de asistencia de los parlamentarios a sesiones en Comisiones legislativas, o a las Salas de las respectivas Cámaras, el proyecto establece que la ausencia injustificada a las sesiones de Sala será sancionada en la forma que determine el respectivo reglamento.

Acerca de las medidas requeridas para evitar que dicha regulación altere el cómputo de los quórum y mayorías parlamentarias, la Moción detalla que para computar los quórum en ambas Cámaras no se consideran como senadores y diputados en ejercicio a aquellos que se encuentren desaforados y los que estén ausentes del país con permiso constitucional, lo que genera la necesidad de incluir en dicha hipótesis a quienes se encuentran impedidos para votar un asunto respecto de aquella materia específica de que se trate.

En lo tocante a la fijación de parámetros objetivos para la rendición anual de cuentas institucionales, el proyecto considera que, con la entrada en vigencia de la obligación consistente en rendir una cuenta pública anual por parte del Presidente del Senado y de la Cámara de Diputados, el Congreso Nacional se incorporó al mecanismo establecido en nuestro ordenamiento jurídico para el Presidente de la República y el Presidente de la Corte Suprema.

En ese contexto, añade que, sin perjuicio del desarrollo reglamentario que efectúe cada Cámara sobre el contenido de la respectiva cuenta, resulta necesario establecer bases comunes que incluyan materias técnicas y que garanticen que la información se entregue en un formato estandarizado de fácil comprensión, ayudando a promover el conocimiento y la formación de opinión por parte de la ciudadanía.

A continuación, la Moción pretende prohibir la contratación de familiares y personas jurídicas relacionadas con los parlamentarios o con funcionarios directivos del Congreso, recogiendo los lineamientos que ha adoptado la normativa sobre asignaciones parlamentarias aprobada por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, mediante las resoluciones N° 01 y 02, de 5 de septiembre de 2011.

Enseguida, la Moción contiene la regulación relativa a las nuevas reglas sobre publicidad aplicable a las comisiones legislativas, lo que requiere considerar un régimen de audiencias públicas y participación ciudadana para apoyar el trabajo que desarrollan.

Asimismo, contempla que, no obstante que las sesiones de Comisiones constituyen deliberaciones previas a la adopción de la decisión por ambas Cámaras, deben implementarse las medidas de difusión adecuadas para dar cuenta de la labor que realizan, recurriendo especialmente a la tecnología audiovisual. Al mismo tiempo, procura homogeneizar los documentos que elaboran las Comisiones legislativas, principalmente los informes que dan cuenta de su trabajo, y permitir que se anticipe el conocimiento público de los mismos.

La Moción apunta a profundizar la separación entre la función parlamentaria y el ejercicio de lobby o gestión de intereses particulares, considerando que existe una clara contraposición de intereses entre los lobbistas o gestores con quienes son destinatarios de tales actividades y afirma que la normativa vigente no diferencia suficientemente el conflicto de intereses que se produce respecto de los parlamentarios que cesen en sus cargos y respecto del personal que las Cámaras han contratado para que colaboren con los parlamentarios en el ejercicio de su función.

Para el primer caso, se propone establecer un período de espera durante el cual los parlamentarios que dejan su cargo no podrán convertirse en lobbistas o gestores de intereses particulares, considerando que, en el derecho comparado, este período va desde los seis meses a los dos años. En consecuencia, propone hacer extensivas las sanciones y procedimientos que contempla el artículo 19 de la ley N° 20.730, aplicables por las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia a quienes desempeñen actividades de lobby o gestión de intereses particulares en alguna de las Cámaras dentro de los doce meses siguientes a la cesación en el cargo de diputado o senador.

Asimismo, el proyecto hace extensiva dicha sanción a quien, habiendo cumplido funciones directivas en una de las Cámaras o servicios comunes del Congreso Nacional, hubiere realizado actividades de lobby o gestión de intereses particulares en cualquiera de esas instituciones dentro de los doce meses siguientes a la cesación de sus servicios.

Finalmente, en materia del perfeccionamiento relativo a normas sobre probidad y transparencia, el proyecto propone incrementar las materias del Congreso Nacional que quedan comprendidas dentro de la obligación de transparencia activa.

Con dicha finalidad, la iniciativa encomienda a la Comisión Bicameral de Transparencia la determinación de tales materias y el establecimiento de una pauta general de homologación para las instituciones del Congreso Nacional, con la finalidad de estructurar de manera equivalente el contenido sobre transparencia de las páginas web institucionales.

Por otra parte, propone incluir en forma expresa a los servicios comunes de ambas Corporaciones -especialmente la Biblioteca del Congreso Nacional-, dentro de la obligación de transparencia a que se refiere el aludido artículo sexto de la ley N°20.285.

A continuación, la iniciativa describe los perfeccionamientos que contiene en materia orgánica y procesal.

En ese sentido, sugiere sistematizar las normas sobre probidad y transparencia en un título especial de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. De ese modo, apunta a facilitar el desarrollo de tales materias mediante la reglamentación propia de cada Cámara, la que debe operar sobre una misma base normativa.

Asimismo, la iniciativa propone robustecer a las Comisiones de Ética y Transparencia, ampliando su competencia y permitiendo que pueda emitir recomendaciones o instrucciones sobre buenas prácticas parlamentarias. En ese contexto, pretende fortalecer sus facultades, para obligar a comparecer ante ellas a los parlamentarios, establecer pautas comunes de trabajo, fijar las bases de los procedimientos que aplicarán dichas Comisiones y fijar las sanciones que podrán aplicar, en los casos que no la tengan determinada por ley.

Al mismo tiempo, la Moción propone crear la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria como un órgano del Senado y la Cámara de Diputados, recogiendo la experiencia internacional en la materia en que opera un órgano especializado común que cumple funciones propias y efectúa proposiciones para la resolución de cada Comisión.

Al efecto, dicha Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria, estará integrada por un director ejecutivo y dos especialistas independientes –elegidos por medio del Sistema de Alta Dirección Pública y cada Cámara, a propuesta de la Comisión respectiva- cuya principales funciones dicen relación con apoyar a las Comisiones de Ética y Transparencia en los cometidos que éstas le encomienden.

Adicionalmente, agrega que podrá actuar como órgano de primera instancia respecto de las reclamaciones por la infracción de obligaciones legales de transparencia por parte del Senado, de la Cámara de Diputados o de alguno de sus miembros, reservando las apelaciones a cada Comisión; y proponer a las Comisiones de Ética y Transparencia las acciones de capacitación y difusión que sean convenientes para el mejor cumplimiento de dichas obligaciones.

Finalmente, el proyecto propone establecer, con carácter permanente, al Grupo Bicameral de Transparencia -bajo la denominación de Comisión Bicameral de Transparencia-, considerando los lineamientos que emanaron del Seminario Internacional sobre Transparencia e Integridad en los Congreso Nacional y en el sistema de Partidos Políticos, organizado por la Comisión de Ética y Transparencia del Senado, al término del cual se emitió la "Declaración de Santiago sobre sobre Transparencia e Integridad en los Parlamentos y Partidos Políticos". 

En efecto, añade que el Grupo Bicameral de Transparencia, formado a instancias de dicha declaración, ha sido un instrumento útil para coordinar las actividades que ambas Cámaras realizan en esas materias.

DOCUMENTOS REMITIDOS POR LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL


La Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional hizo entrega a la Comisión Especial de los siguientes documentos, los cuales pueden ser consultados en la página web del Senado, vinculados al Boletín N° 10.264-07:


a) Legislación comparada sobre dedicación exclusiva de parlamentarios, en el que se destaca a Colombia, España y Sudáfrica como naciones que cuentan con regímenes legales exigentes de dedicación exclusiva parlamentaria.


b) Legislación comparada de órganos de control de ética parlamentaria.

DISCUSIÓN EN GENERAL 


-El texto del proyecto de ley en informe consta de cuatro artículos permanentes y tres disposiciones transitorias.

El artículo 1°, mediante cuatro numerales, propone introducir diversas modificaciones a la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, con la finalidad de elevar los estándares de probidad y transparencia en el ejercicio de la función parlamentaria y establecer los órganos y procedimientos que permitan garantizar su aplicación.

El artículo 2°, por medio de dos numerales, introduce modificaciones a la ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, eliminando la referencia que dicho cuerpo normativo realiza respecto del Congreso Nacional, considerando que la regulación aplicable en su caso se encuentra contenida en la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

El artículo 3° incorpora, dentro de los sujetos que pueden ser sancionados en virtud de la ley N°20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, a quienes, habiendo ejercido el cargo de diputado o senador, o cumplido funciones directivas en una de las Cámaras o servicios comunes del Congreso Nacional, realice actividades de lobby o gestión de intereses particulares en cualquiera de esas instituciones dentro de los doce meses siguientes al término de su mandato o cesación de servicios.

El artículo 4°, mediante tres numerales, propone modificar la ley N°20.285, sobre acceso a la información pública, ampliando las materias que deben ser publicadas por ambas Cámaras del Congreso Nacional, incluyendo aquella información institucional común que la Comisión Bicameral de Transparencia considere relevante.

El artículo primero transitorio establece que el eventual mayor gasto que genere la aplicación de la ley se financiará con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto del Congreso Nacional, en cuyo caso el Senado y la Cámara de Diputados concurrirán a solventarlo por partes iguales.

El artículo segundo transitorio regula la forma de elección de los miembros de la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria, estableciendo que el reglamento que regulará su funcionamiento deberá ser propuesto a ambas Cámaras por la Comisión Bicameral de Transparencia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la ley.

El artículo tercero transitorio establece que las modificaciones a los reglamentos de ambas Cámaras que deban introducirse de conformidad a lo previsto en la ley deberán aprobarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha en que ella sea publicada.

SESIÓN CELEBRADA EL 21 DE ENERO DE 2016

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la iniciativa apunta, en general, a establecer nuevas normas básicas de probidad y transparencia respecto de diputados y senadores, atendiendo a las disposiciones contenidas en la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, y la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios.

En ese sentido, añadió que la iniciativa, en lo fundamental, establece la sujeción de los parlamentarios a los casos y condiciones en que deben delegar a terceros la administración de ciertos bienes o, cuando corresponda, proceder a su enajenación. Asimismo, prohíbe la suscripción de contratos con el cónyuge, conviviente civil, pareja de hecho o pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, o con personas con fines de lucro.

Por otra parte, agregó que establece el deber de asistencia obligatoria a las sesiones de Sala y Comisiones legislativas, en tanto que la ausencia injustificada será sancionada conforme a un reglamento. Al mismo tiempo, detalló que consagra la dedicación exclusiva al ejercicio del cargo de diputado o senador y modifica el régimen de publicidad del trabajo de Comisiones.

En la misma línea, añadió que el proyecto crea un órgano común para las Comisiones de Ética y Transparencia de ambas Cámaras, denominado Dirección de Ética y Transparencia parlamentaria, el que tendrá carácter de órgano de primera instancia para conocer las reclamaciones sobre la infracción de obligaciones en materia de transparencia.

Finalmente, manifestó que el proyecto de ley propone la creación de una Comisión Bicameral de Transparencia que, entre otras funciones, deberá proponer a ambas Salas el reglamento por el cual se regirá la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria.

El Senador señor García Ruminot sostuvo que, durante los últimos años, se ha producido un aumento en el tipo de asuntos sometidos al conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado. En consecuencia, coincidió con la necesidad de fortalecer su regulación orgánica y funcional, con la finalidad de adaptarse a los nuevos requerimientos de que ha sido objeto.

En ese contexto, abogó por evitar la creación de un exceso de organismos con competencias que van dirigidas al mismo objetivo, lo que podría generar una mayor complejidad en la tramitación de los procedimientos aplicables.

Coincidiendo con lo expresado anteriormente, el Senador señor Guillier manifestó que la propuesta propone un exceso de labores administrativas a la Comisión de Ética y Transparencia del Senado, las que deben ser radicadas en otras entidades. En consecuencia, abogó por entregar, a dicho organismo, atribuciones que preferentemente digan relación con la labor investigativa y sancionatoria que le corresponde.

El Senador señor Pérez Varela se declaró partidario de distinguir el ámbito de competencia entre los distintos organismos que propone la iniciativa, considerando que propone una estructura orgánica particularmente compleja en comparación al régimen actual.

SESIÓN CELEBRADA EL 3 DE MARZO DE 2016

 
Previo a la votación en general del proyecto de ley, la Comisión Especial recibió en audiencia a representantes de entidades académicas y de la sociedad civil, con la finalidad de recabar su parecer respecto de las disposiciones contenidas en la iniciativa. Los expositores acompañaron sus presentaciones por escrito, las que pueden consultarse en la página web del Senado, vinculadas al Boletín N° 10.264-07.

REPRESENTANTE DEL Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD):

 
La profesora y Oficial de Gobernabilidad del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), señora Marcela Ríos Tobar, expuso ante la Comisión Especial acerca de la iniciativa legal en estudio.

 
Al iniciar sus palabras comentó que el informe “Auditoría a la Democracia: Más y mejor democracia para un Chile inclusivo”, publicado por el organismo en el año 2014, establece que es un desafío para la democracia chilena recomponer la valoración y la legitimidad de la política, considerando que, en un régimen democrático como el nuestro, la política tiene el potencial de generar el diálogo y deliberación necesarios para lograr acuerdos que apunten a que quienes alcancen espacios de poder y autoridad tomen las decisiones que respondan a las necesidades de la ciudadanía, generando condiciones para un desarrollo humano inclusivo.

 
Sin embargo, añadió que en Chile se ha instalado con fuerza en la discusión pública que las instituciones políticas resultan poco confiables. En particular, detalló que el Congreso Nacional es una de las instituciones que presentan los niveles de confianza ciudadana más baja, en conjunto con los partidos políticos, aun cuando se trata de las dos instituciones clave de una democracia representativa como la nuestra.

 
En efecto, afirmó que, de acuerdo a datos de Latinobarómetro, desde 1996 a 2015 la proporción de personas que dicen tener mucha o bastante confianza en el Congreso ha disminuido del 43% al 24%, lo que resulta aún más preocupante si se analizan datos comparados, pues en Chile, la confianza en el Congreso se encuentra entre las más bajas de América Latina, región donde los parlamentos tienen los menores niveles de confianza a nivel mundial.

 
Habida cuenta de ello, explicó que, aun cuando el Congreso Nacional ha desarrollado una serie de iniciativas para mejorar la percepción de los ciudadanos y ciudadanas sobre el trabajo legislativo, junto con reaccionar a casos de corrupción y faltas a la ética, probidad y transparencia que han sacudido al sistema político, los procesos de fortalecimiento normativo-institucional se encuentran aún en desarrollo.

 
En ese sentido, aseveró que el proyecto de ley en estudio constituye un avance relevante en estas materias, especialmente en aquellos relacionados con control de los conflictos de intereses, transparencia y ética parlamentaria, y participación ciudadana en el proceso legislativo. No obstante, señaló que se observan algunas áreas en las cuales sería posible avanzar aún más para la consecución de los objetivos de la iniciativa.

 
En cuanto a la regulación propuesta en materia del control de conflictos de intereses, manifestó que la iniciativa avanza de forma significativa, específicamente en el establecimiento de la dedicación exclusiva en el cargo de parlamentario, tal como ha sido propuesto por el Consejo Asesor Presidencial contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción.

 
Sin embargo, subrayó que resulta recomendable avanzar hacia una regulación más exhaustiva, como ha sido propuesto en el Boletín Nº 10.098-07, el que se encuentra en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, estableciendo que los cargos de diputados y senadores son incompatibles entre sí y deben ser ejercidos con dedicación exclusiva por sus titulares, exceptuando de esta prohibición los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en la enseñanza superior, media y especial, con un máximo de doce horas académicas al mes, en vez de las doce horas académicas semanales que propone el proyecto. En la experiencia comparada, añadió que regulaciones de este tipo se observan en Canadá y Colombia, mientras que en España existe un régimen de dedicación absoluta, prohibiéndose todo tipo de actividades externas a la función parlamentaria.

 
En la misma línea, abogó por establecer la obligación de diputados y senadores de declarar patrimonio e intereses de forma pública, junto con la obligatoriedad de que los asesores permanentes y externos de los parlamentarios presenten este tipo de declaraciones. Asimismo, sostuvo que resulta adecuado establecer un mejor control de la “puerta giratoria” y el lobby, toda vez que, aun cuando el proyecto avanza en establecer la prohibición de desempeñar tales actividades a quienes tengan contratos con cualquiera de las Cámaras, es necesario evitar que lobbistas o gestores de intereses se registren como asesores externos.

 
Con dicha finalidad, sostuvo que se debería incorporar al Reglamento de Asesorías Externas de ambas Cámaras la inhabilidad de registro para aquellos asesores que estén en la nómina de lobbistas o gestores de intereses en los registros del Congreso Nacional y establecer la terminación del contrato en el caso de que un asesor externo realice actividades de lobby o gestión de intereses a los sujetos pasivos de lobby del Congreso Nacional.

 
En cuanto a las sanciones aplicables a los parlamentarios que realicen funciones de lobby en los 12 meses siguientes al cese del cargo, en los términos propuestos por la iniciativa, abogó por ampliar este período a dos años, estableciendo mecanismos de seguimiento y sanción en caso de incumplimiento de la normativa.

 
Además, como ha establecido el Consejo Asesor Presidencial, agregó que resulta recomendable que las ex-autoridades y ex-funcionarios no puedan contactar a funcionarios o empleados estatales de la entidad en la que trabajaron en relación a asuntos de su interés, ni a otras entidades del Estado, en relación a materias en las que se tuvo responsabilidad. Idealmente, abogó por impedir que puedan presentarse a licitaciones públicas, como persona natural o por medio de una persona jurídica con la que tenga relación de propiedad, en la entidad en la que trabajó, por un plazo de un año a partir del cese de su desempeño como funcionario público.

 
En lo relativo a la obligación de abstención de votar asuntos de interés directo, en aquellos casos en que prime el interés privado sobre el interés general, opinó que sería conveniente ajustar el texto para establecer que el deber de abstención abarque los asuntos que se debatan tanto en comisiones como en sala de sesiones, e incluir la existencia de un interés directo la relación con terceros con los que se tengan lazos profesionales, laborales, de negocios o para socios y sociedades de las que los parlamentarios participen o hayan formado parte en los últimos dos años.

 
Asimismo, propuso establecer un código de conducta parlamentaria que contenga una clara definición de las circunstancias o actividades que constituyen conflictos de intereses, para facilitar su comprensión y difusión.

 
En materia de transparencia, afirmó que el Congreso Nacional ha hecho un esfuerzo por transparentar la labor legislativa, principalmente a través de una página web que entrega información documental sobre el proceso de formación de leyes, asistencia de parlamentarios, votación y trabajo legislativo. No obstante, afirmó que aún se discute sobre la necesidad de hacer público el trabajo que se realiza dentro de las comisiones legislativas y de transparentar el trabajo distrital, por ejemplo. 

 
En ese contexto, expresó que el proyecto avanza en la institucionalización de la cuenta pública del Congreso Nacional, en el establecimiento de los reglamentos de acceso a la información pública, así como una instancia de reclamo y apelación para que la ciudadanía pueda ejercer su derecho de acceso a la información pública en el Poder Legislativo.

 
Por otra parte, añadió que se propone la institucionalización del Grupo Bicameral de Transparencia como “Comisión Bicameral de Transparencia”, para la coordinación, elaboración de propuestas, determinación de la información institucional común que deba ser publicada por las Cámaras y proposición del reglamento de la Dirección de Ética, y la homologación, por parte de ambas Cámaras de la publicación de la información institucional que la Comisión Bicameral de Ética considere relevante, la que debe estar presentada en forma análoga para facilitar la consulta por parte del usuario, debiendo ser publicada, tales como la asistencia de parlamentarios, votaciones y elecciones, viajes internacionales con gastos y viáticos y dietas líquidas.

 
En cuanto al el trabajo de las comisiones, precisó que la publicidad del acta de la sesión resumida no es suficiente, lo que genera la necesidad de establecer su publicidad y difusión como regla general, junto a la homologación de un formato de acta en datos abiertos para facilitar su análisis y establecer un plazo breve para su aprobación y publicación.

 
En el mismo sentido, manifestó que es necesario facilitar el acceso de la ciudadanía a la información y fomentar la transparencia de la labor legislativa mediante la publicación en infografías del presupuesto del Congreso y sus gastos, como realiza, por ejemplo, el Congressional Budget Office de los Estados Unidos. En la misma línea, abogó por proceder a la publicación de las asesorías externas, realizar una evaluación de la eficacia del actual sistema con asesorías por parte de la Biblioteca del Congreso y de asesores contratados directamente por los parlamentarios, y establecer un formato de cuenta pública para cada una de las Cámaras y para cada parlamentario, como establece el Plan de Acción de Parlamento Abierto para Chile.

 
En lo tocante a las normas sobre ética parlamentaria, afirmó que el proyecto de ley avanza positivamente con la creación de la “Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria”, la que apoyará y fortalecerá las funciones de las Comisiones de Ética y Transparencia. En ese sentido, aseveró que resulta de gran importancia que la Dirección sea un órgano independiente en cuanto al nombramiento y la remoción de sus integrantes y su presupuesto. 

 
Agregó que dicha independencia puede verse limitada respecto al nombramiento de los especialistas por cada una de las Cámaras, ya que no se establecen requisitos para realizar concursos públicos para la selección, mientras que, en cuanto a la remoción del Director Ejecutivo, este debería ser por acuerdo de ambas Salas y no “por cualquiera de las salas” como se expresa en el proyecto de ley, debiendo establecerse los quórums aplicable en su caso.

 
Habida cuenta de ello, manifestó que la ética y la probidad del Parlamento no depende exclusivamente de las autoridades electas, sino también de los funcionarios del Congreso; por lo tanto, las funciones de la Dirección de Ética y Transparencia se deben ampliar en cuanto a realizar capacitaciones, difusión e investigaciones sobre faltas a la ética y la probidad de los funcionarios, y en este caso, el informe se enviaría al Secretario General respectivo para que tome las resoluciones oportunas, y en el caso de que el informe sea respecto al Secretario General o Prosecretario, se enviará a la Comisión de Ética y Transparencia pertinente.

 
En cuanto a la integración de las Comisiones de Ética y Transparencia, señaló que no deberían formar parte de ellas, además de la Mesa respectiva, parlamentarios que hayan sido sancionados o estén en proceso de investigación por las Comisiones de Ética y Transparencia o el Poder Judicial.

 
Por otro lado, detalló que el proyecto de ley establece que el proceso ante las Comisiones comenzará de oficio por la “ocurrencia de hechos propios de su competencia que aparezcan revestidos de gravedad”, limitando los procedimientos de oficio que pueden llevar a cabo las Comisiones de Ética y Transparencia. En consecuencia, añadió que sería más conveniente que las Comisiones puedan solicitar a la Dirección de Ética y Transparencia un informe sobre faltas que sean públicas, y que esta unidad califique su gravedad, mientras que el mismo proceso se puede aplicar a denuncias anónimas para que la Dirección considere los antecedentes que las acompañan y no sean desechadas por el hecho de que el denunciante quiere guardar el anonimato.

 
Finalmente, en materia de participación ciudadana, sostuvo que, aun cuando el proyecto propone instaurar un régimen de audiencias en ambas Cámaras, no es claro si este corresponde a las sesiones de Comisiones o a las de Sala, lo que requiere revisar ejemplos de experiencia comparada para mejorar la participación de la sociedad civil en el proceso legislativo.

 
Al efecto, propuso informar acerca del proceso legislativo; aumentar la transparencia y acceso a la información; publicar con más rapidez la información de las actas de comisiones, presentaciones, boletines, indicaciones; mejorar la instancia de participación en audiencias de comisiones; establecer y difundir cuales son los criterios para decidir qué organización o persona asiste a una audiencia de comisión; homologar criterios y procedimientos de invitación a todas las comisiones e idealmente a ambas Cámaras; considerar en las invitaciones a más organizaciones de la sociedad civil que representen distintos sectores; descentralizar las instancias de participación realizando audiencias de comisión en regiones; y sistematizar las exposiciones, en un formato único, para ambas Cámaras.

profesor de DERECHO CONSTITUCIONAL DE la Escuela de Derecho DE LA UNIVERSIDAD DE VALPARAÍSO, señor Christian Viera

 
El profesor de Derecho Constitucional de la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Christian Viera Álvarez, formuló sus observaciones respecto de la iniciativa legal en análisis.

 
Al iniciar su exposición, sostuvo que las iniciativas legales en materia de probidad y transparencia de la actividad política, entre las que se encuentra el proyecto de ley en estudio, deben considerar la dimensión ética que le otorgan su fundamento y sentido. En efecto, arguyó que en la dimensión ética -normativa y no actitudinal- también se juega el financiamiento de los partidos y las campañas, toda vez que, sin incurrir en delitos o faltas administrativas, la conducta ética puede verse perjudicada, especialmente por la opacidad de este tipo de relaciones.

 
En cuanto a las disposiciones contenidas en la iniciativa, manifestó que, en materia de inhabilidades, resulta pertinente especificar las hipótesis que configuran un interés directo, la forma en que se verifica la “objetividad” que exige la iniciativa, y esclarecer cuándo la conducta es intachable o leal, toda vez que se trata de ejemplos de cláusulas abiertas cuya textura es flexible y dinámica, y cuya comprensión va a estar condicionada por los contextos culturales en que éstas se interpreten. Dicha situación, agregó, resulta particularmente compleja considerando que el proyecto descansa en la auto-regulación, por lo que será el comportamiento del propio sistema político el que deberá dar cuenta ante la opinión pública de cuán exigente es el cumplimiento de la dimensión ética.

 
En consecuencia, puntualizó que no es adecuado generar expectativas exageradas respecto del contenido de la iniciativa, lo que sí debe exigirse respecto del comportamiento y exigencia del sistema político en relación a la dimensión ética del ejercicio de actividad parlamentaria.

 
Por otra parte, añadió que resulta adecuado evitar que el impedimento o inhabilidad altere el cómputo de los quórum y mayorías especiales. Asimismo, valoró el establecimiento de la expresa prohibición de la contratación de familiares y personas jurídicas relacionadas con parlamentarios, y el anhelo de profundizar la separación entre la función parlamentaria y el ejercicio del lobby. En este último punto, aseveró que existe una insuficiencia en la regulación del lobby en nuestro país, cuestión que debería revisarse en el futuro.

 
Seguidamente, se refirió a los órganos encargados de la evaluación del comportamiento ético. En ese sentido, explicó que la existencia de una comisión de ética de cada Cámara no dicen relación simplemente con el análisis de la gestión, sino que, especialmente, del comportamiento, toda vez que, como toda institución humana, sería necesario aligerar su importancia o incorporar a ella a pares externos, atendido el noble sentimiento humano de solidaridad que puede impedir la imparcialidad al momento de la decisión.

 
Finalmente, en cuanto a la Dirección de Ética y Transparencia, afirmó que se propone un sistema exigente para seleccionar a las personas idóneas y con un alta estándar curricular. Sin embargo, cuando se llega a los “especialistas” se nombra uno por cada Cámara, con un alto quórum, lo que genera la necesidad de utilizar también la Alta Dirección Pública, atendido el espacio de discrecionalidad política que conlleva la propuesta legislativa.

Profesor de derecho de la universidad católica y CONSEJERO DE POLITICAS PÚBLICAS DEL Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sebastián Soto Velasco

 
El Profesor de Derecho de la Universidad Católica y Consejero de Políticas Publicas del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sebastián Soto, expuso sus observaciones respecto del proyecto de ley en estudio.

 
En primer lugar, se refirió a la imagen de la ciudadanía respecto de la labor que desarrolla el Congreso Nacional. En ese sentido, aseveró que es posible advertir la existencia de una mala imagen del Congreso y la buena imagen de los parlamentarios considerados individualmente, toda vez que, como explica Richard Fenno, para el individuo el estándar es de representación –de su estilo personal y visiones políticas-, en tanto que, para la institución, sin embargo, los estándares enfatizan los esfuerzos por resolver los problemas nacionales.

 
Asimismo, puntualizó que al Congreso Nacional y a sus parlamentarios se les exige aquello para lo que no están institucionalmente dotados.

 
En ese contexto, afirmó que resulta necesario aumentar el entendimiento del rol del Congreso, considerando que, tal como ha sido sostenido en la ciencia política, la caracterización de los congresistas como “generalistas” y no como expertos debe ser vista como una fortaleza. Asimismo, añadió que la aprobación del Congreso podría mejorar si la gente se convence que la profesionalización de la actividad política es necesaria, toda vez que el Congreso representa la mirada de la gente real y la democracia en una sociedad diversa requiere debate, desacuerdo y compromiso.

 
En cuanto a las disposiciones contenidas en la iniciativa, sostuvo que, en materia de dedicación exclusiva a la actividad parlamentaria, resulta necesario promover una reforma constitucional para establecer dicha hipótesis, considerando la normativa aplicable, sobre el particular, a los Ministros de Estado (Ley N° 19.863).

 
Acerca del cumplimiento de los estándares del derecho sancionador en el procedimiento de aplicación de sanciones a los parlamentarios, abogó por especificar los estándares propios de la garantía fundamental del debido proceso y del principio de tipicidad.

 
En cuanto a la determinación del deber de abstención de votar, aplicable a un parlamentario, expresó que, al contrario de lo que propone la iniciativa, dicha figura requiere un procedimiento particularmente cauteloso con el ejercicio de la función legislativa y representativa, el que debe operar con posterioridad al ejercicio del voto, y no con anterioridad a él.

 
Respecto de la asistencia de público a comisiones, afirmó que en el trabajo legislativo existen ciertas instancias que requieren reserva, de modo de favorecer la deliberación y negociación en que se verifica dicha labor.

 
En lo tocante a la creación de la Dirección de Ética y Transparencia, valoró la implementación de dicha entidad, sin perjuicio de la necesidad de permitir su integración por parte de ex parlamentarios y asegurar una integración representativa y producto del consenso entre los distintos sectores políticos.

 
Finalmente, en materia de regulación de la actividad de lobby y gestores de intereses particulares, sugirió distinguir el tratamiento que la iniciativa dispensa a ambas figuras, considerando que se trata de funciones de distinta naturaleza.

FUNDACIÓN Espacio Público

 
La Directora de Incidencia de la Fundación Espacio Público, señora María Jaraquemada, sostuvo que, en general, el proyecto busca elevar los estándares exigidos a la conducta parlamentaria, pero, al mismo tiempo, precisa con claridad el comportamiento deseable, de forma de evitar interpretaciones y ofrecer certeza tanto a quien realiza una acción u omisión como a quien desee evaluarla, coincidiendo con las propuestas emanadas del Consejo Asesor Presidencial Contra Conflictos de Interés, Tráfico de Influencias y Corrupción.
 
En ese contexto, afirmó que, aun cuando las propuestas constituyen un avance y hacen frente a situaciones que han sido complejas y donde se ha detectado un déficit regulatorio, hay ciertos perfeccionamientos que aún se pueden introducir. Al efecto, propuso consagrar una acción pública de denuncia frente a todos los casos de infracción de normas relativas a la probidad y transparencia; aclarar en el procedimiento de las Comisiones de Ética y Transparencia que éstos también pueden iniciar por denuncia cuando corresponde, como también una suerte de examen de admisibilidad, a diferencia de la norma actual que menciona que revisten cierta gravedad, lo que parece un estándar mayor de lo habitual.

 
Asimismo, señaló que la iniciativa no establece de modo expreso la prohibición de usar las asignaciones parlamentarias para otros fines. Asimismo, abogó por fortalecer el rol del Comité de Auditorías y el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, estableciendo sanciones mayores para inhibir conductas y constituir reproches efectivos ante vulneraciones graves.

 
Por otra parte, agregó que si bien los reglamentos de ambas Cámaras señalan que en materia de sanciones al personal, se aplicarán las normas del Estatuto Administrativo, ello podría establecerse en la ley, para dar mayor entidad y homologar tal regulación para ambas Cámaras.

 
En cuanto al Registro de actividades que realizan parlamentarios y que lleva la Comisión de Ética y Transparencia respectiva, precisó la necesidad de divulgar dicha información de acuerdo a las normas de transparencia activa, y especificar la capacidad de la Dirección de Ética y Transparencia de comprobar la veracidad y completitud de la información de las declaraciones de intereses y patrimonio.

 
Asimismo, manifestó que podría establecerse como función de la Dirección de Ética y Transparencia la elaboración de códigos de conductas y fomentar su conocimiento y difusión de normativas; regular de mejor modo el deber de abstención; establecer la incompatibilidad de asesores con cargos de CORES y concejales, así como la de parientes cercanos a parlamentarios a postularse a un cargo de elección popular en la misma unidad electoral; e incluir sanciones también por inasistencia injustificada a sesiones de comisiones cuando por este motivo no se alcanza el quórum necesario para sesionar.

 
En cuanto a la publicidad y acceso a las sesiones de comisiones, abogó por establecer que la publicidad y acceso sea regla general, salvo resolución de la mayoría de los integrantes, y que se pongan a disposición de la ciudadanía, en un plazo breve, los registros respectivos; establecer la obligación de transmitir por streaming, salvo cuando apliquen reglas de sesiones secretas; establecer normas mínimas de audiencias y participación ciudadana en la ley y detalle en reglamentos, para darle mayor fuerza vinculante.

 
En la misma línea, señaló que es necesario revisar la posibilidad de que sea el Consejo para la Transparencia el órgano competente, homologando los procedimientos y plazos de la Ley de Transparencia, y especificando una sanción expresa y responsable por transparencia activa.

 
Por último, en cuanto a las decisiones y procedimientos de las Comisiones de Ética y Transparencia, advirtió que el proyecto de ley establece su reserva hasta que tengan el carácter de definitivos, incluida la notificación de los interesados, lo que va más allá de las normas que rigen la publicidad de otro tipo de procedimientos sancionatorios como sumarios administrativos o querellas. Asimismo, añadió que no se establece un plazo para la inhabilidad de lobbistas y gestores de interés particulares para la Dirección de Ética y Transparencia, lo que debiese ser equivalente a situaciones similares, de dos años, mientras que la función exclusiva que propone resulta valorable, pero los conflictos de interés no solo tienen origen en las fuentes de recursos económicos, por lo que habría que analizar también que no se puedan ejercer otras actividades de manera gratuita.

COMENTARIOS

 
El Senador señor García Ruminot, respecto del monto de las dietas que reciben los parlamentarios, consultó acerca de los indicadores que permiten su comparación con aquellas remuneraciones que reciben los miembros del Poder Legislativo en otras naciones. En ese sentido, sostuvo que, considerando el sistema institucional aplicable en nuestro país, resulta lógico que perciban una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado, toda vez que, en ciertas hipótesis, deben concurrir al procedimiento de acusación constitucional aplicable en su caso.

 
El Senador señor Harboe sostuvo que, con motivo del estudio de las modificaciones constitucionales y legales aplicables al Congreso Nacional, resulta adecuado analizar la pertinencia de establecer una regulación orgánica conjunta para las Cámaras que lo componen, de modo de ajustar los procedimientos aplicables en cada caso, incluyendo el mejoramiento de los estándares de eficiencia y eficacia del procedimiento legislativo.

 
En cuanto a la dieta de los parlamentarios, opinó que se deben objetivar las disposiciones que permiten su determinación, particularmente a raíz de trascendidos hacia la opinión pública que carecen de veracidad; mejorar la regulación relativa a las causales de renuncia de los parlamentarios; y especificar un nuevo régimen de inhabilidades y conflictos de intereses de los parlamentarios.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió en la necesidad de regular las materias relativas a inhabilidades y sanciones aplicables a los parlamentarios. Asimismo, abogó por establecer la dedicación exclusiva en el ejercicio del cargo de parlamentario.

 
El Senador señor Guillier comentó que los estándares de evaluación parlamentaria, por parte de la ciudadanía, deben considerar que ésta dice relación, preferentemente, con la labor legislativa. Asimismo, manifestó que, en lo sucesivo, el ejercicio de las facultades de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado requiere analizar la entidad de las sanciones aplicables y la compatibilidad de éstas con la sustanciación de los procedimientos judiciales que pudieren derivar de una conducta. Finalmente, afirmó que es necesario especificar las causales de inhabilitación de un parlamentario.

 
La profesora y Oficial de Gobernabilidad del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), señora Marcela Ríos Tobar, insistió en la relevancia de la aprobación de la iniciativa en cuanto al funcionamiento del Congreso Nacional. Asimismo, agregó que, en ese contexto, resulta adecuado analizar el funcionamiento del régimen de inhabilidades y conflictos de intereses aplicables a los parlamentarios, entre otras materias.

 
En cuanto a la cuantía de las dietas de los parlamentarios, afirmó que Chile se encuentra por sobre el promedio de los países de la OCDE, sobre todo considerando que, a diferencia de nuestro país, en la mayoría las naciones que la componen se consagra expresamente la dedicación exclusiva en el ejercicio del cargo de parlamentario.

 
El profesor de Derecho Constitucional de la Escuela de Derecho de la Universidad de Valparaíso, señor Christian Viera, aseveró que la discusión que se encuentra implícita en la iniciativa, además de su aspecto normativo, dice relación con una problemática de tipo político, relativa a los estándares aplicables a dicha actividad.

 
En esa línea, expresó que, para efectos de la aplicación de las sanciones políticas que derivan de las conductas cometidas por parlamentarios, no se requiere recurrir a instituciones o principios que, en rigor, se encuentran establecidos para el enjuiciamiento criminal, tales como el principio de tipicidad o el establecimiento de regímenes probatorios característicos de dicho sistema.

 
En cuanto a las normas relativas a la publicidad de la actividad parlamentaria, abogó por garantizar los estándares que permitan un mayor conocimiento de ésta por parte de la ciudadanía.

 
La Directora de Incidencia de la Fundación Espacio Público, señora María Jaraquemada, coincidió en la necesidad de regular la estructura financiera del funcionamiento del Congreso Nacional, fortaleciendo la organización de éste como un solo todo, sin distinguir entre ambas Cámaras que lo componen.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que la iniciativa en análisis se enmarca dentro de una serie de proyectos que modifican adecuadamente la institucionalidad pública, de modo de contribuir a la profesionalización y el mejoramiento de la actividad política.

 
En ese contexto, aseveró que, mediante la aprobación del proyecto, es posible mejorar el modelo de representación de los parlamentarios respecto de la ciudadanía, fortaleciendo el cumplimiento de las funciones del Congreso Nacional y mejorando sus estándares de probidad y transparencia.

- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone aprobar en general el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional: 

1.- Agrégase, en el inciso segundo del artículo 3°A, el siguiente párrafo, pasando el punto aparte a ser punto seguido: 

"En todo caso, se entenderá que constituye grave falta a la probidad de la persona contratada, a cualquier título, para colaborar con la función parlamentaria, el desempeño de actividades de lobby o gestión de intereses particulares respecto de cualquier sujeto pasivo de alguna de las ramas del Congreso Nacional."

2.- Suprímense los incisos segundo a quinto del artículo 4° y los artículos 5° A, 5° B y 5° F.

3.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 7° por el siguiente:

"En el cómputo de los quórum y mayorías no se considerarán como senadores y diputados en ejercicio los que se encuentren suspendidos por efecto de lo dispuesto en el artículo 61, inciso final, de la Constitución Política, los que se declaren impedidos para votar un asunto y los que estén ausentes del país con permiso constitucional."

4.- Intercálase, a continuación del artículo 11, el siguiente Título II, nuevo, pasando los actuales Títulos II a VII a ser III a VIII, respectivamente:

"Título II

NORMAS BÁSICAS DE PROBIDAD Y TRANSPARENCIA

Artículo 11 A.- Los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno respeto de los principios de probidad y transparencia, en los términos que señalen la Constitución Política, esta ley orgánica constitucional, las leyes sobre dichas materias que les sean expresamente aplicables y los reglamentos de ambas Cámaras.

El principio de probidad consiste en observar una conducta parlamentaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función, con preeminencia del interés general sobre el particular. 

El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.

Los diputados y senadores observarán, especialmente, la ética parlamentaria, que se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público, la razonabilidad e imparcialidad de las decisiones, la integridad ética y profesional y la expedición en el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales. 

Artículo 11 B.- Los diputados y senadores deberán ejercer sus cargos con dedicación exclusiva. 

La dedicación al cargo incluye el desarrollo de todas las actividades a que alude el inciso segundo del artículo 66, como la difusión de la opinión, por ejemplo mediante la participación en talleres y seminarios; la interacción con los representados, por ejemplo mediante la realización de visitas a terreno y las distintas modalidades de recoger la opinión pública, y otras pertinentes con el desempeño de la función parlamentaria.

No obstante lo anterior, se podrá admitir excepcionalmente la realización de las siguientes actividades, siempre que no representen riesgo de conflicto de intereses con el ejercicio de la función parlamentaria: 

1.- La administración de bienes que no esté afecta a la obligación de ser delegada a terceros.

2.- El desempeño de actividades docentes o propias de su profesión u oficio, en forma gratuita y compatible con los intereses del Estado, hasta un máximo de doce horas semanales. Se excluye cualquiera actividad de carácter directivo y, en el caso de los abogados, toda intervención ante los tribunales.

La realización de cualquiera de dichas actividades deberá ser solicitada por el  parlamentario interesado a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, la que llevará un registro público actualizado de las autorizaciones que conceda.

Artículo 11 C.- Los diputados y senadores deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en las condiciones que les señala la ley sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses. 

Asimismo, se sujetarán a las disposiciones que esa ley les impone en lo que atañe a los casos y condiciones en que deben delegar a terceros la administración de ciertos bienes o, cuando corresponda, proceder a la enajenación de aquellos que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función parlamentaria.

Artículo 11 D.- El Senado, la Cámara de Diputados, la Biblioteca del Congreso Nacional y los demás servicios comunes no podrán suscribir contratos onerosos con Senadores, Diputados, funcionarios directivos del mismo organismo ni con personas que tengan respecto de cualquiera de ellos la calidad de cónyuge, conviviente civil, pareja de hecho o pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, o con personas jurídicas con fines de lucro que sea obligatorio incluir en la declaración de intereses y patrimonio. 

Esta prohibición se aplicará tanto si el costo es de cargo institucional como si se imputa a asignaciones parlamentarias.

Artículo 11 E.- En cumplimiento de su mandato constitucional, los miembros de ambas Cámaras podrán promover, debatir y votar cualquier iniciativa sometida regularmente a su conocimiento, aun cuando en definitiva resulten afectados por ella al igual que cualquier otra persona que se encuentre en las mismas circunstancias.

Sin embargo, no podrán promover ni votar ningún asunto en el que tenga un interés directo, o lo tenga su cónyuge, conviviente civil, pareja de hecho o pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, cuando sea de tal naturaleza que, objetivamente, pudiera considerarse que adquiere preeminencia sobre el interés general. La existencia de interés se determinará sobre la base de los mismos antecedentes que sea obligatorio incluir en la declaración de intereses y patrimonio. El impedimento para votar se produce, en todo caso, respecto de la votación en particular, pero también respecto de la votación en general, cuando el interés directo resulte de la única idea matriz o fundamental que inspire el asunto.

En los casos del inciso anterior, los senadores o diputados podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellos, o las personas mencionadas, tengan en el asunto.

El impedimento podrá ser planteado por el propio diputado o senador, o por otro que tenga conocimiento de los hechos que lo constituyen, ante la comisión o Sala de su Corporación, según donde estuviese radicado el conocimiento del asunto. Si lo plantea el propio afectado o lo acepta, el presidente se limitará a declararlo.

En cualquier otro caso, el presidente resolverá la impugnación de inmediato o, más tardar, antes de poner el asunto en votación, si a su juicio la cuestión es clara. La declaración de que el diputado o senador se encuentra impedido podrá ser reconsiderada por la Comisión de Ética y Transparencia. Cuando, por el contrario, el presidente estime que la cuestión no es clara, ordenará el envío de los antecedentes a la Comisión de Ética y Transparencia. Esta medida no suspenderá la tramitación del asunto y el parlamentario involucrado no se entenderá impedido mientras no se resuelva la cuestión.

La resolución que adopte la Comisión de Ética y Transparencia no alterará las precedentes en cuanto hayan producido efectos. Declarada la existencia de impedimento, se aplicarán al senador o diputado lo previsto en los incisos segundo y tercero para todos los trámites que cumpla el asunto de que se trate, si no se hubiese votado. Si la declaración se efectúa con posterioridad a la votación, iniciará de oficio el procedimiento sancionatorio al diputado o senador.

Artículo 11 F.- Los diputados y senadores no pueden divulgar ni usar, en beneficio propio o de otras personas, la información que no se encuentre disponible para el público, a la que tuvieren acceso en razón de la función que desempeñan y cuyo conocimiento sea capaz de influir en las decisiones de orden económico o de otra naturaleza que puedan tomar las personas.

Artículo 11 G.- Es deber de los diputados y senadores asistir a las sesiones de la Cámara y de las comisiones a que pertenezcan. La ausencia injustificada a las sesiones de Sala será sancionada en la forma que determine el respectivo reglamento.

Artículo 11 H.- Las Cámaras establecerán en sus reglamentos las disposiciones que cautelen el acceso del público a la información, de conformidad al artículo sexto de la ley N° 20.285. Asimismo, reglamentará esta materia la Comisión de Biblioteca, en lo que atañe a la Biblioteca del Congreso Nacional, y la Comisión Bicameral a que se refieren los artículos 66 y 66 A, en lo que respecta al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, respectivamente.

Los referidos reglamentos deberán señalar las autoridades u organismos internos encargados de responder las consultas que se formulen y el procedimiento a que se sujetarán los reclamos. Sin perjuicio de las causales establecidas en esta ley, se podrá denegar la entrega de información en virtud de las señaladas en los artículos 21 y 22 de Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.

En todos los casos, las reclamaciones se resolverán en primera instancia por la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria a que se refiere el artículo 11 Q. De ellas se podrá apelar ante la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, la Comisión de Biblioteca o la Comisión Bicameral, según corresponda. Lo dispuesto en los artículos 24 a 30 y 33 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado no se aplicará al Congreso Nacional ni a sus servicios comunes.

Artículo 11 I.- Las sesiones de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.

No obstante, serán siempre secretas cuando se refieran a asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15° del artículo 32 de la Constitución Política de la República.

Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados afectaren el debido cumplimiento de sus funciones, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva Corporación, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía. 

Artículo 11 J.- Cada Cámara establecerá en su reglamento un régimen de audiencias públicas y participación ciudadana para apoyar el trabajo de las comisiones, que sea compatible con el asunto a informar y la urgencia con que esté calificado.

No obstante que las sesiones de comisiones constituyen deliberaciones previas a la adopción de la decisión por la Sala, cada Cámara acordará las medidas de difusión de dichas sesiones que considere adecuadas para dar mejor cumplimiento a su objetivo de ilustrar a la Sala. 

Además, al término de cada sesión se informará resumidamente la materia tratada, los acuerdos adoptados y los parlamentarios e invitados asistentes. Esta última regla se aplicará a los comités parlamentarios y a las Comisiones de Régimen, en cuanto no concurra una causa legal de reserva.

Cuando las comisiones efectúen actas de sus sesiones, serán públicas una vez aprobadas conforme al reglamento. Los informes de comisión lo serán desde que estén suscritos reglamentariamente. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizadas. 

Los materiales de registro de las secretarías de las comisiones y de los comités parlamentarios, tales como grabaciones, apuntes u otros instrumentos de apoyo a esa labor, no serán públicos. 

Son aplicables a las Comisiones las reglas de los incisos segundo y tercero del artículo precedente. 

Artículo 11 K.- La cuenta pública anual al país que el Presidente del Senado y el Presidente de la Cámara de Diputados rinden en virtud del artículo 56 bis de la Constitución Política considerará una evaluación de las diferentes actividades realizadas por las Corporaciones e indicará los objetivos para el período siguiente. En el ámbito administrativo y financiero, se referirán a las auditorías de gestión practicadas por órganos independientes a la respectiva Cámara.

Todo lo anterior, de acuerdo a lo que establezcan los reglamentos que determinarán el contenido de la cuenta y regularán la forma de cumplir dicha obligación.

Artículo 11 L.- Cada Cámara tendrá una Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, encargada de velar por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, así como de conocer y sancionar las faltas cometidas por los miembros de sus respectivas Corporaciones en dichas materias o respecto de la ética parlamentaria.

En especial, corresponderá a la Comisión las siguientes atribuciones: 

a) Emitir recomendaciones de carácter general sobre buenas prácticas parlamentarias en materias de probidad, transparencia y acceso a la información pública, de las cuales tomará conocimiento la Sala;

b) Pronunciarse de oficio, o absolver las consultas que le formule un diputado o senador, según corresponda, sobre la observancia en un caso determinado de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública a que están obligados los parlamentarios;

c) Pronunciarse, de oficio o a solicitud de cualquier persona, sobre el cumplimiento de las obligaciones de transparencia que recaen sobre los parlamentarios por mandato legal, como la presentación oportuna y la actualización de la declaración de intereses y patrimonio, la delegación de la administración de ciertos bienes o la enajenación de otros, o el registro cabal y dentro de plazo de determinadas reuniones o audiencias, viajes y donativos;

d) Conocer, como órgano de segunda instancia, las apelaciones que presenten los interesados respecto de las resoluciones de la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria que se pronuncien sobre reclamaciones interpuestas invocando la infracción de obligaciones legales de transparencia por parte del Senado, de la Cámara de Diputados o de alguno de sus miembros, tales como la falta de entrega o negativa injustificada a entregar información pública;

e) Pronunciarse, a requerimiento del Comité de Auditoría Parlamentaria, previo informe de la Dirección de Ética y Transparencia, sobre los reparos u objeciones relativos al uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la actividad parlamentaria, que haya formulado dicho organismo a un senador, diputado o comité parlamentario, cuando no hayan sido corregidos;

f) Administrar el registro de agenda pública y el registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares de la respectiva Corporación, de conformidad a la ley y su reglamento;

g) Autorizar, fundadamente, a petición del interesado, la realización de actividades excepcionales a la obligación de dedicación exclusiva al cargo de diputado o senador, y llevar un registro público actualizado de tales autorizaciones, y

h) Ejercer las demás funciones que le encomienden la ley y los reglamentos.

Artículo 11 M.- Cada Cámara elegirá a los integrantes de estas comisiones por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, pero no podrán formar parte de ellas los miembros de la Mesa respectiva. 

Las comisiones podrán constituirse, sesionar y adoptar acuerdos destinados a dar curso regular a los asuntos con la mayoría de sus miembros, pero los que resuelvan en definitiva las materias de su competencia deberán contar, a lo menos, con el quórum superior que establezca el reglamento. 

La comparecencia ante dichas comisiones será obligatoria para el senador o diputado que hubiere sido citado, previo acuerdo adoptado por el aludido quórum superior, en sesión especialmente convocada al efecto. La infracción a esta obligación de comparecer será sancionada, de plano, con cualquiera de las sanciones señaladas en el artículo 11 O, sin perjuicio de lo que se resuelva en el asunto que dio lugar a la citación.

Los acuerdos y resoluciones serán públicos cuando tengan el carácter de definitivos y haya concluido la tramitación del asunto, incluida la notificación de los interesados cuando corresponda. También lo serán cuando lo acuerde la comisión, por estimar que la publicidad no afecta el debido cumplimiento de sus funciones, los derechos de las personas u otras causas legales de reserva.

Artículo 11 N.- Los reglamentos de cada Cámara establecerán los procedimientos que aplicarán las Comisiones de Ética y Transparencia sobre las bases siguientes, sin perjuicio de lo previsto en leyes especiales.

El procedimiento se iniciará de oficio cuando llegue a conocimiento de la Comisión la ocurrencia de hechos propios de su competencia que aparezcan revestidos de gravedad. Cuando se requiera su intervención, la Comisión verificará la admisibilidad de la presentación, examinando que se trate de una materia de su competencia, que el compareciente se encuentre debidamente identificado y que se fundamente en antecedentes serios. Si la presentación es inadmisible, se archivará, sin perjuicio de proceder de oficio.

Se dará traslado al parlamentario o representante del Comité que aparezca involucrado en los hechos. Una vez evacuado el traslado, o en rebeldía, la Comisión podrá resolver sin más trámite o, si hubiere necesidad de recibir pruebas, abrirá un plazo al efecto.

La prueba se apreciará en conciencia. Cuando el asunto se encuentre en estado de ser resuelto, la Comisión se pronunciará fundadamente, para lo cual consignará los hechos que se hayan acreditado y, en su caso, determinará las responsabilidades que correspondan. Las resoluciones definitivas se comunicarán por escrito a los interesados.

En contra de una resolución definitiva de la Comisión sólo procederá el recurso de reposición, el que se admitirá a tramitación únicamente si se acompañan nuevos antecedentes que, de haberse conocido, hubiesen influido sustancialmente en la decisión adoptada. 

Artículo 11 O.- En los casos en que proceda la aplicación de sanciones, las Comisiones de Ética y Transparencia impondrán las que establezca la ley.

Si la conducta no está sancionada expresamente, la Comisión podrá imponer alguna de las siguientes medidas disciplinarias: 

1. Llamado al orden;

2. Amonestación;

3. Censura.

Dichas medidas llevarán consigo como pena anexa la de multa. En el caso del número 1, la multa será de hasta el 2% de la dieta parlamentaria; en el caso del número 2, será desde más del 2% y hasta el 5% de la dieta, y en el caso del número 3, será desde más del 5% y hasta el 15% de la dieta.

La Comisión aplicará la sanción atendiendo a la gravedad de la falta cometida y las circunstancias atenuantes o agravantes que arroje el mérito de los antecedentes. Una vez ejecutoriada, será comunicada al órgano interno competente para que se efectúe el correspondiente descuento de la dieta.

Artículo 11 P.- Cada Cámara establecerá en su reglamento las demás normas que sean convenientes para la mejor organización y funcionamiento de las Comisiones de Ética y Transparencia.

Artículo 11 Q.- Existirá una Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria, órgano de trabajo común de ambas Comisiones, el cual estará integrado por un Director Ejecutivo, que lo presidirá, y dos directores especialistas independientes.

No podrán integrar la Dirección ex parlamentarios, quienes se desempeñen o se hayan desempeñado para lobbistas o gestores de interés particular, ni quienes tengan la calidad de funcionario público. Estarán sujetos a la obligación de presentar declaración de intereses y patrimonio y, antes de asumir el cargo, se comprometerán a no postular a cargos de elección popular hasta dos años de cesado en el cargo.

El Director Ejecutivo será un profesional, con más de quince años de experiencia, que se haya destacado en actividades profesionales, de servicio público o académicas, relacionadas con las materias de ética, probidad y transparencia. Se designará por acuerdo de ambas Salas, a propuesta conjunta de ambas Comisiones, que seleccionarán uno de los candidatos de la nómina que elabore el Consejo de Alta Dirección Pública. Los especialistas se nombrarán uno por una Cámara, a propuesta de la Comisión respectiva. En todos los casos, las Salas deberán aprobar las propuestas por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. 

Los integrantes de la Dirección durarán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos. Podrán ser removidos por la Sala respectiva, o por cualquiera de las Salas tratándose del Director Ejecutivo, si incurren en incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. Las vacantes que se produzcan, por cualquier causa, se proveerán dentro de los sesenta días, de la misma forma que indica el inciso anterior.

Corresponderá a la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria:

a) Conocer, como órgano de primera instancia, las reclamaciones que invoquen la infracción de obligaciones legales de transparencia por parte del Senado, de la Cámara de Diputados o de alguno de sus miembros, siempre que ellas reúnan los requisitos mencionados en el inciso segundo del artículo 11 N; 

b) Realizar todos los actos de apoyo al ejercicio de los cometidos de las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria que éstas le encomienden, incluidos los de fiscalización y de investigación, los cuales efectuará consignando que los realiza "por orden" de ellas;

c) Prestar el apoyo específico que los parlamentarios le soliciten para cautelar el adecuado y oportuno cumplimiento de las obligaciones legales relacionadas con probidad, transparencia o acceso a la información pública, dentro del marco que señalen de común acuerdo las Comisiones de Ética y Transparencia; 

d) Proponer a las Comisiones de Ética y Transparencia las acciones de capacitación y difusión que sean convenientes para el mejor cumplimiento de las obligaciones a que se refiere la letra precedente; 

e) Informar a la Comisión de Ética y Transparencia respectiva, cuando ésta lo requiera, sobre la circunstancia de encontrarse acreditados los hechos constitutivos de alguna infracción legal o reglamentaria a la probidad, transparencia o acceso a la información pública, o de no estarlos; y, en el primer caso, de encontrarse acreditada la participación en ellos de un senador o diputado;

f) Informar a la Comisión de Ética y Transparencia correspondiente sobre los reparos u objeciones relativos al uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la actividad parlamentaria, que haya formulado el Comité de Auditoría Parlamentaria a un senador, diputado o comité parlamentario, cuando no hayan sido corregidos y dicho Comité de Auditoría Parlamentaria requiera pronunciamiento de la Comisión al respecto, y 

g) Informar a la Comisión de Ética y Transparencia respectiva, a petición de ésta, si están comprobados los hechos que justificarían la autorización que solicita un diputado o senador para que determinadas actividades se eximan de la obligación de dedicación exclusiva al cargo y, cuando corresponda, sobre las modalidades con que podría concederse esa autorización.

En el ejercicio de las atribuciones señaladas en las letras e), f) y g) la Dirección deberá actuar siempre por unanimidad de sus integrantes y, si no se produjere, se limitará a informar que no habido acuerdo.

Los actos y resoluciones de la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria relacionados con el ejercicio de las atribuciones consignadas en este artículo, sus fundamentos y procedimientos, sólo serán públicos en lo que concierne a aquellas señaladas en la letra a), mientras las Comisiones de Ética y Transparencia no hayan resuelto el asunto en forma definitiva. Lo anterior no obsta a que la propia Comisión los haga públicos con anterioridad, en los casos a que se refiere el inciso final del artículo 11 M.

El reglamento de la Dirección, que será aprobado por ambas Salas a propuesta de la Comisión Bicameral de Transparencia, establecerá los requisitos que deberán cumplir sus integrantes, el régimen y los sistemas de remuneraciones aplicables, las normas de procedimiento y, en general, todas las disposiciones que sean convenientes para su adecuada organización y funcionamiento. 

Artículo 11 R.- Establécese la Comisión Bicameral de Transparencia, integrada por senadores y diputados, como órgano de trabajo común de ambas Cámaras en las siguientes materias:

1.- Coordinar con los respectivos organismos de las Cámaras y servicios comunes del Congreso Nacional, y con los diferentes Congresos y Asambleas Nacionales o Legislativas, así como organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, materias relacionadas con el acceso a la información pública, la transparencia, la ética y la participación ciudadana, en el ámbito parlamentario; 

2.- Elaborar propuestas tendientes al desarrollo de un Parlamento Abierto en áreas tales como mejorar los servicios para facilitar el acceso a información pública sobre los temas señalados en el número anterior; incrementar la integridad pública, perfeccionando los mecanismos que la regulan y precisando los estándares de conducta debida; impulsar una gestión más eficaz y eficiente de los recursos públicos y aumentar la responsabilidad institucional, mejorando las cuentas públicas;

3.- Determinar la información institucional común que considere relevante para su publicación por las Cámaras, así como la forma de estructurar los contenidos y comunicar la información, para facilitar su consulta por el usuario, y

4.- Proponer a ambas Salas el reglamento por el cual se regirá la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria. 

La Comisión Bicameral regulará su propio funcionamiento interno.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios:

1.- Suprímense, en el inciso séptimo del artículo 4°, las siguientes frases: "a ambas Cámaras del Congreso Nacional", y la coma que la sigue, y "los Parlamentarios" y la coma que la sigue.

2.- Reemplázase, en el inciso final del artículo 4°, el párrafo: "En el caso del Congreso Nacional la comunicación se dirigirá a la Comisión de Ética del Senado o a la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, según corresponda y, en el caso del Poder Judicial, a su Comisión de Ética", por el siguiente: "En el caso del Poder Judicial, la comunicación se dirigirá a su Comisión de Ética".

Artículo 3°.- Intercálase, entre los incisos cuarto y final del artículo 19 de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, el siguiente inciso nuevo, que pasa a ser quinto:

"La misma sanción y procedimiento se aplicarán a quien haya desempeñado el cargo de diputado o senador, o haya cumplido funciones directivas en una de las Cámaras o servicios comunes del Congreso Nacional, que realice actividades de lobby o gestión de intereses particulares en cualquiera de esas instituciones dentro de los doce meses siguientes al término de su mandato o cesación de servicios.". 

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo sexto de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública: 

1.- En el inciso segundo, a continuación de la palabra "Cámaras", intercálase la frase "y sus servicios comunes";  

2.- Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

"Las Cámaras deberán publicar, además, la información institucional común que la Comisión Bicameral de Transparencia considere relevante. Especialmente, publicarán la asistencia de los parlamentarios a las sesiones de Sala y de comisiones, las votaciones y elecciones a las que concurran, los viajes internacionales con los gastos efectuados por concepto de pasajes y viáticos, así como las dietas líquidas que perciban. Todos estos contenidos se estructurarán de manera equivalente y la información se comunicará de manera parecida, conforme determine la misma Comisión, a fin de facilitar su consulta por el usuario.". 

3.- En el inciso final, a continuación de la palabra "Cámaras", intercálase la frase "y de sus servicios comunes".

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

Artículo primero.- El eventual mayor gasto que genere la aplicación de esta ley, incluido el que irrogue la puesta en marcha de la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria durante el ejercicio presupuestario en que ella entre en vigencia, se financiará con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto del Congreso Nacional.

El Senado y la Cámara de Diputados concurrirán, por iguales partes, a solventarlo, efectuando los traspasos internos que fueren necesarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la ley N° 18.918. 

Artículo segundo.- El reglamento de la Dirección de Ética y Transparencia Parlamentaria será propuesto a las Salas por la Comisión Bicameral de Transparencia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley. Sin perjuicio de ese plazo, la Comisión Bicameral determinará anticipadamente los requisitos, el perfil y demás características necesarias para que el Consejo de Alta Dirección Pública pueda iniciar el proceso de selección del Director Ejecutivo.

Este cargo y los primeros dos especialistas integrantes de la Dirección se designarán dentro de los sesenta días siguientes a la aprobación del reglamento, para lo cual las Comisiones de Ética y Transparencia efectuarán oportunamente las propuestas a las Salas.

Para los efectos de la renovación parcial de los especialistas, los dos primeros integrantes ejercerán sus funciones durante plazos diferentes. El que nombre el Senado durará seis años en su cargo y el que designe la Cámara de Diputados tres años.

Artículo tercero.- Las modificaciones a los Reglamentos de ambas Cámaras que deban introducirse de conformidad a lo previsto en esta ley deberán aprobarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha en que ella sea publicada.”.

-------


Acordado en sesiones celebradas el día 21 de enero de 2016, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez y Víctor Pérez Varela y el día 3 de marzo de 2016, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 7 de marzo de 2016.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE LOS CENTROS DE SALUD DE INFORMAR ACERCA DE LAS NORMAS CONTENIDAS EN LAS LEYES N°S 19.650 Y 20.394, RELATIVAS A LA ATENCIÓN DE URGENCIA

(10.555-11)
1.- Antecedentes Previos:

Durante la década de los años noventa varias personas fallecen como consecuencia de la negativa de algunos establecimientos de salud de otorgarles atención médica en servicios de urgencia, por no presentar un documento en garantía (cheque) que respaldara el pago de la atención.

Uno de los casos más emblemáticos fue el de Nicolás Melipil, menor de dos años que fue atendido el 3 de noviembre de 1997 por fiebre, diarrea y vómitos en el Consultorio de Cerro Navia y al día siguiente se le diagnosticó "abdomen agudo" en el Hospital Félix Bulnes, pero no se le hospitalizó por falta de camas. Durante la madrugada sus padres lo trasladaron al Hospital del Profesor, donde también se lo citó a control para el día siguiente con diagnóstico de apendicitis aguda. En dicho control el recinto privado envió al niño nuevamente al Hospital Félix Bulnes por no contar con un cheque en garantía. En el establecimiento público se le realizaron otros diagnósticos (neuropatía y neumonía basal izquierda) y fue derivado a un consultorio. Finalmente el 14 de noviembre Nicolás regresa grave al Hospital Félix Bulnes requiriendo Unidad de Cuidados Intensivos con una septicemia, falleciendo tres días más tarde.

Esta situación altamente mediática estimuló a los legisladores de la época a incluir en la Ley 19.650 (Ley de Urgencia y Riesgo Vital, publicada el 24 de diciembre de 1999) artículos que introducen modificaciones a las Leyes que regulan al Fonasa (18.469) y a las Isapres (18.933), en sendos artículos que permitieran asegurar el acceso a la atención de urgencia de la ciudadanía con cobertura financiera del seguro, de manera de obviar la exigencia del cheque en garantía y asegurar el pago de aquellas prestaciones en situaciones de emergencia a los establecimientos de salud, traspasando de ese modo la responsabilidad financiera a los seguros.

La Ley (19.650) busca entonces proteger a los ciudadanos que enfrentan situaciones de emergencia, los que en una condición de riesgo vital y/o de secuela funcional grave deben acudir a su Red de Atención de Urgencia más próximo al domicilio, o bien excepcionalmente a un centro de otra red; quienes en razón de las circunstancias deben proceder a otorgar atención sin condicionantes de índole financiera. (…)En efecto, la Ley 19.650 prohíbe esta práctica e incluso los legisladores han ido más lejos y han extendido esta prohibición a todos los actos médicos, sin importar si son de urgencia o electivos. Para ello se promulgó, el 3 de noviembre de 2009, la Ley 20.394 que en su artículo único establece que: “Los prestadores de salud no podrán exigir, como garantía de pago por las prestaciones que reciba el paciente, el otorgamiento de cheques o de dinero en efectivo. En estos casos, se podrá garantizar el pago por otros medios idóneos, tales como el registro de la información de una tarjeta de crédito, cartas de respaldo otorgadas por los empleadores, o letras de cambio o pagarés”.

2.- Fundamento del Proyecto:

No obstante las nobles aspiraciones de cada una de las leyes anteriormente mencionadas, persiste aún la práctica por parte de ciertos prestadores de solicitar un documento para garantizar la atención médica, infringiendo expresamente las mismas.

Tanto es así, que entre enero y septiembre de 2014 la Superintendencia de Salud recibió 125 reclamos a nivel nacional en contra de 50 clínicas y hospitales por incumplimientos de la Ley de Urgencia y Riesgo Vital. De hecho, durante el año 2013 el número de reclamos por este motivo ascendió a 134.
 

A este respecto el Superintendente de Salud, Sebastián Pavlovic, declaraba en entrevista al diario La Segunda "Nuestro objetivo es reducir esta cifra y lograr la implementación cotidiana de esta ley, sin la necesidad de que haya reclamos. Queremos que el 2015 se convierta en el año de los derechos y deberes del paciente, fortaleciendo el empoderamiento ciudadano". En esa misma línea señalaba que “(…) es preocupante que siga existiendo problemas de información e implementación de la ley por parte de las personas a cargo de la recepción de pacientes en los servicios de urgencia".

Pero las cifras informadas a este respecto por el superintendente de salud para el año 2015 dan cuenta que lo esperado no se cumplió, toda vez que conforme a la “Cuenta Pública Gestión 2015 de la Superintendencia de Salud de 25 de enero de 2015”
 de los 1.007 reclamos ingresados ese mismo año, el 29% (292) correspondió a la Ley N° 20.394 que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo.   

Las cifras denotan la negativa valoración de la calidad y cantidad de información respecto a estas normas tanto por parte de la población como de los funcionarios de los distintos prestadores de salud, lo que exige claramente seguir avanzando en el mejoramiento de la transferencia del conocimiento de estas normas, a fin de evitar una errónea aplicación que derive en abusos y excesos por parte de recintos privados o públicos que insistan en la ejecución de una mala praxis.  

Es lamentable que al presente los números no bajen en relación a los reclamos por infracción a la Ley de Urgencia y Riesgo Vital.

La correcta aplicación de la Ley de Urgencia requiere que todos los actores involucrados tengan un claro conocimiento de las disposiciones vigentes, lo que permitirá que este instrumento legal de protección al usuario, cuando la situación lo justifique, se aplique y lo beneficie no importando su sistema de aseguramiento.

Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE LA PUBLICIDAD DE LAS LEYES N° 19.650 y N° 20.394 ANTE LOS PRESTADORES DE SALUD.

ARTÍCULO ÚNICO: Los prestadores de salud deberán colocar y mantener en un lugar público y visible, una carta informativa de las Leyes N° 19.650 y N° 20.394 en relación con la atención de salud de urgencia o electiva, cuyo contenido será determinado mediante resolución de la autoridad competente.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO ESTABLECIENDO LA OBLIGACIÓN DE DONAR LOS ALIMENTOS NO COMERCIALIZABLES A LAS INSTITUCIONES QUE INDICA
(10.556-11)

I.- Antecedentes Previos:

Aproximadamente un tercio de las partes comestibles de los alimentos producidos para el consumo humano se pierde o desperdicia, lo que representa alrededor de 1300 millones de toneladas al año. Los alimentos se desperdician a lo largo de la cadena de suministro de alimentos, desde la producción agrícola inicial hasta el consumo final en el hogar. En los países de ingresos altos y medianos, los alimentos se desperdician en gran medida, lo que significa que se tiran incluso si todavía son adecuados para el consumo humano; no obstante, los alimentos también se pierden y desperdician al principio de la cadena de suministro de alimentos. En los países de ingresos bajos, los alimentos se pierden principalmente durante las primeras etapas y etapas intermedias de la cadena de suministro de alimentos y se desperdician muchos menos alimentos en el consumo.

(…) las pérdidas per cápita de alimentos en Europa y América del Norte son de 280 a 300 kg/año, mientras que en el África subsahariana y Asia meridional y sudoriental son de 120 a 170 kg/año. La producción per cápita total de partes comestibles de alimentos para el consumo humano es, en Europa y América del Norte, de aproximadamente 900 kg/año, mientras en el África subsahariana y Asia meridional y sudoriental es de 460 kg/año.

La cantidad de alimentos per cápita desperdiciada por los consumidores es de 95 a 115 kg/año en Europa y América del Norte, mientras que esta cifra alcanza solo de 6 a 11 kg/año en el África subsahariana y Asia meridional y sudoriental.

Las pérdidas de alimentos en los países industrializadas son tan altas como en los países en desarrollo, pero hay que tener en cuenta que en los países en desarrollo más del 40 % de las pérdidas de alimentos se produce en las etapas de poscosecha y procesamiento, mientras que en los países industrializados más del 40 % de las pérdidas de alimentos se produce en la venta minorista y el consumo. Los consumidores de los países industrializados desperdician casi la misma cantidad de alimentos (222 millones de toneladas) que la producción de alimentos neta total del África subsahariana (230 millones de toneladas).

II.- Impacto de la Pérdida y Desperdicio de Alimentos al Sistema Alimentario en Chile, según la FAO:
La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), reveló a través de su segundo Boletín de Pérdidas y Desperdicios de Alimentos en América Latina y el Caribe, en cuanto a una estimación de pérdidas en productos de la canasta básica que un estudio realizado en uno de los tres principales molinos industriales de Chile, con una participación entre 45 y 50% del mercado del arroz importado se pierden 140,4 toneladas de arroz por año, lo que representa un 0,5% del arroz comercializado por el molino estudiado y pérdidas por $12.066 USD al año, equivalentes a 9.000 porciones de arroz a la semana. La causa principal se debe al manejo inadecuado del producto lo que genera daños en los granos y caída al suelo.

En el caso de la cosecha de lechugas, el estudio indica que a partir del seguimiento a diez agricultores de los municipios de Colina, Lampa y La Pintana, donde se siembra la mayor superficie del cultivo en la Región Metropolitana de Chile, se pierden 16.550 cultivos por hectárea, lo que representa un 20% del potencial de cosecha, equivalentes a $2.422 USD de pérdidas por hectárea.

A su vez, el estudio señala que a partir de un seguimiento a ocho productores de papa del municipio de Melipilla, una zona con alta producción del cultivo que en cuanto a la cosecha de la misma, se pierden 1,08 toneladas por hectárea, lo que representa un 3,6% del potencial de cosecha y pérdidas por $244,5 USD por hectárea. En cuanto al almacenamiento de la papa, se pierden 1,7 toneladas por cada hectárea almacenada (2,85 Kg. Por saco), lo que representa un 5,7% de pérdidas, equivalentes a $488 USD por hectárea almacenada. Finalmente, en cuanto a comercialización en feria libre se producen pérdidas por 13,4 kg. por cada tonelada comercializada, representativo de 1,3% de pérdidas, equivalentes a $168,4 USD por hectárea comercializada. Lo anterior se debe principalmente a aspectos climáticos, daños mecánicos y calibración para el mercado.

En relación con el pan, el estudio sostiene que a partir de un seguimiento a diez familias (cinco integrantes en promedio), por tres meses, en los municipios de Puente Alto, La Florida y Peñalolén, se desperdician 63,3 Kg. por familia al año (promedio estimado), lo que representa un 16,7% del consumo promedio en la población nacional, siendo las principales causas desecho de la miga y trozos de pan, desecho del pan del día.
  

Otra estimación cuantitativa realizada en dos caletas pesqueras de la Región de Valparaíso, expone que para el caso de la merluza se pierde 1,96 toneladas por día, lo que representa una pérdida estimada de 1.851,29 toneladas al año, equivalentes a un 53% de la masa total capturada, con lo cual se podrían alimentar a 903 personas por año y en el caso de la jibia, se pierden 24,83 toneladas por día, representando una pérdida estimada por 24.824,53 toneladas por año, equivalentes a un 44% de la masa total capturada, con lo cual se podrían alimentar 24.020 personas por año. Lo anterior se debe principalmente a falta de reconocimiento de pérdida y desperdicio de alimentos en el trabajo diario de pescadores, oficiales de pesca, limpiadores e intermediarios.

Eve Crowley, Representante de FAO en Chile, sostiene que “Las pérdidas y desperdicios de alimentos, son un problema a nivel global que impactan directamente en los sistemas alimentarios. La reducción de estas pérdidas, es clave para erradicar el hambre y mejorar el sistema alimentario y nutricional”. En esa misma línea señala que “En Chile, el análisis que hacemos es que estas pérdidas son un síntoma de una serie de otras falencias que hemos identificado en el sistema alimentario nacional, principalmente la falta de coordinación en políticas y programas que permitan construir un sistema alimentario más saludable, eficiente e inclusivo. Estamos trabajando con el gobierno, ministerios y organismos sectoriales para justamente lograr esa coordinación y avanzar a un mejor sistema alimentario y nutricional para toda la población chilena”.
 

III.- Acciones Destinadas a Evitar la Pérdida y Desperdicio de Alimentos:

Las pérdidas y desperdicios de alimentos impactan la sostenibilidad de los sistemas alimentarios, reducen la disponibilidad local y mundial de comida, generan pérdidas de ingresos para los productores, aumentan los precios para los consumidores, y afectan al medio ambiente debido a la utilización no sostenible de los recursos naturales.

Sin duda, este es un tema que suscita la atención a nivel global. 
En la Jornada Mundial del Medio Ambiente promovida por las Naciones Unidas en 2013, el Papa Francisco manifestó que “el alimento que se desecha es como si se robara de la mesa del pobre, de quien tiene hambre” llamando “a contrarrestar el desperdicio y a mejorar la distribución de comida”. Por su parte, la 
Presidenta Michelle Bachelet, el 6 de junio de 2015 defendió el compromiso del país contra "el hambre, la pobreza y las injusticias" en la sede de la Organización de Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), en Roma. En dicha instancia afirmó que "Lograrlo no es solo cumplir objetivos y compromisos internacionales, sino que es asumir como una prioridad del estado la lucha contra la desigualdad, el hambre, la pobreza y la injusticia (…) para asentar la seguridad alimentaria en Chile y contribuir a la del planeta".

La sociedad civil no ha quedado ajena a esta tan importante problemática y a partir de la cual han surgido valiosas iniciativas. En el mundo hay más de 600 bancos de alimentos cuyo objetivo es combatir el hambre, mejorar la nutrición de la población más vulnerable y evitar el desperdicio de alimentos. A nivel nacional, desde el 2010 
“Red de Alimentos” es una corporación privada, sin fines de lucro, que desarrolló e implementó el primer banco de alimentos de Chile. Su misión es ser un puente transparente y eficiente entre los productores, comercializadores y distribuidores de alimentos, y aquellos que padecen inseguridad alimentaria. Colabora con 131 organizaciones que atienden a personas vulnerables. En ese mismo sentido, 
“Disco Sopa Chile”, es una acción colectiva y autogestionada que pone sobre la mesa el despilfarro alimentario de una manera festiva y a la vez reivindicativa.   

IV.- Fundamento del Proyecto:

La realidad mundial nos muestra que los niveles de pérdida y desperdicio de alimentos aún son muy altos y que el número de personas vulnerables que no tienen acceso a comida tampoco es menor. Es por ello importante generar acciones y medidas que ayuden a formar la conciencia y cultura de reducción y descarte de la pérdida y desperdicio de alimentos en toda la cadena de suministro alimenticia. Es en ese sentido que se propone que los distintos actores que intervienen en el proceso de generación, distribución y comercialización de los alimentos donen oportunamente a instituciones públicas o privadas sin fines de lucro aquellos alimentos no comercializables que están pronto a vencer y aquellos que por su naturaleza y calidad aún son adecuados para el consumo humano.       

Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO ESTABLECIENDO LA OBLIGACIÓN DE DONAR LOS ALIMENTOS NO COMERCIALIZABLES A LAS INSTITUCIONES Y EN LAS CONDICIONES QUE INDICA.

ARTÍCULO ÚNICO: Modifícase el Código Sanitario del siguiente modo: 

1.- Agrégase el siguiente artículo 104 bis nuevo:

Los productores, distribuidores y comercializadores de productos alimenticios perecibles y no perecibles tendrán la obligación de donar oportunamente a instituciones públicas o privadas sin fines de lucro, aquellos alimentos no comercializables que se encuentren prontos a vencer y aquellos que por su naturaleza, calidad y cantidad aún son aptos para el consumo humano. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
9

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA  EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY N° 18.097, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE CONCESIONES MINERAS, ESTABLECIENDO UNA NUEVA CAUSAL DE CADUCIDAD DE LAS MISMAS

(10.557-08)

I.- Antecedentes:

1.- Que, de acuerdo al artículo 2° de la Ley N° 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras: “Las concesiones mineras son derechos reales e inmuebles; distintos e independientes del dominio del predio superficial, aunque tengan un mismo dueño; oponibles al Estado y a cualquier persona; transferibles y transmisibles; susceptibles de hipoteca y otros derechos reales y, en general, de todo acto o contrato; y que se rigen por las mismas leyes civiles que los demás inmuebles, salvo en lo que contraríen disposiciones de esta ley o del Código de Minería.”

2.- Que, 
ante la legislación chilena, podríamos decir la concesión minera es un acto en virtud del cual se otorga a su peticionario, una vez cumplidos los requisitos que señala la ley, derechos exclusivos de explorar y explotar -en el caso de las concesiones de explotación- y de hacer libremente calicatas y otras labores de exploración - en el caso de las concesiones de exploración-, y, en su caso, a hacerse dueño de todas las sustancias minerales que extraiga dentro de sus límites (vid. arts. 113 y 116 CMi).

Esto es lo esencial, pues el concesionario tiene, además, (…) otros derechos y otras obligaciones, emanados, en gran medida, de ese principal interés: la exploración y explotación de la riqueza minera que, como actividad, no sólo interesa al minero, sino también a la comunidad, por ser interés público.

3.- Que, cabe advertir que el Código de Minería no señala el fin para el que se conceden los derechos mineros; por el contrario, es la propia Constitución la que señala la finalidad de las concesiones: “La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento (art. 19. N° 24, inc.  7°).”

(…) Es obvio que no puede existir una concesión sin un objeto sobre que recaiga el derecho de aprovechamiento de que ella es título. Pero también es obvio que no puede existir una concesión que no esté dirigida a cumplir su fin, su objeto: satisfacer -como lo señala la Constitución- el interés público que hay envuelto en su otorgamiento, y lo justifica. Y, ¿cuál es este interés público? El interés público es lograr el aprovechamiento de la riqueza minera para el desarrollo del país. No conviene al país ni al interés público anteponer a esta finalidad la creación de un objeto de libre explotación -o de no explotación -, y fruto de especulación dañina a este mismo interés. Interesa al país que se aproveche su riqueza mineral (…).

(…) En otras palabras, (…) la finalidad ésta no sólo otorga al concesionario el derecho a explotar, sino -debe- obligarlo a llevarla a cabo efectivamente. Entender esto de otra manera, significa haber perdido la noción del interés público que hay envuelto en el otorgamiento de las concesiones, y entregarse de lleno en el otorgamiento de derechos sin obligación, los que, por lo tanto, además de contradecir un mandato de la Constitución y atropellar los intereses de la comunidad, chocan con el Derecho.
 

4.- Que, 
el Tribunal Constitucional en sentencia de 9 de noviembre de 1981 (Rol Nº 5) se preocupó de describir lo relativo al nuevo régimen de propiedad minera, señalando que él “está contenido en cinco incisos del N° 24 del artículo 19 de la Constitución Política. El inciso sexto sienta la tesis general de que el dominio de las minas le corresponde al Estado, pero considerando que la Nación tiene también interés en que éstas se descubran y exploten, pues ello significa prosperidad y trabajo en beneficio del país, en los incisos siguientes se otorga a los particulares el derecho de explorar y explotar mediante concesiones las sustancias fósiles que se declaren concesibles y se establece que el dominio del titular sobre su concesión minera queda protegido por la garantía constitucional de que trata el N° 24 ya citado. Ciertas sustancias, por razones de bien común, se reservan en el propio texto constitucional desde luego al Estado para que las explote por sí mismo (…).”

5.- Que, dentro de la historia minera de nuestro país se han desarrollado ciertos hechos que han demostrado que el concesionario puede perder la noción de interés público que lleva envuelto el otorgamiento de una concesión minera pasándose a llevar directamente con ello los intereses de la comunidad, que tal como se dijo en el número anterior, dicen relación con que se descubran y exploten las minas por el desarrollo y sobre todo la oferta de trabajo que ello trae consigo. Al perderse la noción de interés público y privilegiar por sobre todo los intereses particulares, ello puede traer como consecuencia y, como así ha ocurrido, la afectación de ciertos derechos, como pueden ser los laborales, los derechos laborales de los trabajadores que con su esfuerzo y dedicación contribuyen decididamente con el concesionario a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica el otorgamiento de una concesión minera.

Cabe citar al respecto, lo sucedido dentro del año 2015, específicamente en el mes de agosto con la mina de carbón Santa Ana de la comuna de Curanilahue, región del Bío Bío, que llevó a 73 mineros del carbón en una decisión extrema, toda vez que se encontraban acorralados, angustiados y desesperados a permanecer a más de 750 metros de profundidad bajo el filón de la mina protestando por su situación de precariedad laboral debido al no pago de sus remuneraciones y cotizaciones previsionales por parte de la empresa carbonífera SW Curanilahue S.A., - situación que afectó a 172 trabajadores - poniendo en grave riesgo sus vidas producto del gas grisú y el metano y cuyos propietarios negaron cualquier relación o participación con la empresa designando a un tercero como representante de la misma a pesar de no tener solvencia económica, con el único objeto de eludir sus responsabilidades respecto del pago de las cotizaciones previsionales y salarios de sus trabajadores, los cuales fueron abandonados a su suerte en la faena minera. 

6.- Que, lo anterior es una muestra de cuando un concesionario pierde la noción de interés público y hace primar sus intereses personales. Pero, este interés público no puede colisionar o superponerse al respeto y protección de los derechos laborales contenidos en las normas del Código del Trabajo. Estos derechos deben siempre primar en todo desarrollo de alguna actividad comercial o productiva. En consecuencia, un empresario que no paga las remuneraciones y las cotizaciones previsionales de sus trabajadores no puede trabajar con el Estado, toda vez que fue el Estado de Chile el que entregó la concesión de la mina, y es el Estado el que debe cautelar que se cumpla con la legislación laboral. De manera, que la propuesta de este proyecto de ley es establecer una nueva causal de caducidad de la concesión minera consistente en el incumplimiento de las normas del Código del Trabajo.

Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY N° 18.097, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE CONCESIONES MINERAS ESTABLECIENDO UNA NUEVA CAUSAL DE CADUCIDAD. 

ARTÍCULO ÚNICO: Modifícase el artículo 18 de la Ley N° 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras, en el siguiente sentido:

a.- Elimínase en el inciso primero la conjunción “y” que antecede a la letra b);

b.- Elimínase en el inciso primero el punto final (.) reemplazándose por una coma (,) seguida de la conjunción “y”;

c.- Agrégase la siguiente letra c) nueva del siguiente tenor: 

· “por incumplimientos reiterados y graves de la legislación laboral o previsional declarado judicialmente mediante sentencia firme y ejecutoriada por parte del tribunal competente”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE CERTIFICACIÓN POR LA AUTORIDAD COMPETENTE DE LAS EMPRESAS QUE OFRECEN SERVICIOS DOMÉSTICOS DE ASESORAS DE HOGAR O DE CUIDADORAS Y DE LOS TRABAJADORES QUE OFRECEN DICHOS SERVICIOS

(10.558-13)
I.- Antecedentes:

1.- La industria del servicio doméstico en Chile no tiene un origen determinado, ya que es parte de la cultura del país desde nuestros inicios. En un comienzo, el servicio doméstico estaba asociado a los trabajadores “puertas adentro” que provenían de zonas principalmente rurales hacia las ciudades buscando nuevas oportunidades laborales; y dado que, el servicio doméstico no requiere de mano de obra calificada, el trabajo como “nana puertas adentro” era una alternativa cierta de obtener un empleo remunerado (a pesar de que la regulación de salario para este servicio se impuso en 1993 en la ley del trabajo indicando como pago mínimo de remuneraciones el 75% del salario mínimo). Esta tendencia se mantuvo hasta principios de los años 90’s. Fue entonces que los cambios legales y sociales en donde la presencia de la fuerza laboral femenina en el sector económico se vio fuertemente aumentada (mujer como trabajadora), por otra parte, la modificación en la composición de la familia (mujeres como jefas de hogar) y el hecho de que la mano de obra no calificada se encontraba también en ciudades (y no necesariamente provenía de zonas rurales), propició un cambio en la demanda de este servicio, el que a partir de esos años se fue transformando al servicio doméstico “puertas afuera”.

En ese contexto y considerando que a partir de la década del 2000 aparece el concepto de “outsourcing”, se determina que el mercado de los servicios domésticos part-time está en una “etapa de crecimiento”, en donde la oportunidad de generar negocios es atractiva.

2.- El desarrollo de esta industria, tal como se mencionó en el número anterior, ha proliferado de manera importante, teniendo entre sus principales objetivos satisfacer necesidades básicas domiciliarias, sirviendo de apoyo en las funciones diarias de la vida en el hogar, tales como cuidado de menores o ancianos, planchado, lavado de ropa, etc. En suma, brindar soluciones a los diversos requerimientos domésticos de sus clientes.

3.- Dado los cambios sociales experimentados por Chile a partir del retorno de la democracia uno de los cuales significó e implicó la inserción de la mujer al mundo laboral. 
Ya en la década de los noventa se había llegado a la conclusión de que sin mediar un aumento significativo de la tasa de participación de las mujeres en el mercado laboral, sería difícil mantener las tasas de crecimiento que permitirían llegar al Bicentenario de la República como un país desarrollado. De allí, que la política pública fue orientada a facilitar la entrada de las mujeres al mundo del trabajo, lo que ha permitido, con los años, aumentar su participación en las actividades remuneradas. 

4.- Estos cambios han significado que las labores que antes realizaban únicamente jefas de hogar hoy se han entregado a personas o empresas que prestan servicios domésticos, en donde varios de sus clientes valoran su tiempo libre y no están dispuestos a perderlo ejecutando dichas labores. Las personas que optan por este tipo de servicio externo precisan que sea confiable y en el horario que estimen conveniente. 

5.- Así, podemos apreciar las Empresas que proveen o intermedian asesoras de hogar o cuidadoras, ya sea, de forma permanente o temporal, las cuales ofrecen, en general, entre sus servicios reclutamiento, selección y colocación de trabajadores domésticos, asegurando confiabilidad y transparencia, a fin de cumplir con las expectativas y requerimientos de sus clientes de manera profesional. Al respecto podemos señalar que se trata de un negocio que no está regulado y en algunos casos ni formalizado. Por lo que hoy no existe un sello que otorgue seguridad y garantía de que este tipo de Empresas cuenten con las certificaciones necesarias y adecuadas para otorgar prestaciones de servicios domésticos entre los cuales puede contemplar el cuidado de niños, niñas o adolescentes y menos de las personas que a través de ellas, principalmente, mediante sus sitios electrónicos promocionan sus servicios den cuenta de que se encuentren debidamente capacitados y preparados para brindar estas atenciones.

6.- En ese orden de ideas, en el último tiempo hemos tomado conocimiento de diversos hechos de violencia acaecidos por asesoras de hogar o cuidadoras respecto de menores de edad, contratadas mediante estas Empresas, que nos llevan a reflexionar sobre las competencias mínimas y deseables que debieran poseer las personas que cuidan o son responsables del cuidado y atención de niños, niñas o adolescentes tomando en cuenta la seguridad y confianza que han depositado los padres en ellas. Tal es el caso de la cuidadora contratada a través de un sitio web de una Empresa del rubro que presuntamente quemó en su mano a una niña de 4 años sufriendo quemaduras grado A-B el pasado miércoles 13 de enero de 2016 en Concón, en circunstancias que aún se desconocen y que tiene a la familia sumida en la aflicción y que por dichos hechos ni la cuidadora ni la Empresa han dado explicaciones. Asimismo, recientemente se dio a conocer mediante lectura de sentencia por el 11° Juzgado de Garantía de Santiago la condena por 540 días de presidio menor en su grado mínimo contra Abigail Godoy, egresada de técnico en párvulo, pena remitida que cumplirá en libertad, por haber agredido en 2014 a Santiago Provoste, niño que se encontraba bajo su cuidado y que en ese entonces tenía dos años. 
7.- Claramente lo anterior, no puede suceder ni menos repetirse y para ello es imprescindible contar con una legislación que asegure de manera cierta los servicios que se ofrecen a través de esta empresas por sus sitios web, como de las competencias y capacitaciones de las personas que desean brindar servicios domésticos que contemplen cuidados y atenciones a menores de edad.

Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:
PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE LA OBLIGATORIEDAD PARA LAS EMPRESAS QUE PRESTAN SERVICIOS DOMÉSTICOS DE ASESORAS DE HOGAR O CUIDADORAS DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES PARA FUNCIONAR COMO TALES Y A LAS O LOS TRABAJADORES QUE OFRECEN SUS SERVICIOS A TRAVÉS DE LAS MISMAS DE SER CERTIFICADAS POR LA AUTORIDAD COMPETENTE.

ARTÍCULO ÚNICO: Las empresas de prestación de servicios domésticos que contemplen la intermediación de asesoras de hogar o cuidadoras, de forma permanente o temporal, para cuidar, educar, tratar o vigilar a niños, niñas o adolescentes deberán ser certificadas por la autoridad competente, al igual que las personas naturales que presten sus servicios de asesoras de hogar o cuidadoras en los términos antes expuestos, a través de las mismas empresas.   

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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